Implementación de nuevas medidas de protección y recuperación para las víctimas y agresores en los casos de violencia según Ley N° 30364 by Lazarte Contreras, Maria Milagros Yemina
UNIVERSIDAD NACIONAL DE PIURA 
 
FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTICAS 
 











“IMPLEMENTACIÓN DE NUEVAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y 
RECUPERACIÓN PARA LAS VÍCTIMAS Y AGRESORES EN LOS 





Br. MARIA MILAGROS YEMINA LAZARTE CONTRERAS 
 
PARA OPTAR EL TÍTULO PROFESIONAL DE ABOGADO 
 
Línea de Investigación Institucional: 
 
Legislación y Ciencias Políticas 
 
Sub Línea de Investigación: 
 
Nuevas Tendencias del Derecho Penal 
 






































































































































                        
                    DEDICATORIA 
 
La presente investigación está 
principalmente dedicada a Dios por ser el 
inspirador y darme la fuerza necesaria para 
continuar en este proceso de obtener uno de 
los anhelos de mi vida. También a mis 
Padres y hermanos por ser los principales 
promotores de mis sueños, por confiar y 
creer en mis expectativas; así como, por sus 
consejos, valores, principios y por haber sido 




































Agradezco a mi asesor Mg. Andrés Ernesto 
Villalta Pulache por su apoyo incondicional, 
sus valiosas ideas y recomendaciones, que 
me orientaron para la elaboración de mi 
tesis, asimismo, le agradezco a las amistades 
que han estado a mi lado en el desarrollo de 
la presente, las cuáles hasta la fecha siguen 









CAPITULO I: ASPECTOS DE LA PROBLEMÁTICA 
1.1 DESCRIPCIÓN DE LA PROBLEMÁTICA………………………………………....….12 
1.2 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA…………………………………………………....13 
1.2.1 Problema General………………………………………………………………….…....13 
1.2.2 Problema Específico………………………………………………………………...…..13 
1.3 JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA DE LA INVESTIGACIÓN……………………13 
1.4 OBJETIVOS………………………………………………………………………………..13 
1.4.1 Objetivo General………………………………………………………………………...13 
1.4.2 Objetivo Específico……………………………………………………………………...13 




CAPITULO II: MARCO TEÓRICO 
2.1 ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN…………………………………………..15 
2.2 BASES TEÓRICAS………………………………………………………………………...16 
2.2.1 Medidas de Protección y de Recuperación………………………………………………16 
2.2.2 La Violencia……………………………………………………………………………...17 
2.2.3 Ley N° 30364…………………………………………………………………………….18 
2.3 GLOSARIO DE TÉRMINOS BÁSICOS…………………………………………………19 
2.4 MARCO REFERENCIAL…………………………………………………………………21 
2.5 HIPÓTESIS…………………………………………………………………………………53 
2.5.1 Hipótesis General………………………………………………………………………...53 
2.5.2 Hipótesis Específica……………………………………………………………………...53 





3.5 MÉTODOS Y PROCEDIMIENTOS……………………………………………………...59 
3.6 TÉCNICAS E INSTRUMENTOS…………………………………………………………60 
3.7 ASPECTOS ÉTICOS……………………………………………………………………….61 































El presente trabajo de investigación surge del interés de crear una solución ante el 
incremento considerable de la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar desde 
la creación de la Ley N° 30364 en el año 2015 hasta la actualidad; siendo que ésta problemática es 
considerada como grave en nuestra sociedad por ir en contra de la salud pública y una violación de 
los derechos humanos, siendo que en nuestro país el 65, 4% de mujeres alguna vez unidas sufrieron 
algún tipo de violencia por parte del esposo o compañero. 
El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP), ha registrado el año 2017 
que la manifestación más extrema de la violencia de género, cobró la vida de 121 mujeres, así 
también 247 sobrevivieron al ataque con graves secuelas en su salud física y mental, debiendo 
considerarse también los niños, niñas y adolescentes en situación en riesgo y desprotección a 
consecuencia de este delito. 
La magnitud de esta problemática se explica por los patrones socioculturales de 
subordinación de la mujer profundamente arraigados en nuestra sociedad lo que constituye un tipo 
de violencia estructural. Esto origina que las mujeres a lo largo de todo su ciclo de vida (niñas, 
adolescentes, adultas y adultas mayores) sean las principales afectadas por la violencia en sus 
diversas manifestaciones. 
De esta manera, si bien la aprobación de la Ley N° 30364 “Ley para prevenir, sancionar 
y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar” y sus últimas 
modificatorias representan un avance en la obligación internacional de adecuarnos a los estándares 
de protección establecidos en instrumentos vinculantes, como la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, es de añadir que la misma no es 
suficiente y que las medidas de protección y recuperación para las víctimas y agresores en los casos 
de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar deben ser reevaluadas y reformuladas 
a fin de que cumplan con el objetivo para el cual fueron dadas. 
 















This research work arises from the interest of creating a solution to the considerable 
increase in violence against women and members of the family group since the creation of Law No. 
30364 in 2015 until today; being that this problem is serious as serious in our society for going against 
public health and a violation of human rights, being that in our country 65, 4% of women once united 
suffered some type of violence by the husband or partner. 
The Ministry of Women and Vulnerable Populations (MIMP), has registered in 2017 
that the most extreme manifestation of gender violence, claimed the lives of 121 women, as well as 
247 survived the attack with serious consequences in their physical and mental health, and children 
and adolescents at risk and unprotected as a result of this crime should also be considered. 
The magnitude of this problem is explained by the socio-cultural patterns of 
subordination of women deeply rooted in our society, which constitutes a type of structural violence. 
This results in women throughout their life cycle (girls, adolescents, adults and older adults) being 
the main victims of violence in its various manifestations. 
Thus, although the approval of Law No. 30364 "Law to prevent, punish and eradicate 
violence against women and family members" and its latest amendments represent an advance in the 
international obligation to conform to the standards of protection established in binding instruments, 
such as the Inter-American Convention to Prevent, Punish and Eradicate Violence against Women, 
is to add that it is not sufficient and that the protection and recovery measures for victims and 
aggressors in cases of violence against women and family group members they must be reevaluated 
and reformulated in order to meet the objective for which they were given. 
 



















A manera de introducción podemos decir que esta investigación 
“IMPLEMENTACIÓN DE NUEVAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y RECUPERACIÓN 
PARA LAS VÍCTIMAS Y AGRESORES EN LOS CASOS DE VIOLENCIA SEGÚN LEY N° 
30364”, tiene por finalidad la disminución progresiva de los índices de violencia contra la mujer y 
los integrantes del grupo familiar mediante la creación de nuevas medidas para la protección y 
recuperación de las víctimas y agresores; siendo que desde la creación de la Ley N° 30364 en el año 
2015 la violencia ha tenido un significativo aumento en nuestra sociedad peruana, como es el caso 
específico de Cusco, Apurímac y Piura, las cuales representan las tres ciudades con mayor índice de 
violencia teniendo un 16.9%, 16.2% y 15.3% respectivamente según el Instituto Nacional de 
Estadística e Informática (INEI 2019). 
Por lo que determinar lo que significa violencia no es el problema puesto que según la 
ONU la violencia implica una víctima y un agresor, la víctima es cualquier persona que sufre una 
lesión física o mental, sufrimiento emocional, pérdida o daño material o un menoscabo importante 
en sus derechos como consecuencia de una acción u omisión que constituya un delito, según la 
legislación nacional o el derecho internacional; y por otro lado, agresor vendría a ser el sujeto activo 
del referido delito; entonces siendo así, el dilema es como controlar su incremento, es decir el artículo 
7 de la Constitución Política del Perú declara que todos tienen derecho a la protección de su salud, 
la del medio familiar y la de la comunidad; así como el deber de contribuir a su promoción y defensa; 
sin embargo hasta la fecha los derechos señalados no estarían siendo protegidos a cabalidad. 
En efecto la Ley N° 30364, está dirigida a prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, sin embargo, desde su creación de fecha 06 
del mes de noviembre del año 2015 las medidas dadas para la prevención y erradicación de la 
violencia resultan ser insuficientes. Siendo que, en el presente año 2019, en los dos primeros meses 
se han registrado en los Centros de Emergencia Mujer 27,432 denuncias de violencia familiar en el 
Perú, así lo señalan las estadísticas del Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual del 
Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables. En tanto, en Piura se registraron 1,183 casos de 
violencia en estos dos primeros meses del año, de esta cifra solo el 17% interpuso la denuncia en una 
comisaría, sin embargo, hasta la fecha ningún agresor ha sido sentenciado. 
De lo antes expuesto, es necesario señalar que para poder controlar y disminuir la 
violencia es necesaria una intervención urgente mediante la creación de nuevas medidas de 
protección y recuperación para las víctimas y agresores, siendo que en el desarrollo de la 
investigación se tratará de los puntos pertinentes que comprende definiciones, antecedentes 











ASPECTOS DE LA PROBLEMÁTICA 
 
1.1. DESCRIPCIÓN DE LA PROBLEMÁTICA 
 
Como se sabe la violencia en el Perú aumenta cada año, los casos registrados hasta el mes de 
abril del presente año a nivel nacional son superior en un 40% a los registrados en el año 2018 en el 
mismo periodo. Siendo de las denuncias recepcionada en los Centros de Emergencia Mujer, el 86.4% 
de las víctimas fueron mujeres y el 13.6% varones, según las estadísticas del Programa Nacional 
contra la Violencia Familiar y Sexual del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables con fecha 
del 11 de abril del 2019. 
De esa cifra, la violencia con mayor incidencia es la de tipo psicológica con 14.058 casos, 
seguida de la física con 10.915, en tercer lugar, la violencia sexual donde se reportan 2.333 casos y 
por último la violencia económica con 126 casos. En el 22.4% de los casos las edades de las víctimas 
oscilan entre los 26-35 años, en el segundo grupo más afectado encontramos un 17.8% que 
representan las edades entre 36-45 años de edad. Por lo que tenemos que las cifras revelan un dato 
alarmante, indicando que en el 97% de los casos los agresores estuvieron sobrios y en el 2% de los 
casos los agresores estaban ebrios; así mismo, el 0.08% estuvieron bajo el efecto de las drogas y en 
un 0.05% bajo el efecto del alcohol y las drogas. 
Si nos ponemos analizar, desde la dación de la Ley N° 30364, el índice de violencia hacia las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar ha ido en aumento, lo que significa que algo está fallando, 
es decir no se están tomando las medidas correctas para la prevención, sanción y erradicación de la 
violencia tal como sería el propósito de la referida ley, porque de lo contrario, las comisarías, fiscalías 
y juzgados no se llenarían de estos tipos de casos. 
Deberá tenerse en cuenta que el Tribunal Constitucional precisó; en la Sentencia emitida en el 
Expediente N° 2945-2003-AA/TC FJ.30; que la protección a la salud reconoce el derecho de alcanzar 
y preservar un estado de plenitud física y psíquica y toda persona tiene el derecho de que se le asignen 
medidas sanitarias y sociales relativas a la alimentación, vestido, vivienda y asistencia médica, 
correspondiente al nivel que lo permiten los recursos públicos y la solidaridad de la comunidad. 
Además, este derecho comprende el mantenimiento de la normalidad orgánica como su 
restablecimiento en caso de perturbación en la estabilidad orgánica y funcional y el Estado debe 
efectuar tratando que todas las personas, cada día, tengan una mejor calidad de vida, lo que importa 
una inversión en la modernización y fortalecimiento de todas las instituciones encargadas de la 
prestación del servicio de salud, así como la puesta en marcha de políticas planes y programas en ese 
sentido. 
Por otro lado, el derecho a la integridad psíquica el Tribunal Constitucional refirió; en la 
Sentencia emitida en el Expediente N° 2333-2004-HC/TC FJ.23; que se expresa en la preservación 
de las habilidades motrices, emocionales e intelectuales y por tanto se asegura el respeto de los 
componentes psicológicos y discursivos de una persona, tales como su forma de ser, su personalidad, 
su carácter, así como su temperamento y lucidez para conocer y enjuiciar el mundo interior y exterior 
del ser humano. 
Es por ello que se advierte que, el incremento de la violencia transgrede los derechos a la 
protección de su salud, la del medio familiar y la de la comunidad resultando insuficientes las 
medidas que se están tomando hasta ahora la prevención, sanción y erradicación de la mima, lo que 
conlleva a que en la actualidad se presente una problemática cuando se presenten dichos supuestos. 
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1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
1.2.1. Problema General: 
¿Es necesaria la implementación de nuevas medidas en los casos de violencia según Ley N° 
30364 para la protección y recuperación de las víctimas y agresores? 
  
1.2.2. Problema Específico:  
¿Cómo influye el factor educación en los hogares, centros de estudios y centros de trabajo 
en el incremento de los casos de violencia familiar? 
1.3. JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Este proyecto de investigación se justificó por cuanto el tema de violencia hacia la mujer y los 
integrantes del grupo familiar ha ido en aumento en diferentes partes del mundo, siendo nuestra 
sociedad peruana una de las más afectadas por este problema. Precisando que, si bien su existencia  
ha sido desde años remotos no cabe duda que el incremento hasta la fecha ha sido preocupante, 
destacando así un desconocimiento considerable respecto al tema, su prevención y sanción por parte 
de toda la sociedad; así como el desinterés de la población en buscar ayuda una vez que han sido 
víctima de violencia física, psicológica, sexual y económica, siendo las propias víctimas quiénes no 
se atreven a denunciar o si es que lo hacen, no continúan con el proceso ni realizan los exámenes 
respectivos, demostrando con ello su desinterés en lograr el esclarecimiento de los hechos 
denunciados, inconsistencia que resulta de fundamental importancia resaltar, más aún cuando el 
principio de imputación necesaria resulta de suma importancia en un sistema procesal penal de 
carácter contradictorio. De igual manera se refirió doctrinariamente que el agraviado tiene el deber 
de declarar como testigo en las actuaciones de la investigación y de juicio oral, lo cual es la 
correspondencia de su actuación de sujeto procesal, pues, así como tienen derechos, también tienen 
deberes para con el proceso. Pues lo cierto, es que negarse a declarar en el proceso no contribuye a 
la formación de la imputación necesaria, que nos revele presupuestos fundamentales del delito de 
agresiones contra la mujer o integrante del grupo familiar, siendo que sin elementos de convicción 
para atribuir responsabilidad penal no podemos imputarle los hechos a una persona por mero 
capricho. 
Por tanto, es necesario dar una solución efectiva al aumento de los índices de violencia 
otorgando ayuda a la prevención y a la recuperación de las víctimas y agresores. Si bien es cierto, la 
Ley N° 30364 en su artículo 27° refiere cuales serían las medidas que se imponen para cumplir con 
el propósito de la norma, cabe indicar que éstas no resultan suficientes, lo cual se encuentra 
demostrado en el incremento de la violencia desde su creación en el año 2015, siendo pues la presente 
investigación de trascendencia en nuestro ámbito social, teniendo como beneficiarios al público en 




1.4.1. Objetivo General:  
Analizar si resulta necesaria la implementación de nuevas medidas en los casos de violencia 
según la Ley N° 30364 para la protección y recuperación de las víctimas y agresores. 
1.4.2. Objetivo Específico:  
Determinar cómo influye al factor educación de los hogares, centros de estudio y centros de 
trabajo en el incremento de los casos de violencia familiar.  
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1.5. DELIMITACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
1.5.1. Espacial:  
Esta investigación será de tipo cualitativo, por esta razón no existirá delimitación espacial. 
1.5.2. Temporal:  
Al ser una investigación cualitativa doctrinal no existirá determinación temporal pues se 
estudiará los alcances de la Ley N° 30364 “Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar”; así como su poca eficacia en su aplicación.  
1.5.3. Económica:  















































2.1 ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
 (ANDIA, 2017) En su tesis “Eficacia de los mecanismos incorporados por la Ley 30364 para 
proteger a las mujeres y víctimas de violencia análisis de expedientes de los Juzgados de 
Familia Cusco Diciembre-2015”, tuvo como objetivo determinar si a través de la Ley 30364 
se incorporan mecanismos eficaces para proteger a mujeres víctimas de actos de violencia, así 
mismo, establecer si el procedimiento incorporado a través de la Ley 30364 para la emisión 
de medidas de protección es eficaz y establecer si el procedimiento incorporado a través de la 
Ley 30364 para la remisión de los casos denunciados a la Fiscalía Penal es eficaz. En este 
trabajo de investigación se llegó a la conclusión que es de gran importancia la modificación 
y/o derogación de artículos de la Ley N° 30364 y su reglamento, pues lo que se pretende es 
dar celeridad a los procesos por violencia, promoviendo la creación de Juzgados Penales de 
Familia y Fiscalías Provinciales Especializadas Penales de Familia, que se advocarán 
únicamente a ver los casos relacionados con violencian dentro del marco de la Ley aludida, 
debido a los altos índices de violencia que aquejan a nuestra sociedad. 
 
 (REYNA, 2017) En su tesis “Eficacia de la Ley N° 30364 en la disminución de la violencia 
contra la mujer en relación a la Ley 26260 en el Distrito Nuevo Chimbote 2016”, tuvo como 
objetivo indicar el grado de desconocimiento de la Ley N° 30364 por la ciudadanía en la 
disminución de violencia contra la mujer en el Distrito de Nuevo Chimbote en el año 2016; 
así como identificar las deficiencias de aplicación de la Ley N° 30364 por parte de los órganos 
competentes, en la disminución de violencia contra la mujer en el Distrito de Nuevo Chimbote 
2016, llegando a la conclusión que La Ley 30364 ha sido más eficaz que la Ley 26260 “Ley 
de Protección frente a la violencia familiar” puesto que ha permitido que disminuyan los casos 
de violencia contra la mujer en el marco temporal en el Distrito de Nuevo Chimbote 2013-
2014. Así mismo, refiere que según los resultados del instrumento aplicado se concluye que 
el incumplimiento por parte de los agresores de las medidas de protección dictadas por el 
Juzgado a favor de las mujeres es la principal deficiencia que hallan las instituciones 
competentes. 
 
 (MARISELA, 2017)  En su tesis “Implementación de un órgano auxiliar de supervisión de las 
medidas de protección dictadas en los procesos de violencia familiar a fin de garantizar su real 
cumplimiento”, tuvo como objetivo explicar doctrinariamente y jurídicamente el Estado tiene 
que garantizar la protección a la familia e identificar las limitaciones de la Ley N° 30364 en 
cuanto a la eficacia de las medidas de protección, llegando a la conclusión que el Estado 
Peruano no garantiza jurídicamente en su totalidad la protección a la familiar en torno a la 
violencia familiar, a pesar que en nuestro país existen leyes y organismos que tratan de 
proteger a ésta pero no es suficiente, a pesar que en nuestro país existen leyes y organismos 
que tratan de proteger a ésta pero no es suficiente. Tal es el caso de la Ley 30364, a pesar que 
está en vigencia hace ya más de un año el número de víctimas de violencia familiar no ha 
disminuido, pues consideramos que esto se debe a un sin fin de vacíos dentro de la ley.  
 
 
 (VELÁSQUEZ, 2016) En su tesis "Impacto de la Ley 30364 en el Centro de Emergencia Mujer 
en Ilave Enero-Setiembre 2016”, tuvo como objetivo identificar las deventajas o aspectos 
críticos de la Ley 30364; así como, describir la percepción los trabajadores del Centro de 
Emergencia Mujer Ilave en relación a la Ley 30364, llegando a la conclusión que  dentro de 
las ventajas de la Ley 30364 es que incorporó la violencia económica dentro de los tipos de 
violencia; así como el reconocimiento del concepto de violencia contra las mujeres por razones 
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de género y la tipificación del daño psíquico dentro del Código Penal. Sin embargo, no se ha 
previsto una asignación presupuestal para la implementación de la norma; motivo por el cual 
no se dio la suficiente difusión y no hubo una previa capacitación a los operadores de justicia 
para la implementación de la Ley. 
 
 (MONROY, 2016) En su tesina “Alerta de Violencia de Género contra las mujeres la 
traducción del mandato normativo en acciones de política pública: El Caso de Morelos”, tuvo 
como objetivo buscar establecer las características mínimas que deben tener las acciones 
públicas tendientes a atender problemas extraordinarios de violencia de género contra las 
mujeres, resultando indispensable delimitar el concepto e identificar sus atributos, llegando a 
la conclusión que la implementación de acciones diferenciadas para combatir la violencia que 
sufren las mujeres “por el simple hecho de serlo” se justifica a partir del análisis del contexto 
de vulnerabilidad en el que se encuentran, caracterizado por la presencia de agresiones 
específicas que se diferencian de aquellas sufridas por los varones. 
 
 
2.2 BASES TEÓRICAS 
 
2.2.1.- Medidas de Protección y de Recuperación 
 
(CAVAGNOUD, 2018) Frente a las situaciones de violencia, las mujeres pueden acceder 
a las instituciones especializadas en este dominio para presentar una queja o recibir apoyo 
psicológico y social. En el Perú en el año 1997 se promulgó la Ley N°26260 “Ley de Protección 
Frente a la Violencia Familiar”, mediante la cual se establece la política del Estado y de la 
sociedad frente a la violencia familiar; así como las medidas de protección que correspondan. De 
igual forma, se estableció un protocolo de denuncia, investigación y sanción en el caso de 
violencia familiar, señalando que la Policía Nacional, el fiscal y el juez son los principales actores 
institucionales a cargo de intervenir y de abrir un proceso que conduzca a una posible pena. 
Paralelamente, se han abierto centros especializados para asegurar una mejor atención: las 
Comisarías de la Mujer y los “Centros de Emergencia Mujer” (CEM). El Perú es uno de los países 
pioneros en la región con la creación de estas instituciones especializadas y la inauguración en 
1992 de la primera Comisaría de la Mujer como respuesta a las demandas de la sociedad civil 
frente al trato frecuentemente humillante y discriminatorio en las instancias policiales manejadas 
por hombres (F., 1992) provocando un fenómeno de “re-victimización” hacia las mujeres. Existen 
actualmente 32 Comisarías de Familia a nivel nacional de las cuales 09 pertenecen a la metrópoli 
de Lima y Callao. 
 
Además, los Centros de Emergencia Mujer constituyen los principales órganos 
operacionales en el marco del Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual del 
Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP). El primer Centro de Emergencia 
Mujer fue creado el 08 de marzo de 1999 y al término del mismo año un total de 13 centros habían 
sido puestos en marcha. Éstos últimos son espacios independientes para el depósito de denuncias 
en casos de violencia familiar y/o sexual y deben normalmente permitir simplificar el protocolo 
de denuncia y hacer un seguimiento más preciso de ello. A la fecha existen casi 270 Centros de 
Emergencia Mujer instalados en todos los departamentos del país, de los cuales 30 funcionan las 
24 horas del día. Se trata de un servicio público y gratuito que ofrece una orientación a la vez 
legal, de defensa judicial y de ayuda psicológica. 
 
(RUBIO, 2015) En su tesis “Efectividad de las Medidas de protección para proteger de la 
Violencia Intrafamiliar a la Mujer”, señala que si bien es cierto existen disposiciones que regulan 
la protección de dignidad humana de la Mujer, estadísticamente se ha observado varias falencias 
que obstruyen la finalidad de la norma, lo que no garantìza en su totalidad los Derechos Humanos 
de las vìctimas de violencia intrafamiliar, falencias que a la postre re-víctimiza, generan 
sentimientos de ausencia de la Justicia, lo que se traduce en la omisión, en la deserción de procesos 
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indicados, o en el desistimiento de las acciones, ya que la mujer siente que pierde su tiempo, por 
lo general no le es créido su relato, entonces se ve avocada a volver con su agresor. 
 
 La Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la 
mujer según Ley Nº 248 (Convención Belém Do Pará) conmina a los estados partes a adoptar 
todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al 
niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos 
tratos o explotación, incluido el abuso infantil. 
 
Es así que según la Ley N° 30364 en su artículo 27 refiere que la protección de las mujeres 
y de los integrantes del grupo familiar contra actos de violencia es de interés público. El Estado 
es responsable de promover la prevención contra dichos actos y la recuperación de las víctimas. 
Así mismo, es política del Estado la creación de servicios de atención y prevención contra la 
violencia, así como la creación de los hogares de refugio temporal, programas dirigidos a varones 
para prevenir conductas violentas y otros servicios de protección a favor de las víctimas de 
violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar estarán a cargo de los gobiernos locales, 
regionales y del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables. Es función de dicho Sector 
promover, coordinar y articular la implementación de dichos servicios en cada localidad. 
 
2.2.2.- La Violencia  
 
(FAUSTO, 2016) La toma de conciencia sobre la violencia como problema social y de 
salud en el Perú se inició a partir del conflicto interno terrorista de 1980 al 2000, cuando dos 
grupos de extrema izquierda, Sendero Luminoso (SL) y el Movimiento Revolucionario Túpac 
Amaru (MRTA) irrumpieron en el escenario nacional desconociendo el orden constitucional 
establecido, utilizando diversas formas de intimidación y muerte, tales como acciones armadas, 
genocidios, sabotajes, aniquilamientos selectivos, masacres, torturas, exilio forzado, explosión de 
bombas, apagones por destrucción de torres de alta tensión eléctrica, paros armados, cautiverio, 
esclavización de comunidades e intimidación colectiva, entre otros. 
Finalizado el conflicto en el año 2000 por la acción de las Fuerzas Armadas, que también 
cometieron excesos, en el gobierno transitorio presidido por el ex presidente Valentín Paniagua 
Corazao, se formó la denominada Comisión de la Verdad y Reconciliación (CVR) para estudiar 
e informar sobre la magnitud y consecuencias de las dos décadas de actividad terrorista. El 28 de 
agosto del 2003, la CVR hizo entrega oficial del Informe Final de sus actividades al gobierno de 
Alejandro Toledo. (RECONCILIACIÓN, 2003) 
La CVR formuló un Plan Integral de Reparaciones, que fijaba como objetivo general 
“Reparar y compensar la violación de los derechos humanos, así como las pérdidas y daños 
sociales, morales y materiales sufridos por las víctimas como resultado del conflicto armado 
interno”, organizado en seis programas complementarios no excluyentes, consistente en 
reparaciones simbólicas, reparaciones en salud, reparaciones en educación, restitución de 
derechos, reparaciones económicas y reparaciones colectivas. 
El objetivo de las Reparaciones en Salud estuvo orientado a la recuperación de la salud 
física y mental, reconstitución de las redes de soporte social y el fortalecimiento de las 
capacidades para el desarrollo personal y social. Las Líneas de Acción comprendían: 
capacitación, recuperación integral desde la intervención comunitaria, recuperación integral 
desde la intervención clínica, acceso a la salud y a la promoción de la salud. 
Con la finalidad de instrumentar las reparaciones en salud y en educación, el gobierno a 
través del primer ministro Dr. Luis Solari de la Fuente, en el año 2003 convocó a la Facultad de 
Medicina de la Universidad Mayor de San Marcos, la cual aceptó el reto y se creó el Programa 
Permanente de Capacitación para la Atención Integral de las Víctimas de Violencia (PPCAIVV), 
con lo que la institución se comprometió desde entonces a trabajar con ese problema, 
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fundamentalmente en la formación y capacitación de recursos humanos para la atención integral 
de las víctimas de violencia. 
(GARCIA, 2014) La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, 
aprobada en Resolución de Asamblea General de las Naciones Unidas 48/104, del 20 diciembre 
de 1993, publicada el 23 de febrero de 1994, es el primer documento a nivel internacional, que 
aborda de manera clara y específica acerca de la violencia de género, definiendo en su artículo 
primero que la violencia contra la mujer es todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo 
femenino, que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o 
psicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación de la 
libertad, tanto si produce en la vida pública como en la vida privada. 
En el Perú en el año 1997 se promulgó la Ley N°26260 “Ley de Protección Frente a la 
Violencia Familiar” en el gobierno de Alberto Fujimori Fujimori, mediante la cual se establece la 
política del Estado y de la sociedad frente a la violencia familiar; así como las medidas de 
protección que correspondan; sin embargo, esta norma era limitada puesto que solo sancionaba 
actos constitutivos como violencia familiar, es decir, aquellos cometidos únicamente por personas 
vinculadas familiarmente a la víctima (cónyuges, convivientes, ex convivientes, ascendientes, 
descendientes, parientas colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de 
afinidad, quienes habitan en el mismo hogar sin relación laboral o contractual, quienes hayan 
procreado hijos); por lo que no existía en nuestro país una norma que sancionara a la violencia 
contra la mujer por razones de género, sino únicamente en contextos familiares; hasta el año 2015 
con la creación de la Ley N° 30364 “Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 
la mujer y los integrantes del grupo familiar”. 
2.2.3. Ley N° 30364 
(PUEBLO, 2017) Las sociedades se definen por cómo tratan a los ciudadanos, por ello una 
nación no es enteramente democrática si bajo su jurisdicción existen grupos cuyos derechos 
fundamentales son violados o se hallan amenazados constantemente. En un país como el Perú, no 
es difícil comprobar la existencia de estos grupos vulnerables: específicamente, las mujeres son 
las víctimas de estas prácticas antidemocráticas. La cantidad de víctimas de violencia familiar nos 
revela que existen en los hogares peruanos cierto grado de “naturalización” de la violencia 
doméstica. En este espacio es en el que las relaciones de poder se manifiestan en su estado más 
primario: el sometimiento, la jerarquización y la verticalidad. 
Si bien la violencia en el ámbito doméstico en consecuencia de una cultura que 
históricamente no ha creído en la igualdad entre mujeres y hombres, la situación se agrava cuando 
esta agresión se traslada a las instituciones del Estado y sus operadores de justicia, pues la 
ineficacia, la desidia y la falta de voluntad política que garanticen a las mujeres el goce de sus 
derechos es también una forma de violentarlas. 
Por lo tanto, es tarea del Estado, equilibrar estas relaciones de poder para que no se atente 
contras los derechos fundamentales y la dignidad de las personas. En este contexto de extrema 
violencia contra la mujer, existen marcos normativos internacionales y nacionales que, basados 
en el principio de la no discriminación y la igualdad, exigen al Estado que establezca mecanismos 
y herramientas orientados a la protección de la mujer, con el propósito de una vida libre de 
violencia. Así en junio del año 1997 en el Perú se promulga la Ley N° 26260 “Ley de Protección 
frente a la violencia familiar”, resultando insuficiente puesto que se dejaba de lado la violencia 
de género enfocándose solo en la violencia doméstica, motivo por el cual se llegó a derogar en el 
año 2015 por la ahora Ley N° 30364 “Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 
la mujer y los integrantes del grupo familiar”, la cual trata a la violencia en un sentido más amplio 
que solo el familiar definiendo a los tipos de violencia física, psicológica, sexual y económica en 
su artículo 08, resaltando que anteriormente la violencia patrimonial no estaba reconocida en 
ningún dispositivo normativo nacional, por lo que resultó siendo un gran avance pero aún 
19 
 
insuficiente en la realidad que vivimos puesto que desde su creación el índice de violencia ha ido 
en aumento, como lo demuestran las estadísticas del INEI 2019 colocando a Piura como la tercera 
ciudad con mayor índice de violencia en nuestro país, pudiendo apreciarse así una notable 
violación en los derechos fundamentales como el derecho a la protección de su salud, la del medio 
familiar y la de la comunidad establecidos en el artículo 7 de nuestra Constitución Política 
Peruana. 
2.3 GLOSARIO DE TÉRMINOS BÁSICOS  
 
 MUJER: (María, 2009) Es una persona del sexo femenino. Se trata de un término que se 
utiliza de contraste a un varón que es una persona de sexo masculino. El uso más específico 
de la palabra mujer está vinculado a la persona de sexo femenino que ya ha llegado a la 
pubertad o a la edad adulta. Por lo tanto, la niña se convierte en mujer, según los parámetros 
culturales, a partir de su primera menstruación. 
 
 INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR: (Cristina, 2015) Son personas vinculadas 
familiarmente a la víctima sean cónyuges, convivientes, ex convivientes, ascendientes, 
descendientes, parientes colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de 
afinidad, quienes habitan en el mismo hogar sin relación laboral o contractual y quienes 
hayan procreado hijos. 
 
 CÓNYUGES: El Diccionario de la Real Academia Española indica que es aquel que se 
encuentra relacionado a otra persona a través del matrimonio. Esta unión les confiere 
derechos y obligaciones que son recíprocas. 
 
 CONVIVIENTES: Según la Real Academia Española, es un término que hace alusión a 
una persona o a cualquier ser vivo que convive, cohabita, vive, comparte, alterna y 
relaciona. Se refiere a cada una de las personas con quien de manera particular se vive en 
una misma vivienda, morada o en una habitación. No existe un vínculo matrimonial. 
 
 GRADO DE CONSANGUINIDAD: (JURIDICA, 2014) Es el que nace de un vínculo de 
sangre, ya sea por tratarse de generaciones sucesivas (línea recta) o por tener un ascendiente 
común (colaterales). El parentesco colateral puede ser de vínculo simple o doble, según el 
ascendiente común sea uno solo (padre o madre) o los dos. Los hermanos se distinguen en 
bilaterales y unilaterales. Son hermanos bilaterales los que proceden de un mismo padre y 
de la misma madre. Son hermanos unilaterales los que proceden del mismo padre; pero de 
madres diversas, o de la misma madre; pero de padres diversos. Cuando los hermanos 
unilaterales proceden de un mismo padre, tienen el nombre de hermanos paternos; cuando 
proceden de la misma madre, se llaman hermanos maternos. Esta distinción reviste 
importancia porque los hermanos bilaterales tienen sobre los unilaterales algunos 
privilegios legales. En línea recta el parentesco se cuenta por grados como generaciones. 
Así, en la línea descendente, el hijo está en el primer grado, el nieto en el segundo, el 
biznieto en el tercero, etc. Lo mismo ocurre con los ascendientes. Para contar la línea 
colateral es necesario remontarse al tronco común, y de allí descender hasta el otro pariente. 
Así dos hermanos están en el segundo grado, tío y sobrino en el tercero, los primos 
hermanos en el cuarto, los hijos de primos hermanos en el sexto, los nietos de primos 
hermanos en el octavo y así sucesivamente. 
 
 GRADO DE AFINIDAD: (JURIDICA, ENCICLOPEDIA JURIDICA, 2014) Es el que 
nace del matrimonio, se encuentra limitado al cónyuge, que queda unido así a todos los 
parientes consanguíneos del otro cónyuge; pero entre los parientes consanguíneos de uno 
y otro no existe ningún vínculo. Es necesario dejar sentado que el esposo y la esposa no 
son parientes afines; ellos son cónyuges, tienen entre si un vínculo más estrecho que el 
parentesco. Tampoco lo son los cónyuges de los consanguíneos del esposo o esposa. Así, 
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por ejemplo, los concuñados no son afines entre sí. Tampoco son afines los consanguíneos 
del concubino o concubina, puesto que la afinidad surge del matrimonio. La proximidad 
del parentesco por afinidad se cuenta por el número de grados en que cada uno de los 
cónyuges estuviese con sus parientes por consanguinidad. En otras palabras, un esposo es 
afín con los consanguíneos de su mujer, en la misma línea y grado que ésta es consanguínea 
con ellos. 
 
 LEY: Según la Real Academia Española, indica que es la norma imperativa, legitima, 
ordenada y promulgada para el bien común. Regla, norma, precepto de la autoridad pública, 
que nada, prohíbe, o permite algo. 
 
 VIOLENCIA: (DEFINICIÓN.DE, 2019) Es un comportamiento deliberado que puede 
provocar daños físicos o psíquicos al prójimo. Es importante tener en cuenta que, más allá 
de la agresión física, la violencia puede ser emocional mediante ofensas o amenazas. Por 
eso la violencia puede causar tanto secuelas físicas como psicológicas. 
 
 VIOLENCIA DE GÉNERO: (Jesús, 2014) Es una manifestación de la discriminación y 
situación de desigualdad entre las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, en 
las relaciones de pareja o ex pareja, es decir, reduce la violencia de género a los ilícitos 
penales tipificados en la invocada ley, cometidos por los hombres pareja o ex pareja de la 
mujer víctima. (Familiar, 2017) Es cualquier acción o conducta, basada en el género y 
agravada por la discriminación proveniente de la coexistencia de diversas identidades (raza, 
clase, identidad sexual, edad, pertenencia ética, entre otras), que cause muerte, daño o 
sufrimiento físico, sexual o psicológico a una persona, tanto en el ámbito público como en 
el privado. Se trata de aquella violencia que ocurre en las sociedades donde las personas 
creen en la superioridad de lo masculino sobre lo femenino, generando privilegios y 
servicios a favor de aquellas que asumen el rol masculino y exigen, a través de la persuasión 
y sanción social, una subordinación de las personas que asumen conductas 
tradicionalmente femeninas. 
 
 VIOLENCIA FAMILIAR: La Ley N° 30364 la define como cualquier acción o conducta 
que le cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico y que se produce en el 
contexto de una relación de responsabilidad, confianza o poder, de parte de un integrante a 
otro del grupo familiar. Se conoce como violencia doméstica. 
 
 VIOLENCIA FÍSICA: (Trujillo, 2019) Actos que atentan o agreden el cuerpo de la 
persona tales como empujones, bofetadas, golpes de puño, golpes de pie, entre otros.  
 
 VIOLENCIA PSICOLÓGICA: (Mildred, 2015) Patrón de conducta constante ejercida 
en deshonra, descrédito o menosprecio al valor personal, limitación irrazonable al acceso 
y manejo de los bienes comunes, chantaje, vigilancia constante, aislamiento, privación de 
acceso a alimentación o descanso adecuado, amenazas de privar de la custodia de los hijos 
o hijas, o destrucción de objetos apreciados por la persona, excepto aquellos que pertenecen 
privativamente al ofensor. 
 
 VIOLENCIA SEXUAL: (Trujillo, Violencia Familiar Módulo de Aprendizaje, 2019) 
Imposición de actos de carácter sexual contra la voluntad de la otra persona. Como, por 
ejemplo, exposición a actividades sexuales no deseadas, o la manipulación a través de la 
sexualidad. 
 
 VIOLENCIA ECONÓMICA: (Trujillo, Violencia Familiar Módulo de Aprendizaje, 





 MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y RECUPERACIÓN: (Vulnerables-MIMP, 2017) Las 
medidas de protección son decisiones judiciales para resguardar la integridad personal y el 
patrimonio de la víctima de violencia; atendiendo a las circunstancias particulares del caso, 
resultados de la ficha de valoración de riesgo, preexistencia de denuncias, relación de 
víctimas con la persona denunciada, entre otros. Por otro lado, las medidas de recuperción 
son las medidas de protección social que contribuyen a la recuperación integral de la 
víctima y promueven su acceso a los servicios de asistencia y protección social públicos o 
privados (salud, educación, trabajo, entre otros). 
 
 VÍCTIMA: (Familiar O. N., 2017) En el marco de la Ley N° 30364, se denomina víctima 
a la mujer o integrante del grupo familiar que ha sufrido daño ocasionado por cualquier 
acción u omisión identificada como violencia según los artículos 5,6 y 8 de la citada Ley.  
 
 AGRESOR: (Jesús G. M., 2008) Es aquella persona que practica actos agresivos con los 
que se causa o pretende causar muerte o daño físico a las víctimas, también son aquellos 
que buscan ejercer coacción (influir en la conducta de otras personas), el ejercicio del poder 
o el dominio o los daños en la reputación y la imagen. Por tanto, la agresión puede ser tanto 
física, psicológica, sexual y económica. 
  





El término “violencia” es equívoco, lo que entraña que, a menudo, los discursos sobre la 
violencia sean inconmensurables y las cifras manejadas sean muy dispares. Hay términos, como 
“agresividad” y “violencia”, que suelen emplearse como sinónimos, y no lo son. 
La agresividad es una conducta innata que se despliega automáticamente ante 
determinados estímulos y que, asimismo, cesa ante la presencia de inhibidores muy específicos. Es 
biología pura. 
La violencia es agresividad sí, pero agresividad alterada, principalmente, por la acción de 
factores socioculturales que le quitan el carácter automático y la vuelven una conducta intencional y 
dañina. En este sentido entenderé en lo sucesivo por violencia cualquier conducta intencional que 
causa o puede causar un daño. (ESPLUGUES, 2007) 
La violencia es una acción ejercida por una o varias personas en donde se somete que, de 
manera intencional al maltrato, presión sufrimiento, manipulación u otra acción que atente contra la 
integridad tanto física como psicológica y moral de cualquier persona o grupo de personas. La 
violencia es la presión psíquica o abuso de fuerza ejercida contra una persona con el propósito de 
obtener fines contra la voluntad de la víctima. 
En América Latina (León, 2002) no hay guerras al comenzar el Siglo XXI, pero las 
muertes por la violencia causan tantos hombres muertos, producen tantas mujeres viudas y dejan 
tantos niños huérfanos, como en los enfrentamientos armados que la televisión nos muestra que 
ocurren en otros lados del planeta. Y, en algunos casos, los daños son todavía mayores: las muertes 
que se podían contar después de un fin de semana normal en Caracas, Medellín o São Paulo, eran 
más que las que ocurrían en Kosovo durante la guerra; o son más que las víctimas de las infinitas 
retaliaciones del Medio Oriente. Y también, en otros casos, la paz que siguió a la guerra deja más 
muertos que los enfrentamientos entre el ejército y la guerrilla. La situación es novedosa y retadora 
para la sociología. La violencia es la primera causa de muerte entre las personas jóvenes y 
productivas que tienen entre 15 y 44 años de edad. En Colombia, entre 1985 y 1994, se duplicó el 
número total de viudas, mientras que los viudos apenas aumentaron levemente, pues son viudas de 
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la violencia y los hombres son sus víctimas principales. Y los huérfanos, que para 1985, calculaban 
en 43 mil niños, se incrementaron a 73 mil huérfanos en 1994. 
La violencia no ha sido ajena a los procesos de cotidianidad o transformación social de 
América Latina: violenta fue la conquista, violento el esclavismo, violenta la independencia, 
violentos los procesos de apropiación de las tierras y de expropiación de los excedentes. Pero en la 
actualidad hablamos de un proceso distinto, singular, y que se refiere a la violencia delincuencial y 
urbana. Ciertamente la violencia política ha estado presente en la región, la represión militar de los 
gobiernos dictatoriales del Cono Sur o Centroamérica; las luchas guerrilleras recientes en Perú, 
Colombia o México; las tradicionales acciones de los “coroneles”, los señores de la tierra, del 
nordeste de Brasil o las acciones de los paramilitares en Urabá, Colombia, son una muestra fehaciente 
de ello. Pero, cuando uno observa las tasas de homicidios para todos estos países hasta comienzos de 
los años ochenta y lo que después ocurre, la situación no es comparable, no tiene la gravedad que 
después muestra, justamente cuando desaparecen las dictaduras, amainan las guerrillas y se decreta 
la paz y la democracia. 
La Organización Mundial de la Salud define la violencia como: El uso intencional de la 
fuerza o el poder físico, de hecho, o como amenaza, contra uno mismo, otra persona o un grupo o 
comunidad, que cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, 
trastornos del desarrollo o privaciones. 
 Causas de la Violencia: La violencia se origina en la falta de consideración hacia la sociedad 
en que vivimos, si creamos mayor conciencia en nosotros mismos, si analizamos que la 
violencia no es la mejor forma de alcanzar las metas, de seguro nuestra sociedad crecerá y 
se desarrollaría. Así mismo, señalaré cuáles son las causas que dan origen a la violencia: 
 El alcoholismo: un sin número de casos registra que un gran por ciento de las mujeres 
que son agredidas por sus compañeros conyugales, están bajo el efecto del alcohol. 
 Falta de conciencia en los habitantes de una sociedad: creen que esta es la mejor 
forma de realizar las cosas: huelgas, tiroteos, golpes, etc. 
 Fuerte ignorancia que hay de no conocer mejor vía para resolver las cosas: no saben 
que la mejor forma de resolver unos fenómenos sociales conversando y analizando 
qué causa eso y luego tratar de solucionarlo. 
 El no poder controlar los impulsos: muchas veces somos impulsivos, generando así 
violencia, no sabemos cómo resolver las cosas. 
 La falta de comprensión existente entre las parejas, la incompatibilidad de caracteres: 
la violencia intrafamiliar es la causa MAYOR que existe de violencia, un niño que 
se críe dentro de un ambiente conflictivo y poco armonioso ha de ser, seguro, una 
persona problemática y con pocos principios personales. 
 Falta de comprensión hacia los niños: saber que los niños son criaturas que no saben 
lo que hacen, son inocentes. Muchas madres maltratan a sus hijos, y generan así 
violencia. 
 La drogadicción: es otra causa de la violencia, muchas personas se drogan para poder 
ser lo que no son en la realidad, para escapar así de la realidad causando mucha 







 Consecuencias de la Violencia: La violencia contra la mujer y la niña, y demás miembros 
de la sociedad, aumenta su riesgo de mala salud. Un número cada vez mayor de estudios que 
exploran la violencia y la salud informan sistemáticamente sobre los efectos negativos. La 
verdadera medida de las consecuencias es difícil de evaluar, sin embargo, porque 
los registros médicos carecen generalmente de detalles vitales en cuanto a las causas 
violentas de las lesiones o la mala salud. Las consecuencias de la violencia contra la mujer 
pueden no ser mortales y adoptar la forma de lesiones físicas, desde cortes menores y 
equimosis (golpes, moretones) a discapacidad crónica o problemas de salud mental. 
También pueden ser mortales; ya sea por homicidio intencional, por muerte como resultado 
de lesiones permanentes o SIDA, o debido a suicidio, usado como último recurso para 
escapar a la violencia. En esta carpeta de información, Consecuencias para la salud de la 
violencia contra la mujer y la niña, se explora el tema en más profundidad. Siendo así, 
podemos advertir que la violencia trae dos tipos de consecuencias: Físicas y Psicológicas. 
 
a) Consecuencias Físicas: 
 
 Homicidio: Numerosos estudios informan que la mayoría de las mujeres que 
mueren de homicidio son asesinadas por su compañero actual o anterior. En las 
culturas en que se practica la costumbre de la dote (bienes que aporta la mujer al 
matrimonio o que dan a los esposos sus padres o terceras personas, en vista de 
su matrimonio), esta puede ser mortal para la mujer cuyos padres no pueden 
satisfacer las demandas de regalos o dinero. La violencia que comienza con 
amenazas puede terminar en "suicidio" forzado, muerte por lesiones u 
homicidio. 
 
 Lesiones Graves: Las lesiones sufridas por las mujeres debido al maltrato físico 
y sexual pueden ser sumamente graves. Muchos incidentes de agresión dan lugar 
a lesiones que pueden variar desde equimosis (golpes y moretones) a fracturas 
hasta discapacidades crónicas. Un alto porcentaje de las lesiones requiere 
tratamiento médico. 
 
 Lesiones durante el embarazo: Las investigaciones recientes han identificado 
a la violencia durante el embarazo como un riesgo a la salud tanto de la madre 
como del feto no nacido. Las investigaciones sobre este rubro han indicado 
mayores niveles de diversas condiciones. 
 
 Lesiones a los niños: Los niños en las familias violentas pueden también ser 
víctimas de maltrato. Con frecuencia, los niños se lastiman mientras tratan de 
defender a sus madres. 
 
 Embarazo no deseado y a temprana edad: La violencia contra la mujer puede 
producir un embarazo no deseado, ya sea por violación o al afectar la capacidad 
de la mujer de negociar el uso de métodos anticonceptivos. Por ejemplo, algunas 
mujeres pueden tener miedo de plantear el uso de métodos anticonceptivos con 
sus parejas por temor de ser golpeadas o abandonadas. Los adolescentes que son 
maltratados o que han sido maltratados como niños, tienen menos probabilidad 
de desarrollar un sentido de autoestima y pertenencia que los que no han 
experimentado maltrato. Tienen mayor probabilidad de descuidarse e incurrir en 
comportamientos arriesgados como tener relaciones sexuales en forma temprana 
o sin protección. Un número creciente de estudios indica que las niñas que son 
maltratadas sexualmente durante la niñez tienen un riesgo mucho mayor de 
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embarazo no deseado durante la adolescencia. Este riesgo mayor de embarazo 
no deseado acarrea muchos problemas adicionales. Por ejemplo, está bien 
documentado que la maternidad durante la adolescencia temprana o media, antes 
de que las niñas estén maduras biológica y psicológicamente, está asociada con 
resultados de salud adversos tanto para la madre como para el niño. Los lactantes 
pueden ser prematuros, de bajo peso al nacer o pequeños para su edad 
gestacional. Cuando se produce un embarazo no deseado, muchas mujeres tratan 
de resolver su dilema por medio del aborto. En los países en que el aborto es 
ilegal, costoso o difícil de obtener, las mujeres pueden recurrir a abortos ilegales, 
a veces con consecuencias mortales. 
 
 Vulnerabilidad a las enfermedades: Si se comparan con las mujeres no 
maltratadas, las mujeres que han sufrido cualquier tipo de violencia tienen mayor 
probabilidad de experimentar una serie de problemas de salud graves. Se ha 
sugerido que la mayor vulnerabilidad de las mujeres maltratadas se puede deber 
en parte a la inmunidad reducida debido al estrés que provoca el maltrato. Por 
otra parte, también se ha responsabilizado al auto descuido y a una mayor 
proclividad a tomar riesgos. Se ha determinado, por ejemplo, que las mujeres 
maltratadas tienen mayor probabilidad de fumar que aquellas sin antecedentes 
de violencia. 
 
b) Consecuencias Psicológicas: 
 
 Suicidio: En el caso de las mujeres golpeadas o agredidas sexualmente, el 
agotamiento emocional y físico puede conducir al suicidio. Estas muertes son un 
testimonio dramático de la escasez de opciones de que dispone la mujer para 
escapar de las relaciones violentas. 
 
 Problemas de salud mental: Las investigaciones indican que las mujeres 
maltratadas experimentan enorme sufrimiento psicológico debido a la violencia. 
Muchas están gravemente deprimidas o ansiosas, mientras otras muestran 
síntomas del trastorno de estrés postraumático. Es posible que estén fatigadas en 
forma crónica, pero no pueden conciliar el sueño; pueden tener pesadillas o 
trastornos de los hábitos alimentarios; recurrir al alcohol y las drogas para 
disfrazar su dolor; o aislarse y retraerse, sin darse cuenta, parece, que se están 
metiendo en otro problemas, aunque menos graves, pero dañino igualmente. La 
violación y el maltrato sexual del niño puede causar daños psicológicos 
similares. Un episodio de agresión sexual puede ser suficiente para crear efectos 
negativos duraderos, especialmente si la niña víctima no recibe posteriormente 
apoyo adecuado. Al igual que la violencia contra la mujer en el seno familiar, el 
maltrato del menor suele durar muchos años y sus efectos debilitantes pueden 
hacerse sentir en la vida adulta. Por ejemplo, la pérdida de autoestima de la mujer 
que ha sido maltratada en la niñez puede traducirse en un mínimo de esfuerzo 
para evitar situaciones en que su salud o seguridad estén en peligro. Las 
investigaciones han indicado que los niños que presencian actos de violencia en 
el hogar suelen padecer muchos de los síntomas que tienen los niños que han 
sido maltratados física o sexualmente. Las niñas que presencian a su padre o 
padrastro tratando violentamente a su madre tienen además más probabilidad de 
aceptar la violencia como parte normal del matrimonio que las niñas de hogares 
no violentos. Los varones que han presenciado la misma violencia, por otro lado, 




2.4.1.2 VIOLENCIA DE GÉNERO 
La violencia tiene un efecto profundo sobre la mujer. Empieza antes del nacimiento, en 
algunos países, con abortos selectivos según el sexo. O al nacer, cuando los padres desesperados por 
tener un hijo varón pueden matar a sus bebés del sexo femenino. Y sigue afectando a la mujer a lo 
largo de su vida. Todos los años, millones de niñas son sometidas a la mutilación de sus genitales. 
Las niñas tienen mayor probabilidad que sus hermanos de ser violadas o agredidas sexualmente por 
miembros de su familia, por personas en posiciones de poder o confianza, o por personas ajenas. En 
algunos países, cuando una mujer soltera o adolescente es violada, puede ser obligada a 
contraer matrimonio con su agresor, o ser encarcelada por haber cometido un acto "delictivo". La 
mujer que queda embarazada antes del matrimonio puede ser golpeada, condenada al ostracismo o 
asesinada por sus familiares, aunque el embarazo sea producto de una violación. 
Después del matrimonio, el riesgo mayor de violencia para la mujer sigue habitando en 
su propio hogar, donde su esposo y, a veces la familia política, puede agredirla, violarla o matarla. 
Cuando la mujer queda embarazada, envejece o padece discapacidad mental o física, es más 
vulnerable al ataque. 
La mujer que está lejos del hogar, encarcelada o aislada de cualquier forma es también 
objeto de agresión violenta. Durante un conflicto armado, las agresiones contra la mujer aumentan, 
tanto de parte de las fuerzas hostiles como de las "aliadas". 
La violencia de género (SUÁREZ, 2011) está presente en la actualidad en los medios de 
comunicación, en la agenda política y en muchas otras instancias sociales. Sin embargo –y esta es 
una amarga queja de la mayoría de las personas que de una forma u otra trabajan en este tema– esa 
presencia no implica en demasiadas ocasiones ni compromiso, ni sensibilización, ni comprensión de 
la violencia de género en todas sus dimensiones. Son muchos los mitos, estereotipos y lugares 
comunes que rodean la violencia de género y la introducen en el imaginario social de una manera 
confusa y sin duda contraproducente. Este hecho no es ajeno, al androcentrismo y a la misoginia que 
el patriarcado genera para producirse y reproducirse a lo largo de los años. El tema de la violencia 
de género resulta problemático desde su propia conceptualización. El término en sí ha sido objeto de 
enconados debates, no exentos en muchas ocasiones de auténtica misoginia. 
Hay importantes corrientes (sobre todo, en el feminismo) que identifican «violencia 
contra la mujer» y «violencia de género». Lo bien cierto es que el significado del término «género» 
no es ajeno a controversias de tipo ideológico. 
«Género» y «sexo» no son términos sinónimos. El término «género» se refiere al conjunto 
de actitudes, creencias, comportamientos y características psicológicas que se asocian 
diferencialmente a los hombres y a las mujeres (LOURDES, 2005). Se entiende, entonces, por 
«identidad de género» la experiencia subjetiva de pertenecer al grupo de los hombres o de las 
mujeres. Y con «rol de género» se alude al papel social construido a partir de las diferencias sexuales 
entre hombres y mujeres y que comprende los comportamientos, actitudes y rasgos de personalidad 
que se designan como masculinos o femeninos en una sociedad, en una determinada cultura y un 
determinado período histórico. 
Por violencia de género se debería entender, en consecuencia, la que se perpetra contra 
alguien porque se considera que se ha separado del papel (no cumple la función) que tradicionalmente 
le corresponde. Al menos en la teoría, cabría hablar, pues, de violencia de género masculina o 
femenina. La mayor parte de los movimientos feministas consideran, sin embargo, que, aunque pueda 
hablarse de «género masculino», en la práctica sólo hay un tipo de violencia conectada con el género: 
la que sufren las mujeres, porque se considera que no cumplen de modo apropiado la función o rol 
que se cree que les corresponde. 
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La violencia de género (ABREU, 2006), en este último sentido, adopta múltiples 
modalidades: hay violencia de género en la pareja, en la casa, en la escuela, en el lugar de trabajo, en 
las pantallas, en las tradiciones culturales, y un largo etcétera. Más tarde examinaré algunas de estas 
formas.  
Si bien las violaciones de los derechos humanos afectan tanto a los hombres como las 
mujeres (NU. CEPAL. Unidad Mujer y Desarrollo, 1996-07), su impacto varía de acuerdo con el 
sexo de la víctima. Los estudios sobre la materia permiten afirmar que toda agresión perpetrada 
contra una mujer tiene alguna característica que permite identificarla como violencia de género. Esto 
significa que está directamente vinculada a la desigual distribución del poder y a las relaciones 
asimétricas que se establecen entre varones y mujeres en nuestra sociedad, que perpetúan la 
desvalorización de lo femenino y su subordinación a lo masculino. Lo que diferencia a este tipo de 
violencia de otras formas de agresión y coerción es que el factor de riesgo o de vulnerabilidad es el 
solo hecho de ser mujer. La violencia de género puede adoptar diversas formas, lo que permite 
clasificar el delito, de acuerdo con la relación en que ésta se enmarca y el ejercicio de poder que 
supone, en las siguientes categorías: violación sexual e incesto, asedio sexual en el trabajo y en las 
instituciones de educación, violencia sexual contra mujeres detenidas o presas, actos de violencia 





2.4.1.3 VIOLENCIA DOMÉSTICA O FAMILIAR 
(FERNÁNDEZ, 1993) La forma más común de violencia contra la mujer es la violencia 
en el hogar o en la familia. Las investigaciones demuestran sistemáticamente que una mujer tiene 
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mayor probabilidad de ser lastimada, violada o asesinada por su compañero actual o anterior que por 
otra persona. 
Los hombres pueden patear, morder, abofetear, dar un puñetazo o tratar de estrangular a 
sus esposas o compañeras; les pueden infligir quemaduras o tirar ácido en la cara; pegar o violar, con 
partes corporales u objetos agudos; y usar armas letales para apuñalarlas o dispararles. A veces las 
mujeres son lesionadas gravemente y en algunos casos son asesinadas o mueren como resultado de 
sus lesiones. 
La naturaleza de la violencia contra la mujer en el ámbito familiar ha propiciado 
comparaciones con la tortura. Las agresiones están destinadas a lesionar la salud psicológica de la 
mujer al igual que su cuerpo, y suelen ir acompañadas de humillación y violencia física. Al igual que 
la tortura, las agresiones son impredecibles y guardan poca relación con el comportamiento de la 
mujer. Finalmente, las agresiones pueden sucederse una semana tras otra, durante muchos años. 
La violencia en la familia se da principalmente porque no se tienen respeto los integrantes 
de esta, por el machismo, por la incredulidad de las mujeres, y/o por la impotencia de estos. 
Se puede presentar en cualquier familia, de cualquier clase social, una forma de 
prevenirla, es alentando a toda la comunidad a que hay que tenerse respeto, que tenerse respeto, que 
todos somos iguales y que a pesar de todos nuestros problemas, nuestra familia es la única que 
siempre nos apoyará y ayudará en todo, por eso hay que respetarla y protegerla, aunque seamos los 
menores de esta, todos somos elementos importantes, y si sufrimos de violencia, hay mucha gente 
que nos ayudará a pasar el mal rato y salir de este problema. 
Uno de los grandes contextos en los que aparece la violencia es la casa u hogar. Hablando 
estrictamente, se trata en este caso de la llamada «violencia doméstica» (la palabra «doméstica» 
proviene del latín «domus», que significa casa). Es común llamarla también «familiar». No es 
correcto, pues no en todas las casas viven familias.  
Por consiguiente, sujetos agentes o pacientes de la violencia doméstica pueden ser todos 
los individuos que viven en un hogar. Y hay que decir que, según algunos grandes expertos, es éste 
el segundo contexto en el que hay más violencia (Gelles y Strauss, 1979). Sólo se encuentra por 
detrás de un ejército en tiempos de guerra. En la casa puede haber violencia contra la mujer, contra 
el niño, contra las personas mayores, etc. 
Una de las confusiones terminológicas con consecuencias más indeseables consiste en 
considerar que las expresiones «violencia de género» y «violencia doméstica» son sinónimas. El 
hogar es uno más de los escenarios en los que la violencia de género puede darse. Repito: sólo uno 
más. La violencia de género no tiene nada que ver con el contexto en el que ocurre, sino con el tipo 
de víctima contra la que se dirige: contra una mujer en nombre de un supuesto rol o función. 
2.4.1.4 TIPOS DE VIOLENCIA: La Ley N° 30364 distingue cuatro tipos de violencia 
las cuáles detallaré a continuación: 
 
 Violencia Física: La violencia física es considerada como toda lesión física o 
corporal que deja huellas o marcas visibles; ésta incluye golpes, bofetadas, 
empujones, entre otras. (MA., 1992:68) En las lesiones físicas existen unas que son 
graves como: fracturas de huesos, hemorragias, lesiones internas, quemaduras, 
envenenamiento, hematomas subdurales, etc. Sin embargo, también existen aquellas 
menores que no requieren atención médica.  
Por violencia se entiende una forma de interacción que ocasiona o amenaza con 
ocasionar daño de algún tipo al otro, ya sea mediante el sometimiento, la 
humillación, el daño físico o psicológico.  
De hecho, según la Organización Mundial de la Salud, se define la violencia como 
“el uso intencional de la fuerza física y/o de amenazas contra uno mismo, otra 
persona, un grupo de personas o una comunidad, que tiene como consecuencia muy 
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probable riesgos para la salud, daños psicológicos o la muerte”. La violencia puede 
ser ejercida de muchas formas, de manera activa, mediante silencios, o puede formar 
parte de la legítima defensa, único caso en el que es tolerada o justificada por 
la moral y por la jurisprudencia. Tradicionalmente, se atribuye al Estado el 
monopolio de la violencia, ejercida a través de sus organismos, con la excepción de 
las guerras y otras excepciones.  
En ese sentido, la violencia física es la forma de violencia que atañe al cuerpo y a la 
fuerza física: el castigo corporal, capaz de ocasionar dolor o incluso la muerte, así 
como sentimientos traumáticos y de humillación. La violencia física ocurre 
cuando una persona trasgrede el espacio corporal de la otra sin su consentimiento, 
ya sea sometiéndola a golpes, jalones o empujones, o bien encerrándola, 
provocándole lesiones físicas con algún tipo de objeto (letales o no), o forzándola a 
tener algún tipo de relaciones sexuales. 
 
 Violencia Psicológica: La violencia psicológica se refiere al hostigamiento verbal 
entre los miembros de la familia a través de insultos, críticas permanentes, 
descréditos, humillaciones, silencios, entre otras; es la capacidad de destrucción con 
el gesto, la palabra y el acto. Esta no deja huellas visibles inmediatas, pero sus 
implicaciones son más trascendentes. Por violencia psicológica se comprende 
un conjunto de conductas o comportamientos destinados a ocasionar en otros algún 
tipo de sufrimiento emocional o psíquico, constituyendo actos de verdadera agresión 
psicológica. Estos actos, intencionados o no, reducen a la víctima, vulneran su 
autoestima o la someten a escarnio, humillación u otras formas de sufrimiento no 
físico, es decir, sin llegar a lastimar el cuerpo de la víctima. De hacerse recurrente, 
la violencia psicológica puede devenir en el maltrato psicológico. Este tipo de 
violencia puede ser “Activa” cuando una persona insulta, disminuye o agrede 
emocional y psicológicamente a otra; así mismo, puede ser “Pasiva” cuando una 
persona retira atención a la otra, especialmente cuando requiere de ella, o la somete 
a abandono emocional. En ambos casos, la violencia psicológica puede ser un 
anuncio de la violencia física, especialmente en relaciones de pareja o relaciones 
familiares, ya sea que se dé como parte de una reacción intempestiva o impulsada 
por el alcohol u otras sustancias. 
 
 Violencia Sexual: Se considera violencia sexual a la imposición de actos de orden 
sexual por parte de un miembro contra la voluntad de otro. Este tipo de violencia 
incluye la violación marital. Cuando hablamos de violencia sexual, nos referimos a 
malos tratos sexuales, o sea, a relaciones sexuales no consentidas, forzadas o 
impuestas al otro. También se aplica a prácticas sexuales humillantes, de vejación o 
que ocasionen dolencias físicas o riesgo para la vida, incluso si se llevan a cabo entre 
adultos que consienten. Este tipo de acciones violentas pueden realizarse con el 
propio cuerpo o con objetos. Pueden ocurrir dentro o fuera de una relación afectiva 
o familiar, y suelen ir acompañados de otras formas de maltrato, como el psicológico, 
verbal y emocional. El maltrato hacia la mujer, o hacia los homosexuales o 
transgénero también es una forma de violencia sexual, que usualmente va 
acompañada de violaciones “correctivas” (sobre todo en el caso de los 
homosexuales) o de humillaciones, escarnio y otras formas de trauma emocional, 
físico y psicológico. 
 
 Violencia Económica o Patrimonial: Es la acción u omisión que se dirige a 
ocasionar un menoscabo en los recursos económicos o patrimoniales de cualquier 
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persona. En nuestro país resulta más común de lo que piensa y afecta a muchas 
familias.  
Este tipo de violencia puede pasar desapercibida debido a que no deja huellas 
evidentes como las agresiones físicas, siendo a veces difícil de identificar y 
sancionar. Siendo que, las instituciones que atienden el tema deben incorporar en sus 
respectivos registros este nuevo tipo de violencia, lo que implica modificar fichas, 
formatos y base de datos, labor que a la fecha pocas han efectuado, como es el caso 
del Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual (PNCVFS) del MIMP, 
que efectivamente la viene recogiendo a partid del año 2017. La violencia económica 
o patrimonial puede tener las siguientes manifestaciones:  Perturbación de la 
posesión, tenencia o propiedad de sus bienes; pérdida, sustracción, retención o 
apropiación indebida de bienes o derechos patrimoniales; limitación de los recursos 
económicos destinados a satisfacer necesidades; evasión del cumplimiento de las 
obligaciones alimentarias; limitación o control de los ingresos; y percepción de un 
salario menor por igual tarea, dentro de un mismo lugar de trabajo. 
Este tipo de violencia se refiere a la restricción o limitación de bienes y recursos de 
una persona hacia la familia, sin importar su naturaleza o quién la genera. Afecta a 
todo el grupo familiar, especialmente a mujeres, niñas/os, adolescentes y personas 
adultas mayores. El problema se agrava cuando se suma a otros tipos de violencia, 
por ejemplo, la violencia física, psicológica y/o sexual. 
Es común considerar que quién tiene el dinero, tiene el poder y, generalmente en 
nuestro país quienes tienen mayor ingreso son los hombres. Es por ello que cuando 
una mujer sufre violencia económica o patrimonial no siempre es porque no tenga 
un trabajo remunerado, sino que su pareja tiene mayor ingreso y es quién toma las 
decisiones sobre los gastos en la casa. 
Una mujer es violentada económicamente cuando se le niega el dinero suficiente 
para solventar las necesidades básicas para sus hijos, como la alimentación, vivienda, 
vestimenta, educación, salud, entre otros. También cuando, de alguna manera, se le 
impide trabajar de manera remunerada o cuando se le exige rendir cuentas y/o 
comprobantes de pago por las compras que realiza para cubrir necesidades de su 
familia; o tras la separación, se le niega o regatea las pensiones alimenticias. 
El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP), desde el 2017 registra 
este tipo de violencia. Esta incorporación en los formatos y bases de datos es un 
importante logro, sin embargo, ocurre que, durante el procesamiento, donde se 
prioriza los tipos de violencia según gravedad, la violencia económica, poco 
entendida aún, suele desaparecer. 
En el año 2017 se registraron 433 casos de violencia económica en los CEM, casos 
que aparecen como tal porque fueron atendidos de manera exclusiva, es decir, sin 
asociación a ningún otro tipo de violencia. No obstante, los casos atendidos de 
manera simultánea con otros tipos de violencia, resultaron 12 veces una cifra mayor. 
Del análisis que hizo el Observatorio se pudo evidenciar variables de respuesta 
múltiple que reflejan la realidad de la problemática, teniendo en cuenta que una 
víctima de violencia puede ser afectada por varios tipos de violencia, de diferente 
tipo de riesgo. 
 
2.4.2 DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD:  
 
2.4.2.1 DEFINICIÓN 
El artículo 07 de la Constitución Política del Perú señala que todos tienen derecho a la 
protección de su salud, la del medio familiar y la de la comunidad; así como el deber de contribuir a 
su promoción y defensa. Es por ello que al abarcar el tema de la violencia; es necesario acotar que lo 
descrito por la Constitución no está siendo cumplido a cabalidad, siendo que el Estado por intermedio 
30 
 
de sus instituciones no estaría desarrollando programas ideales para la efectiva protección, 
promoción y defensa de los derechos referidos. 
De esta forma, podremos definir el Derecho a la Protección de la Salud 
(CABALLERO, 2016) como un derecho universal de segunda generación clasificado en el conjunto 
de los derechos sociales, económicos y culturales de la humanidad siendo aceptado en el mundo por 
su carácter programático-es decir como un derecho fundamental de las personas/ deber de hacer del 
Estado- cuando en las principales cartas constitucionales de esa época se pone de relieve el cuidado 
de la salud pública, sentido que es recogido y ampliado en las primeras convencionales de derechos 
humanos en el mundo y en las constituciones de un importante números de países en la actualidad. 
El tránsito de su condición exclusiva de derecho programático a su afirmación como 
derecho fundamental de las personas de carácter operativo, exigible y tutelable o subjetivo 
constitucionalmente reconocido -derecho fundamental de las personas/obligación de respetar del 
Estado (deber que se extiende a las instituciones que prestan servicios de salud y a las que gestionan 
fondos de aseguramiento en salud)-, no ha venido casualmente del texto expreso en las normas 
constitucionales, sino de la interpretación de éstas por la jurisprudencia constitucional en desarrollo; 
cuestión que ha provocado, en nuestro país, su posterior declaración en una norma jurídica de 
naturaleza adjetiva, como es el Código Procesal Constitucional, que en su Artículo 37°, inciso 24), 
incorpora a la salud como derecho protegido por el proceso de amparo, asimilándolo a los derechos 
de las personas contenidos en el Artículo 2° de la Constitución Política del Perú; aunque podría 
afirmarse, sin ninguna duda, que ya se encontraba implícitamente regulado en su Artículo 3°, a pesar 
de que no necesariamente fuera ese un criterio aceptado en el mundo jurídico y respetado por todos 
los actores del sistema de salud.  
De esa manera, en el Perú para ampliar la protección al derecho fundamental a la salud 
en ambos ámbitos: programático y operativo (el deber de hacer y el de respetar del Estado y los 
demás actores del sistema de salud), se ha fundado la potestad administrativa sancionadora en salud, 
que reprocha los comportamientos indebidos (hechos que constituyen infracciones), a cargo del 
órgano regulador y fiscalizador del sector salud; actividad que se sustenta en las acciones de 
supervisión para el ámbito programático y las quejas, denuncias o las intervenciones de oficio, en la 
parte operativa. En ambas esferas, se han implementado acciones inmediatas, con el fin de procurar 
protección oportuna ante vulneraciones al derecho a la salud que causen peligro o daño: medidas de 
seguridad y medidas provisionales; que constituyen acciones sumarísimas de parte de las autoridades, 
en este caso administrativas. 
El artículo 11 de la Ley Nº 26842 Ley General de Salud precisa que “Toda persona 
tiene derecho a la recuperación, rehabilitación y promoción de su salud mental. El alcoholismo, la 
farmacodependencia, los trastornos psiquiátricos y los de violencia familiar se consideran problemas 
de salud mental. La atención de la salud mental es responsabilidad primaria de la familia y del 
Estado”, por lo que es obligación ineludible del Estado proteger y tutelar la salud de las personas. 
Respecto a la situación de la salud mental como derecho humano en el Perú es 
pertinente acudir a los análisis que la Defensoría del Pueblo ha efectuado en el Informe 140. 
La protección penal a la salud psíquica está considerada en el inciso 1, del segundo 
párrafo del artículo 189 del Código Penal y en el tercer párrafo del mencionado artículo, además, en 
el inciso 2, del artículo 319 del citado ordenamiento al referirse a la causión de lesiones y lesiones 
graves a la integridad mental, en el artículo 321 del código sustantivo, al considerarse tortura el 
infligir sufrimientos mentales graves. Todos son casos de afectación a la salud en el ámbito psíquico, 
faltando uniformidad en la nomenclatura utilizada, sin embargo, la protección intensa a la salud 
psíquica se encuentra en los artículos 121. 121-B, 122 y 122-B del Código Penal. 
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El bien jurídico protegido en el caso de lesiones es la salud de las personas, se define 
por la Organización Mundial de la Salud (OMS), como el estado de completo bienestar físico, mental 
o social, y no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades y de sus propias capacidades, 
puede afrontar las tensiones normales de la vida, trabajar de sus propias capacidades, puede afrontar 
las tensiones normales de la vida, trabajar de forma productiva y fructífera, y es capaz de hacer una 
contribución a su comunidad. Ha de ser apreciada como el estado en el que una persona desarrolla 
normalmente al aspecto psíquico no fue considerado, lo que viene cambiando actualmente. 
2.4.2.2 CARACTERÍSTICAS 
La Constitución de la Organización Mundial de la Salud (OMS), de 1946, precisa que 
el derecho a la salud es el goce máximo de salud que se puede lograr y es uno de los derechos 
fundamentales de todo ser humano sin distinción de raza, religión, ideología política o condición 
económica o social es un derecho que depende de la más amplia cooperación de las personas y de 
los Estados; por ello, se asigna a los gobiernos la responsabilidad de la salud de sus pueblos a través 
de la adopción de “medidas sanitarias y sociales adecuadas”, lo que “incluye el acceso a una atención 
sanitaria oportuna, aceptable, asequible y de calidad satisfactoria”, siendo una obligación de los 
Estados “crear las condiciones que permitan que todas las personas puedan vivir lo más 
saludablemente posible”, comprendiendo “la disponibilidad garantizada de servicios de salud, 
condiciones de trabajo saludables y seguras, vivienda adecuada y alimentos nutritivos”. Dicha visión 
programática del derecho a la salud fue ratificada por la Observación General N° 14, del año 2000, 
del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas (ONU), referida 
al derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud, al precisar que el derecho a la salud, respecto 
a los establecimientos, bienes y servicios de salud, abarca cuatro elementos:  
 Disponibilidad: número suficiente y programas de salud, ambos como un deber. 
 Accesibilidad: física, económica y de información, sin discriminación. 
 Aceptabilidad: respeto de la ética médica, ser culturalmente apropiados y 
sensibles a los requisitos del género y al ciclo de vida. 
 Calidad: ser apropiados desde el punto de vista científico y médico, asimismo, 
de buena calidad. 
También impone a los Estados un deber de adoptar medidas deliberadas, concretas y 
específicas hasta el máximo de los recursos que dispongan, para avanzar hacia la realización del 
derecho a la salud, lo que implica el cumplimiento de tres tipos de obligaciones:  
 Respetar: no perjudicar el disfrute de este derecho. 
 Proteger: adoptando medidas -como la regulación-, para impedir que terceros 
(actores no estatales), interfieran en el disfrute del derecho a la salud. 
 Cumplir: tomar medidas -como leyes, políticas u otras-, para dar plena 
efectividad al derecho a la salud.  
De las tres obligaciones impuestas a los Estados, la de “respetar” es la más próxima al 
ámbito operativo del derecho a la salud, las de “proteger” y “cumplir” están íntimamente ligadas a 
su dimensión programática: deber de hacer del Estado. En esa línea, el nivel mínimo elemental del 
derecho a la salud, también comprendería obligaciones primordiales: servicios esenciales de atención 
primaria, alimentación mínima nutritiva, saneamiento, agua potable, medicamentos básicos y adoptar 
y aplicar una estrategia y un plan de acción nacional de salud pública considerando las 
preocupaciones en salud de toda la población. 
2.4.2.3 MARCO NORMATIVO 
 
 El derecho universal a la protección de la salud y su inicial dimensión 
programática: Etimológicamente, derecho viene de dos voces latinas: “di” 
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(mantenerse, reeditarse) y “rectum” (lo recto, lo opuesto a lo torcido). De la unión 
de las dos voces resulta el vocablo “directus” (la recta constante, que se mantiene y 
renueva siempre como recta, que no se tuerce). Si bien el derecho se produce y 
mantiene en el tiempo, en su menester de conservarse recto, se restaura 
constantemente. Evidencia práctica de dicha evolución, está a la vista, aunque, 
generalmente, no la percibimos por la fuerza de la costumbre y por el frecuente 
ejercicio, lo que nos provoca la ilusión de que siempre fue así, nos impide notar que 
poco tiempo atrás no se otorgaba el derecho, incluso, era inadmisible -aunque hoy 
su ausencia de reconocimiento sería indignante-. Tres ejemplos: la desigualdad entre 
los hijos legítimos y los ilegítimos, la proscripción del voto femenino, la limitación 
de los derechos laborales en los albores de la revolución industrial. Sería 
interminable extender la lista. Así, debemos concluir que el paradigma actual no es 
el producto final, es, solamente, la base del cambio al nuevo paradigma, esperemos 
mejor. 
En el 2017, el derecho a la salud cumplirá cien años de su afirmación como derecho 
universal de segunda generación, ciertamente, no se puede negar su presencia 
anterior a ese reconocimiento, pero su condición de valor superior de la humanidad 
es jurídicamente aceptada a partir de ese momento. En el derecho, pensar en la 
existencia de valores superior ubicados por encima de las reglas legales comunes en 
todo sistema jurídico no es una innovación de nuestra época. El respeto a la vida, la 
búsqueda de la libertad, el derecho a la propiedad, el derecho a la opinión o al credo, 
entre otros valores de similar importancia, esenciales para el desarrollo del hombre, 
son de antigua data. Para Francisco Fernández Segado, la idea de la existencia en el 
derecho de valores superiores encumbrados por encima de los actos del poder tiene 
antecedentes históricos en Atenas, en Roma y la Edad Media, siendo relevante en 
1610 la doctrina del juez Coke en el Bonham´s Case. 
La Declaración Universal de los Derechos Humanos se suscribe en 1948. El Artículo 
25°, numeral 1, prescribe: “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado 
que le asegure, así como a su familia, la salud y bienestar, y en especial alimentación, 
el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios…”; 
posición, consolidada en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales13, Artículo 12°, inciso 1: “Derecho de toda persona al disfrute del más 
alto nivel posible de salud física y mental”. 
 
 El problema de limitada exigibilidad de los derechos programáticos y el tránsito 
del derecho a la salud a su dimensión de derecho fundamental: Un común 
denominador, en las constituciones citadas, es que el derecho a la salud es 
expresamente reconocido en su dimensión de derecho fundamental programático; es 
más, aquellas con un catálogo de derechos de las personas (derechos operativos), no 
incorporan en la nómina al derecho a la salud. Así, se podría presumir que ante la 
falta en éstas de un reconocimiento expreso del derecho a la salud como derecho 
fundamental operativo habría muchas dificultades para ejercer una acción 
constitucional contra hechos que amenacen o violen los derechos constitucionales 
de las personas referidos a la salud, por acción u omisión de parte de una autoridad 
o funcionario público o persona privada. Como lo he mencionado en otro momento, 
existe una notable distinción entre los derechos fundamentales sociales y 
económicos o derechos programáticos (obligaciones mediatas del Estado: deber de 
hacer), y los derechos fundamentales operativos o exigibles y tutelable o subjetivos 
reconocidos constitucionalmente (obligaciones de ejecución inmediata: deber de 
respetar).  
El Tribunal Constitucional, en su momento, fijó una posición: las “obligaciones 
mediatas del Estado, necesitan de un proceso de ejecución de políticas sociales para 
que el ciudadano pueda gozar de ellos o ejercitarlos de manera plena”. Tal 
afirmación del máximo tribunal no es improvisada, tiene coherencia con lo 
establecido en la Constitución, Disposición Final y Transitoria Undécima: “Las 
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disposiciones de la Constitución que exijan nuevos o mayores gastos públicos se 
aplican progresivamente”.  
Se observa, entonces, que un derecho programático es un derecho de los ciudadanos 
que constituye un deber de hacer por parte del Estado, un mandato de optimización, 
una obligación de conferirlo en la medida de sus posibilidades, maximizando sus 
escasos recursos; en otras palabras, se trataría de disposiciones de carácter 
organizativo del Estado, instrucciones para la construcción de políticas públicas, el 
compromiso de crear condiciones favorables. En consecuencia, los derechos 
programáticos no facultarían a los ciudadanos a exigir judicialmente su ejecución 
inmediata, en principio. 
El problema salta a la vista, si se concibe el derecho a la salud sólo en su concepción 
programática ¿cómo se podría defender una persona cuando su derecho a la salud se 
ve afectado directamente por una autoridad o persona pública o privada? Esta no es 
una cuestión trivial.  
Las primeras soluciones al dilema, ante la carencia de una estipulación constitucional 
expresa, vino desde los máximos intérpretes de la Constitución: los Tribunales 
Constitucionales, quienes con su doctrina jurisprudencial han dado respuesta a la 
situación con dos posiciones aparentemente similares, pero cuya diferencia la 
apreciaremos desde la nomenclatura que le hemos brindado a cada postura. 
El enfoque conservador subordina la protección constitucional del derecho a la salud 
a que éste se encuentre vinculado con otros derechos fundamentales: la integridad 
personal o física, la vida o el libre desarrollo de la personalidad. Para el Tribunal 
Constitucional de España “… el derecho a la salud o, mejor aún, el derecho a que no 
se dañe o perjudique la salud personal, queda comprendido en el derecho a la 
integridad personal (…) si bien no todo supuesto de riesgo o daño para la salud 
implica una vulneración del derecho fundamental a la integridad física y moral, sino 
tan sólo aquel que genere un peligro grave y cierto para la misma”.  
En el caso desarrollado, el accionante, interno de un presidio en España, alegó el 
carácter nocivo para su salud de la exposición repetida -seis veces en cuatro días 
diferentes-, a Rayos X, con la aparente justificación en razones de seguridad. Al final 
el Tribunal declaró infundada la demanda alegando que el dictamen facultativo no 
reveló que las técnicas de aplicación y la periodicidad de los exámenes hubieran 
superado el nivel de riesgo exigible para temer o considerar daños futuros a la salud 
y la consiguiente vulneración del derecho a la integridad física.  
En el mismo enfoque, el Tribunal Constitucional del Perú, precisa que en nuestro 
ordenamiento jurídico el derecho a la salud no se encuentra contemplado entre los 
derechos fundamentales formalmente establecidos en el Artículo 2° de la 
Constitución, y más bien se le reconoce en el Capítulo de los Derechos Económicos 
y Sociales a que se refieren los Artículos 7° y 9° de la Carta; sin embargo, considera 
que cuando la vulneración del derecho a la salud compromete otros derechos 
fundamentales, como el derecho a la vida, la integridad física o el libre desarrollo de 
la personalidad, tal derecho acentúa su carácter fundamental y, por tanto, su 
afectación merece protección vía proceso de amparo; más adelante, en la misma 
sentencia: “La salud es derecho fundamental por su relación inseparable con el 
derecho a la vida; y la vinculación entre ambos es irresoluble”; como consecuencia, 
ordena se incluya al demandante entre los pacientes que recibirán tratamiento 
integral contra el VIH/SIDA por parte del Ministerio de Salud, con la provisión 
correspondiente de medicamentos y análisis, conforme lo dispongan los médicos 
tratantes; asimismo, se exhorta a los poderes públicos a que cumplan con lo dispuesto 
en la Ley N° 26626, Artículo 8°, debiendo considerarse como inversión prioritaria 
el presupuesto para la ejecución del Plan de Lucha contra el SIDA. 
 
 Contenido esencial o protegido: El contenido constitucionalmente protegido del 
derecho a la salud, ha sido establecido por el Tribunal Constitucional en la Sentencia 
N° 2016-2004-AA/TC, caso José Luis Correa Cóndor: “El derecho a la salud 
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comprende la facultad que tiene todo ser humano de mantener la normalidad 
orgánica funcional, tanto física como mental, y de restablecerse cuando se presente 
una perturbación en la estabilidad orgánica y funcional de su ser, lo que implica, 
por tanto, una acción de conservación y otra de restablecimiento; acciones que el 
Estado debe efectuar tratando de que todas las personas, cada día, tengan una mejor 
calidad de vida”.  
No se debe confundir esta posición con la referida a los elementos esenciales del 
derecho a la salud (disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad), que 
citando a la ya mencionada Observación General N° 14 del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, denominada “El derecho al disfrute del más alto 
nivel posible de salud”, nuestro Tribunal Constitucional ha replicado en la Sentencia 
N° 09600-2005-PA/TC, caso Rosana Podestá Torres.  
No habría ningún problema con el concepto de contenido esencial del derecho a la 
salud esgrimido por nuestro Tribunal Constitucional, si no fuera porque éste termina, 
finalmente, remitiéndonos, irremisiblemente, al carácter programático del derecho a 
la salud: conservar y restablecer la salud, mediante “acciones que el Estado debe 
efectuar tratando de que todas las personas, cada día, tengan una mejor calidad de 
vida”.  
Cuando hablamos de derechos fundamentales operativos no se trata del deber de 
hacer del Estado, sino de la obligación de respetar que éste tiene. De esa forma, para 
determinar el contenido esencial del derecho a la salud, no necesariamente debemos 
mirar aquello que el Estado debe hacer; es preciso considerar todo lo que los 
ciudadanos esperan sea respetado por el Estado o los particulares en materia de salud: 
atención adecuada y oportuna, no privación de la cobertura a la que se tiene derecho, 
no sufrir dañado o merma en la salud o muerte o lesión por negligencia -esto es, fuera 
de las circunstancias naturales o imponderables propias de nuestra condición de seres 
humanos-, trato digno y sin discriminación en ninguna de sus formas, derecho a 
información y consentimiento informado, violación a nuestros derechos como 
usuarios o consumidores de los servicios en salud por problemas generados por la 
falta de idoneidad del servicio, asimetría de la información o cláusulas abusivas; 
entre otras varias cosas que diariamente vemos ocurren en nuestro sistema de salud. 
Queda claro que, en el espacio programático, el Estado sería el llamado a proteger el 
derecho a la salud de todos los ciudadanos. En el ámbito operativo, es el afectado 
quien ejerce su derecho a exigir la tutela de su derecho a la salud. Si una comunidad 
se viera afectada por la acción irresponsable de quien ejerce una actividad económica 
perjudicial a la salud de las personas que, por ejemplo, contamina la única fuente de 
agua, las víctimas podrán, directamente, ejercer su derecho de tutela jurídica; pero 
¿qué ocurre cuando a una persona se le niega la atención en un servicio de 
emergencia por discriminación o es víctima de una atención inoportuna que agrava 
su estado de salud o se le niega la cobertura al servicio de salud que ha venido, 
puntualmente, pagando con alegaciones arbitrarias que no se justifican en la relación 
de aseguramiento? 
Es en este punto donde cobra relevancia la acción administrativa del Estado. Frente 
al problema de la judicialización del derecho a la salud, el derecho administrativo 
brinda herramientas igualmente satisfactorias para su defensa, a través del ejercicio 
por la administración pública de la función fiscalizadora y la potestad sancionadora. 
Ya hemos hablado de la configuración de la supervisión y la potestad administrativa 
sancionadora en materia de salud, de su estructura, los órganos que participan, las 
medidas de seguridad, las medidas provisionales, las medidas correctivas y las 
sanciones que se pueden imponer; por eso, ahora solo tocaremos un aspecto original 
que tiene estricta relación con la doble dimensión programática y operativa del 
derecho fundamental a la salud: las circunstancias que atentan contra el derecho a la 
salud que constituyen infracciones administrativas. 
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El Decreto Legislativo N° 1158, que dispone medidas destinadas al fortalecimiento 
del órgano regulador y fiscalizador de la salud, señala que es infracción toda acción 
u omisión que afecte: 
 
a) El derecho a la vida, la salud, la información de las personas usuarias de 
los servicios de salud y la cobertura para su aseguramiento. 
b) Los estándares de acceso, calidad, oportunidad, disponibilidad y 
aceptabilidad con que dichas prestaciones sean otorgadas. 
 
Algo que puede, rápidamente, verificarse es que el primer concepto obedece a la 
protección de la dimensión operativa del derecho a la salud porque refiere a 
afectaciones a los derechos subjetivos de las personas, ante las mismas se puede 
activar, rápidamente, la acción punitiva del Estado y las actividades en pro de la 
restitución del derecho; el otro criterio refiere al carácter programático del derecho 
a la salud. 
 
2.4.3 DERECHO A LA PROTECCIÓN DEL MEDIO FAMILIAR  
 
2.4.3.1 DEFINICIÓN 
La Familia y las principales instituciones que alrededor de ella han sido objeto de 
regulación son abordadas tanto por textos constitucionales, como por los convenios internacionales 
en materia de Derechos Humanos.  
Constitución y tratados, en consecuencia, son el punto de partida para la regulación en 
materia de Derecho Familiar pues enuncian un conjunto de derechos y principios que constituyen un 
mandato a los poderes públicos y a los particulares. En otras palabras, esto significa que el desarrollo 
legislativo, así como, las decisiones judiciales que involucran a las familias y las políticas públicas 
destinadas a estas, deben fundarse en tales mandatos y principios.  
En el caso peruano, una lectura del libro sobre la familia contenido en el Código Civil, 
bajo la lupa del Derecho Constitucional, permite evidenciar la existencia de un conjunto de 
disposiciones que deberían, o ya ser materia de modificación, o de control difuso por parte de la 
judicatura.  
Un claro ejemplo de la importancia de evaluar la legislación en familia a la luz de la 
Constitución y los Derechos Fundamentales, lo es el caso de la acción de inconstitucionalidad 
promovida por la Defensoría del Pueblo contra el artículo 337 del Código Civil. Este artículo 
establecía que "La violencia física y psicológica, la injuria grave y la conducta deshonrosa son 
apreciadas por el juez teniendo en cuenta la educación, costumbre y conducta de ambos cónyuges". 
Dicha disposición era aplicada en los procesos judiciales de divorcio, con un criterio estrictamente 
legal. Sin embargo, a la luz de la Constitución y de los Convenios Internacionales en materia de 
Derechos Humanos, resultaba evidente que tales márgenes de apreciación judicial constituían un 
atentado al principio de igualdad y no discriminación; así como al derecho a la integridad física y 
psicológica. El Tribunal Constitucional, entonces, declaró parcialmente inconstitucional dicha 
norma. 
Como sostiene Encarna Roca, "el actual derecho de familia, englobado en el sistema 
constitucional, debe ser concebido como un medio para la protección de los derechos fundamentales 
de los individuos que forman el grupo familiar. El derecho de familia no es nada en sí mismo si no 





2.4.3.2 MODELO DE FAMILIA GARANTIZADO Y SU PROTECCIÓN  
El principio de autonomía individual constituye uno de los pilares sobre los cuales se 
construyen los derechos humanos y que el liberalismo suscribe. Este principio, junto con los de 
inviolabilidad y dignidad, han sido materia de un amplio análisis en la obra de Carlos Santiago Nino 
con los cuales buscó explicar los fundamentos de los derechos humanos.  
El principio de autonomía "prescribe que siendo valiosa la libre elección individual de 
planes de vida y la adopción de ideales de excelencia humana, el Estado (y los demás individuos) no 
debe interferir en esa elección o adopción, limitándose a diseñar instituciones que faciliten la 
persecución individual de esos planes de vida y la satisfacción de los ideales de virtud que cada uno 
sustente e impidiendo la interferencia mutua de tal persecución".  
En contraposición al principio de autonomía individual, el perfeccionismo ético 
constituye una concepción filosófica que sostiene "que lo que es bueno para un individuo o lo que 
satisface sus intereses es independiente de sus propios deseos o de elección de formas de vida y que 
el Estado puede, a través de distintos medios, dar preferencia a aquellos intereses y planes de vida 
que son objetivamente mejores.  
Estas concepciones filosóficas nos permiten dar una mirada muy especial al 
ordenamiento familiar peruano, con la cual se puede detectar la imposición de algunos límites a la 
elección de proyectos y planes de vida. La profesora Rocío Villanueva sostiene, refiriéndose al 
contexto peruano, que el Estado se ha valido del ordenamiento jurídico para imponer determinadas 
formas de vida, roles o patrones de comportamiento. Así, la mencionada hace hincapié en aquellos 
modelos que toman como punto de partida las diferencias entre varones y mujeres y señala que el 
"Derecho ha contribuido a reforzar patrones de conducta y modelos de virtud personal, pues los 
distintos roles socialmente asignados a las personas sobre la base del sexo fueron incorporados al 
Derecho, a través de normas jurídicas discriminatorias para la mujer''. 
Se ha hecho relativamente frecuente la afirmación de que la Constitución carece de un 
modelo de familia y que se muestra abierta a distintos tipos de familia cuya determinación queda a 
criterio del legislador. Nada más contrario, a nuestro parecer, de lo que resulta del texto constitucional 
con más que suficiente evidencia. Hay, desde luego, ciertos aspectos que no quedan 
constitucionalmente determinados y cerrados, por lo que, como ocurre con el común de las 
instituciones de relevancia constitucional, lo que se denomina «modelo de familia» no queda 
totalmente fijado, como sería lógico, en el plano constitucional. Pero eso no quiere decir que no haya 
un modelo constitucional. 
La Constitución contiene unos cuantos elementos —pocos, pero muy decisivos— 
sobre lo que entiende por familia, y ese es el modelo de familia constitucionalmente garantizado, el 
que está sujeto a la interacción de diversos factores que repercuten en su estructura y composición y 
que, por ellos, ha sufrido notables transformaciones a lo largo del tiempo. Algo parecido podríamos 
decir sobre el modelo de propiedad, el sistema económico, el educativo, el laboral, etc. Constituye, 
pues, una falacia afirmar que el legislador puede modelar a su gusto la familia. Hay límites y 
exigencias constitucionalmente infranqueables, y aquí vamos a dar cuenta de ellas. Ahora, la 
profusión de referencias relativas a la familia y a su protección que aparecen en la Constitución invita 
a preguntarnos por el porqué de ese empeño constitucional protector, un interrogante que también 
podríamos llevar al plano de la Declaración Universal de Derechos Humanos y demás instrumentos 
jurídicos internacionales ya citados. También podríamos preguntarnos por qué ese énfasis en estos 
textos en el carácter de la familia como elemento natural y fundamental de la sociedad, que parece 
situarse como causa de su derecho a la protección de la sociedad y del Estado. 
¿Qué es lo que hay en la familia para que se la reconozca como algo natural —exigido 
por la naturaleza misma del ser humano, parece querer decirse— y como algo tan fundamental para 
la sociedad toda? Un interrogante que nos invita a identificar sus funciones específicas y a intuir que 
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será en ellas donde radique su especial relevancia social y pública. Aunque quedará aún por aclarar 
por qué se enfatiza la necesidad de disponer en su favor de una especial protección social y estatal, 
lo que da a entender que se supone una especie de congénita fragilidad o debilidad en tan fundamental 
realidad, que reclama esa especial protección.  
Si pensamos que la familia se enraíza en la necesidad de atención personal que 
requiere todo nuevo ser humano hasta llegar a ser adulto, no es difícil situar ahí la clave del carácter 
tanto natural como fundamental que tiene para el hombre y para el conjunto de la sociedad. Pocas 
cosas más importantes para la dignidad del ser humano, fundamento último de todo el derecho, que 
el modo y circunstancias en que es procreado, dado a luz, criado, cuidado y educado hasta que 
adquiere la capacidad de valerse por sí mismo. Todas esas fases determinan en altísimo grado la 
identidad de cada persona humana, su intimidad personal, sus referentes y sus actitudes más básicas 
y vitales. Si hay algo por lo que la sociedad y los poderes públicos deben velar para que ninguna 
persona sea tratada como cosa sino cabalmente como persona es ese proceso en el que toda persona 
humana es débil, frágil y moldeable.  
La naturaleza revela lo que la filosofía intuye como sabio designio divino de que todas 
esas delicadas funciones, necesarias a todos los hombres, se lleven a cabo con la especial actitud de 
entrega y dedicación que es propia del amor, entendido como entrega incondicionada al otro por ser 
quien es, por su persona, con el que, en consecuencia, se experimenta la realidad de una vinculación 
indestructible, inalterable en lo esencial por ninguna circunstancia ni cambio alguno. Nadie en la 
familia debería ser nunca objetivado como cosa. Debería ser el ámbito donde cada uno se 
experimenta aceptado y tratado como persona, como quien es, por lo que es, y no por lo que tiene o 
lo que puede hacer o dar. La generación humana debería así producirse en la relación de amor, y 
todas las operaciones ulteriores de atención a la nueva vida humana deberían ser proyección de esa 
misma afirmación amorosa de la persona del otro sentido expuesto. 
Por eso mismo la familia, constituida sobre tales bases, se encuentra en condiciones 
de asumir otras funciones no menos importantes para el bienestar físico, la estabilidad psíquica y la 
seguridad personal de las personas, también en su edad adulta, y, desde luego, en situaciones de 
enfermedad, minusvalía o decaimiento por la vejez. De eso se hace eco la Constitución en el artículo 
4º. 
Ocurre, sin embargo, que la experiencia demuestra que, por muy diversas causas, la 
realización efectiva de lo que debería ser la familia para que cumpla sus funciones esenciales resulta 
amenazado por comportamientos que tienden a separarse de lo que la familia requiere y que, no sin 
frecuencia, tienden además a justificarse con replanteamientos teóricos tendentes a difuminar o a 
desfigurar los constitutivos esenciales de la familia, buscando una aceptación moral, social e incluso 
jurídica no inferior a la que pueda reconocerse a los comportamientos conformes con las exigencias 
naturales de la familia, por ser un campo que, precisamente por lo dicho, afecta a las estructuras más 
íntimas del ser personal y mueve, por ello mismo, las más hondas pasiones humanas, provoca y 
desata actitudes y confrontaciones de gran densidad emocional y complejidad psicológica.  
De ahí la debilidad congénita de la familia y la necesidad de su protección social, 
económica y jurídica. El ordenamiento jurídico es un medio limitado que no podrá aspirar con 
eficacia y sin serias dificultades de todo tipo a imponer sin más el orden natural necesario a la familia, 
y habrá incluso de permitir comportamientos contrarios a ella, al menos algunos. Pero el poder 
público no puede abdicar de su deber de favorecer en cuanto pueda a la familia, protegiéndola en la 
mayor medida posible. De ahí el tenor del mandato constitucional del artículo 4 y el alcance que deba 
reconocérsele.  
Sin que en este momento vayamos a pretender precisar todo su alcance, de lo que no 
cabe duda es de que, además del cumplimiento de las garantías constitucionales específicas que la 
Constitución concreta en otros preceptos, el deber de protección exige al Estado adoptar las medidas 
necesarias para el mejoramiento de la situación material y moral de la familia, así como impide a los 
poderes públicos homologar de cualquier forma con la familia a relaciones incompatibles, y aun 
contrarias a ella y a sus funciones esenciales. 
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Toda la regulación que efectúa la legislación civil solo se justifica en razón del deber 
de pública protección de la familia que la Constitución ha reconocido que recae sobre los poderes 
públicos. La familia también resulta reconocida y protegida desde la perspectiva general del derecho 
laboral —en la que el artículo 24 de la Constitución declara el derecho a que la remuneración laboral 
sea suficiente para satisfacer no solo las necesidades individuales del trabajador, sino también las de 
su familia— como desde la más específica del régimen de Seguridad Social, en el que los vínculos 
familiares siempre han sido fundamento de algunas de sus prestaciones más importantes, como 
reconocimiento a la importancia de la familia de cada trabajador directamente afiliado, y, en el fondo, 
como algo implícito también en la garantía antes citada del artículo 24 de la Constitución. 
Otras medidas de protección de la familia pueden tener y tienen carácter fiscal o toman 
la forma de prestaciones y ayudas de diversa índole, aunque con frecuencia integradas en actuaciones 
de asistencia social que toman en especial consideración —o deben hacerlo— la realidad familiar. 
No obstante, debe advertirse, desde luego, sobre la conveniencia de diferenciar lo que sea asistencia 
social y lo que sea apoyo y protección a la familia, para que cuando sea necesario integrar una y otra 
línea de actuación, se haga adecuadamente y no se produzca el efecto — nada hipotético— de que 
medidas de tipo social puedan desproteger, marginar o perjudicar a la familia.  
No se puede olvidar, por último, que la debida protección familiar deberá articularse 
sin lesión de ningún otro derecho fundamental o principio constitucional. Ello ocurre en relación con 
el principio de igualdad, y siendo así, debe tenerse presente que la simple diferencia de trato entre la 
familia y las relaciones familiares con respecto a las que no lo son no podría estimarse contrario por 
sí mismo a la igualdad, sin desconocerse el mandato del artículo 4 de la Constitución y hasta la 
naturaleza misma de las cosas. 
2.4.3.3 CONSTITUCIÓN PERUANA DE 1993  
La Constitución Política del Perú de 1993 en su artículo 55º dispone que "los tratados 
celebrados por el Estado y en vigor forman parte del derecho nacional'. Asimismo, nuestro texto 
constitucional en la cuarta disposición final y transitoria establece que "las normas relativas a los 
derechos humanos y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretan de conformidad con 
la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos internacionales sobre 
las mismas materias ratificados por el Perú". 
Este derecho se encuentra enunciado en los artículos 16º de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos, 23º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 17º de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Nuestra Constitución, si bien no lo enuncia en el 
listado de derechos de la persona, le reconoce tal condición en virtud de lo dispuesto en el artículo 
3º, que constituye una puerta abierta a la constitucionalización de derechos no mencionados 
expresamente en el artículo 2º, pero de naturaleza análoga a los enunciados o que se funden en la 
dignidad de la persona.  
No existe una forma única de familia pues ésta puede adoptar diversas maneras de 
constituirse y estructurarse, dependiendo ello en gran medida de factores socioeconómicos y 
culturales. Así, si bien se suele propiciar, a través de la legislación, que las familias se funden en 
uniones matrimoniales, familia y matrimonio no son lo mismo. La realidad, además, nos dice que 
cada vez con mayor frecuencia existen las no matrimoniales y monoparentales. 
Nuestra Constitución de 1993 ha optado expresamente por promover el modelo de 
familia matrimonial. Las uniones de hecho, si bien son reconocidas constitucionalmente y, sin duda 
alguna, son un modo más de fundar una familia, gozan en nuestro ordenamiento de un status inferior 
al matrimonio. Sobre esta suerte de status distinto para las uniones de hecho, en la doctrina extranjera 
encontramos que algunos han sostenido que tal diferencia de trato constituiría una práctica 
discriminatoria. La posición mayoritaria, sin embargo, considera que ello no sería así dado que el 




El principio de igualdad y el mandato de no discriminación, enunciados en el artículo 
2º inciso 2 de nuestra Constitución, atraviesan a todas las instituciones del Derecho Familiar. 
Asimismo, el artículo 6 de la Carta declara que todos los hijos tienen iguales derechos y deberes. En 
los instrumentos internacionales también encontramos una expresa mención a tales principios.  
La igualdad, aplicada a la esfera de la familia, cobra especial relevancia si se tiene en 
cuenta que históricamente las mujeres han sido discriminadas por razón de su sexo y que los niños y 
niñas han sufrido también un trato desigual, en razón de su edad y filiación.  
Fue recién con la Carta de 1979 que en el Perú se constitucionalizó el derecho a la 
igualdad y a la no discriminación. Este hecho obligó a cambios normativos en materia familiar, pues 
hasta ese momento las relaciones familiares habían estado basabas en un modelo de potestad marital 
que implicaba que el varón era la autoridad y el jefe de la familia, encargado de mantenerla y dirigirla, 
quedando las mujeres y los/las niños y niñas en un status de inferioridad. Es así pues que el derecho 
familiar contenido en el Código Civil de 1936 fue revisado a la luz de los mencionados principios, 
con el objeto de dejar atrás todas las diferencias de trato injustificadas. 
En el Perú se ha avanzado en los últimos años hacia el reconocimiento de la igualdad 
en el campo normativo. Sin embargo, existen problemas cuando cotejamos la norma con la realidad. 
Estos problemas, a nuestro entender, se derivan de patrones y prácticas culturales. En efecto, 
tradicionalmente a mujeres y varones se les han asignado tareas distintas, construyendo así una 
división sexual del trabajo. De un lado a las mujeres se les asigna las labores de amas de casa, 
quedando en ellas la responsabilidad de la organización del hogar, el cuidado de los hijos y en general 
todas las labores domésticas. De otro lado al varón se le asigna el rol de proveedor convirtiéndose 
así en el responsable del soporte material de su hogar. 
Estas concepciones y patrones culturales hacen insuficientes las declaraciones de 
igualdad formal, pues la realidad no opera en términos de dicha igualdad. Así, el Comité para la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer recomendó al estado peruano la 
adopción de medidas que garanticen las responsabilidades familiares compartidas entre varones y 
mujeres.  
La tarea entonces pasa por la adopción de políticas públicas que incidan en la 
educación y en la revalorización de la familia como espacio en el que tanto varones y mujeres tienen 
iguales responsabilidades.  
 
2.4.4 DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA COMUNIDAD:  
 
2.4.4.1 DEFINICIÓN 
El cumplimiento de los derechos humanos ha sido un desafío constante para nuestro 
país, en particular, dada la estratificación socioeconómica que nos caracteriza, los índices de pobreza 
y pobreza extrema, así como los comportamientos discriminatorios que afectan a significativos 
sectores de nuestra población ancestralmente marginados. Se comprende la magnitud del desafío si 
se considera la universalidad de los derechos y su interdependencia, sin embargo, esas características 
son indispensables para forjar sociedades más justas, igualitarias y dignas.  
El ejercicio de los derechos humanos al amparo de una legislación que lo impulse y lo 
proteja ha tenido avances y retrocesos en el país pues ello depende de la voluntad política de los 
gobiernos. De ahí la importancia del seguimiento que promueve el Sistema de Naciones Unidas 
(SNU) a las políticas y medidas que garanticen el cumplimiento del conjunto de derechos humanos, 
en coherencia con el compromiso asumido por el Estado peruano, a través de diferentes mecanismos. 
Destacamos que, en ellos, la expresión de la sociedad civil es considerada a la par que la que emana 




Se entiende por comunidad al conjunto de personas que viven juntas bajo ciertas reglas 
o que tienen los mismos intereses; es el grupo social del que forma parte una persona. El concepto 
hace referencia a la característica de común, por lo que permite definir a diversas clases de conjuntos: 
de los individuos que forman parte de un pueblo, región o nación; de las naciones que están 
enlazadas por acuerdos políticos y económicos (como la Comunidad Europea o el Mercosur); o de 
personas vinculadas por intereses comunes (como ocurre en la comunidad católica). Puede decirse 
que una comunidad es un grupo de seres humanos que comparten elementos en común, como idioma, 
costumbres, ubicación geográfica, visión del mundo o valores, por ejemplo. Dentro de una 
comunidad se suele crear una identidad común mediante la diferenciación de otros grupos o 
comunidades. Y es el Estado el que debe velar por la protección de la comunidad en la que participa 
cada persona sin importar condiciones, tal es así que en el Artículo 07 de la Constitución Política del 
Perú prescribe que existe el derecho a la protección de la comunidad, siendo el Estado el encargado 
de cumplir con lo señalado. 
El Examen Periódico Universal, EPU, es uno de los mecanismos de seguimiento de 
las Naciones Unidas y, en su tercer ciclo en el 2017, Perú fue uno de los Estados examinados. Ello 
volvió a brindar la oportunidad a diversas organizaciones de sociedad civil a mirar objetiva y 
críticamente, desde su específico campo de trabajo, en qué medida los ciudadanos y ciudadanas 
peruanos tenían garantizados sus derechos, qué limitaciones se presentaban, qué desafíos debían 
enfrentar y, en base a estas consideraciones, sugerir recomendaciones para continuar en el camino 
hacia el pleno ejercicio de sus derechos. Treinta y nueve coaliciones y organizaciones individuales 
de sociedad civil en el país enviamos informes a las Naciones Unidas y, en espacios de diálogo en 
reuniones convocadas por el SNU aquí en Perú, seguimos aprendiendo sobre lo que significa 
involucrarse en el proceso del EPU desde sociedad civil y la conveniencia de articularnos en grupos 
mayores para actos de incidencia conjuntos. 
2.4.4.2 MARCO NORMATIVO 
El Sistema de las Naciones Unidas, en respuesta a la realidad apremiante que afecta a 
los pueblos indígenas del mundo y con la finalidad de fomentar una cultura de respeto a los derechos 
humanos por medio de la implementación de los mecanismos respectivos, designó a un Relator 
Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de los 
Indígenas. Desde el inicio, el trabajo del Relator ha procurado responder a las numerosas demandas 
provenientes de los cinco continentes lo que representa un desafío muy grande. Su mandato de 
elaboración de informes temáticos, de comunicaciones y de visitas a los países, a través de un diálogo 
constructivo con los Estados para ayudarles a cumplir sus obligaciones en materia de derechos 
humanos, ha permitido abordar temas de interés general para los pueblos indígenas. Las situaciones 
de país se abordan en informes específicos que se han constituido en un instrumento de 
contribuciones significativas para la promoción, ejercicio y exigibilidad de los derechos de los 
pueblos indígenas.  
En esta perspectiva, se decidió elaborar la presente publicación para dar a conocer el 
mandato del relator especial y se ha previsto difundirla a nivel de Ecuador, Perú y Bolivia, sin que 
ello impida ampliar su difusión a otros niveles. Este primer paso compromete nuestros esfuerzos para 
construir sociedades respetuosas de la diversidad cultural, de los derechos humanos en general y de 
los primeros pueblos que habitaron la tierra: los pueblos indígenas. 
La Declaración Universal de los Derechos Humanos (SACASA, 2017), adoptada por 
los Estados Parte en 1948, marcó un hito para la humanidad, pero también para la Organización de 
las Naciones Unidas y los países que la conforman. En ella se dejó sentada la universalidad e 
interdependencia de los derechos humanos y se estableció que todas las personas, sin excepción, 
nacemos libres e iguales. Desde entonces, una serie de tratados, resoluciones y declaraciones se han 
inspirado en la Declaración Universal y se ha creado un conjunto de mecanismos para garantizar el 
respeto y la protección de los derechos humanos en todos los países del mundo. Asimismo, con el 
tiempo, se han establecido espacios de diálogo y de participación de los diferentes actores de la 
sociedad para hacer seguimiento a los compromisos asumidos. En ese sentido, la participación activa 
de las organizaciones de la sociedad civil ha sido determinante para la promoción de un país más 
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justo, donde todos y todas puedan ejercer sus derechos y llevar una vida digna. El intenso esfuerzo 
desplegado para hacer visible ciertas situaciones, ha permitido tomar acción sobre ellas y evidenciar 
que aún existen grupos en situación de vulnerabilidad que ven restringido el acceso a sus derechos. 
 




La violencia de género (Jimmy, 2018) constituye la expresión de toda violencia que 
se ejerce por el hombre contra esta por su condición de tal, y tiene su génesis en la discriminación 
intemporal, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobres las mujeres. 
De esta perspectiva la violencia contra las mujeres no se reduce al ámbito familiar 
(como parte de la relación de subordinación), sino a una estructura social caracterizada por la 
discriminación, desigualdad y relaciones de poder entre el hombre y la mujer. 
El artículo 1, de la CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, 
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER- BELEM DO PARÁ, 
señala: “(...) debe entenderse por violencia contra la mujer, cualquier acción o conducta, basada en 
su género, que cause la muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicólogo a la mujer, tanto en el 
ámbito público o privado”. 
En igual sentido, la COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE LAS NACIONES 
UNIDAS, en la resolución número 2005/41, definió la violencia contra mujer como “todo acto de 
violencia sexista que tengo o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o 
psicólogo para la mujer”.  
Así mismo, la DECLARACIÓN DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES 
UNIDAS SOBRE LA ELIMINACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, elaborada en 
la 85 sesión plenaria celebrado el 20 de diciembre del año 1993, reconoce que “la violencia contra la 
mujer constituye una manifestación de poder históricamente desiguales entre el hombre y la mujer, 
que han conducido a la dominación de la mujer es uno de los mecanismos sociales fundamentales 
por los que se refuerza a la mujer a una situación de subordinación respecto del hombre” (es evidente 
la conexión entre violencia de género y discriminación, relaciones de poder y desigualdad).  
La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer (CEDAW) en su artículo 1, expresa: ”La discriminación contra la mujer denotará toda 
distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o 
anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre 
la base de la igualdad del hombre del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier esfera”. 
El hombre, a través de diferentes actos con contenido violento que, en su expresión 
final, más radical ocasiona la muerte de la mujer, trata de establecer su dominio y jerarquía sobre 
ella. Esta violencia que ejerce el hombre contra la mujer es producto de un sistema de relaciones de 
género que intenta incardinar e incorporar en la sociedad la idea “de que los hombres son superiores 
a las mujeres”. 
La estructura patriarcal de nuestra sociedad, construida históricamente, contribuye a 
establecer el ideal masculino como especie dominante, a sentar la concepción que existe una relación 
de subordinación e inferioridad de la mujer hacia el hombre. 
La asignación de estereotipos y roles prefijados, consolida el equívoco de la visión 
masculina e impide la libre autodeterminación de la mujer; así en este contexto la violencia que se 
ejerce en sus diferentes manifestaciones (la muerte es la forma más extrema) constituye una constante 
vulneración de sus derechos humanos. 
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Es evidente la magnitud del fenómeno criminal de la violencia contra la mujer. 
Estadísticamente, son alarmantes las cifras de feminicidio que se registran, por lo que los poderes 
públicos no pueden ser ajenos a esta realidad, y en este sentido, existe la necesidad de la reacción 
penal frente a la situación que se puede percibir, en cuanto transgreden derechos fundamentales como 
la vida, la integridad física (bienes jurídicos básicos), la libertad, la dignidad, la igualdad, la seguridad 
y la no discriminación, proclamados en la Constitución Política del Perú. 
De acuerdo el artículo 44, de la norma “normarum”, el Estado tiene el deber de 
adoptar las medidas necesarias para proteger a la población de las amenazas contra su seguridad. Por 
tanto, la violencia contra la mujer no solo debe calificarse como un maltrato físico, sino 
esencialmente es un ataque contra los derechos humanos de la mujer. 
En ese sentido, es necesaria la reacción contra la violencia de género que afecta a la 
mujer (por el solo hecho de serlo) que existe como fenómeno social (que tiene su origen en una 
situación de discriminación, desigualdad y de relaciones de poder entre el hombre y la mujer), y una 
de las medidas necesarias es su tipificación como delito como línea de acción para evitar su comisión 
(en torno a un paradigma de prevención general y especial). Esta acción de política criminal es 
legítima para proteger un tipo de violencia que afecta a las mujeres por su condición de tal. 
Es pertinente puntualizar que la CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA 
PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER DE BELEM 
DO PARÁ y el COMITÉ PARA LA ELIMINACIÓN DE LA DISCRIMINACIÓN CONTRA LA 
MUJER emitieron pronunciamientos al respecto y recomendaron a los Estados Partes adoptar 
políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, y entre ellas, se 
pide incluir en la legislación interna normas penales, para protegerlas contra todo tipo de violencia. 
El Perú ratificó estos convenios el 13 de setiembre de 1982 y el 04 de febrero de 1996, y se insertaron 
en el sistema jurídico interno de conformidad con lo dispuesto por el artículo 55 de la Constitución 
Política del Perú. Nuestro país se comprometió a garantizar el cumplimiento efectivo de estos 
instrumentos internacionales en el sentido de brindar una respuesta a la violencia que se ejerce sobre 
la mujer. 
Es claro que la situación de violencia contra la mujer exige respuestas irregulares, 
oportunas y eficaces por parte del Estado y la sociedad misma. 
 
2.4.5.2 DEFINICIÓN 
El reglamento de la Ley Nº 30364 en su artículo Nº 35 refiere que el Juzgado de 
Familia puede realizar una audiencia con la sola presencia de las víctimas o sin ellas. En caso que las 
circunstancias lo ameriten, dicta las medidas de protección o cautelares correspondientes, en el plazo 
de 72 horas que establece la Ley. Cuando el Juzgado lo considere necesario entrevistar a la persona 
denunciada. Para efectos del cómputo de los plazos se considera las dificultades geográficas en zonas 
rurales. 
Recibido un caso de riesgo severo de acuerdo a la Ficha de Valoración del Riesgo, 
el Juzgado de Familia adopta de inmediato las medidas de protección o cautelares que correspondan 
a favor de las víctimas. De esta manera el artículo 37 del referido reglamento establece que el Juzgado 
de Familia dicta la medida de protección más idónea para el bienestar y seguridad de la víctima, 
atendiendo a las circunstancias particulares del caso, los resultados de la ficha de valoración del 
riesgo, la pre existencia de denuncias por hechos similares, la relación de la víctima con la persona 
denunciada, la diferencia de edades o relación de dependencia entre la víctima y la persona 
denunciada y, la situación económica y social de la víctima, entre otros aspectos que revelen 
vulnerabilidad. 
Así mismo, se indica que las medidas de protección deben ser céleres y eficaces de 
lo contrario generan responsabilidad funcional; sin embargo, he aquí el problema puesto que en razón 
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a priorizar la celeridad al otorgar las medidas de protección no se analiza correctamente cada caso 
en particular a fin de determinar si realmente se necesita que se otorguen dichas medidas; porque 
tampoco lo ideal no es otorgar por otorgar. 
La víctima tiene derecho a interponer recurso de apelación en la audiencia o dentro de 
los tres días siguientes de haber sido notificadas con la resolución que se pronuncia sobre las medidas 
de protección o cautelares. 
En los casos que las víctimas sean niñas, niños o adolescentes, los servicios de 
asistencia jurídica gratuita y defensa pública en tanto se encuentren apersonados y la Fiscalía de 
Familia o Mixta pueden interponer la apelación antes señalada dentro de los mismos plazos, tomando 
en cuenta su opinión conforme el artículo 9 del Código de los Niños y Adolescentes. 
La persona procesada tiene derecho a interponer recurso de apelación dentro de los 
tres días siguientes de la audiencia en caso de haber asistido a esta; o en caso contrario en el mismo 
plazo computado, desde la notificación con la resolución que resuelve las medidas de protección o 
cautelares. La apelación se concede sin efecto suspensivo. 
En casos de apelación de las medidas de protección o medidas cautelares por parte 
de la víctima, está se encuentra exonerada del pago de tasas judiciales. Siendo que en el derecho 
penal, como decía Max Weber, es la máxima expresión de la violencia legítima. Pero no debe ser 
sobrestimado. La sanción penal es el más severo instrumento de control formal social, no suficiente 
para evitar este comportamiento lesivo, pues deben aunarse a él, otras líneas de acción pública, en 
tanto su eliminación constituye “condición indispensable para su desarrollo individual y social, y su 
plena e igualitaria participación en todas las esferas de vida”. Entonces, si bien, la sanción penal 
cumple funciones de disuasión, consolida y reafirma la exigencia de un modelo de conducta al 
condenado, ello no es suficiente para erradicar la violencia contra la mujer, pues requiere, además,  
que sus operadores apliquen perspectiva de género en sus decisiones, ello es, una visión diferenciada 
de la tradicional, que comporte el conocimiento de la realidad social en que se encuentran las mujeres 
y que se lleve a cabo toda actividad con la obligación de debida diligencia. 
 
2.4.5.3 TIPOS DE MEDIDAS 
El artículo 08 (b) de la Convención interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer “BELÉM DO PARÁ” obliga a los Estados Partes a adoptar 
medidas específicas para modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres 
para contrarrestar perjuicios y costumbres y todo tipo de prácticas que se basen en la premisa de la 
inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para el 
hombre y la mujer que legitiman o exacerban la violencia contra la mujer. 
La Ley Nº 30364 Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar de fecha 23 de noviembre del 2015, establece que los 
operadores al aplicar la ley deben considerar los siguientes enfoques: 
 Enfoque de género: 
Reconoce la existencia de circunstancias asimétricas en la relación entre hombres y 
mujeres, construidas sobre la base de las diferencias de género que se constituyen en una de las causas 
principales de la violencia hacia las mujeres. Este enfoque debe orientar el diseño de las estrategias 
de intervención orientadas al logro de la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres. 
 Enfoque de integralidad: 
Reconoce que en la violencia contra las mujeres confluyen múltiples causas y factores 
que están presentes en distintos ámbitos, a nivel individual, familiar, comunitario y estructural. Por 
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ello, se hace necesario establecer intervenciones en los distintos niveles en los que las personas se 
desenvuelven y desde distintas disciplinas. 
 Enfoque de interculturalidad: 
Reconoce la necesidad del diálogo entre las distintas culturas que se integran en la 
sociedad peruana, de modo que permita recuperar, desde los diversos contextos culturales, todas 
aquellas expresiones que se basan en el respeto a la otra persona. Este enfoque no admite aceptar 
prácticas culturales discriminatorias que toleran la violencia u obstaculizan el goce de igualdad de 
derechos entre personas de géneros diferentes. 
 Enfoque de derechos humanos: 
Reconoce que el objetivo principal de toda intervención en el marco de esta ley debe 
ser la realización de los derechos humanos, identificando a los titulares de derechos y aquello a lo 
que tienen derecho conforme a sus particulares necesidades; identificando; así mismo, a los obligados 
o titulados de deberes y de las obligaciones que le corresponden. Se procura fortalecer la capacidad 
de los titulares de derechos para reivindicar estos y de los titulares de deberes para cumplir sus 
obligaciones. 
 Enfoque de interseccionalidad: 
Reconoce que la experiencia que las mujeres tienen de la violencia se ve influida por 
factores e identidades como su etnia, color, religión, opinión política o de otro tipo; origen nacional 
o social, patrimonio; estado civil, orientación sexual, condición de seropositiva, condición de 
inmigrante o refugiada, edad o discapacidad; y, en su caso, incluye medidas orientadas a 
determinados grupos de mujeres. 
 Enfoque de generacional: 
Reconoce que es necesario identificar las relaciones de poder entre las distintas edades 
de la vida y sus vinculaciones para mejorar las condiciones de vida o el desarrollo común. Considera 
que la niñez, la juventud, la adultez y la vejez deben tener una conexión, pues en conjunto están 
abonando a una historia común y deben fortalecerse generacionalmente. Presenta aportaciones a 
largo plazo considerado. 
Cabe precisar que además de las medidas de protección señaladas en la Ley el Juzgado 
de Familia puede dictaminar: 
 Retiro del agresor del domicilio. 
 Prohibición de acceso a lugares de trabajo o estudio de la víctima u otro 
lugar que ésta frecuenta o de acercarse a una distancia de 300 metros. 
 Prohibición de comunicación con la víctima vía epistolar, telefónica, 
electrónica, vía chat, redes sociales, entre otras. 
 Prohibición del derecho de tenencia y porte armas para el agresor, 
debiéndose notificar a la Superintendencia Nacional de Control de Servicios 
de Seguridad, Armas, Municiones, explosivos de Uso Civil para que 
incauten las armas que están en posesión de personas respecto de las cuales 
se haya dictado la medida de protección. 
 Inventario sobre sus bienes. 
 Derivación a una casa de acogida. 
 Prohibición de disponer, enajenar, otorgar en prenda o hipoteca o cambiar 
de titularidad de los bienes muebles o inmuebles comunes. 
 Prohibición a la persona agresora de trasladar niños, niñas o personas en 
situación de cuidado del grupo familiar. 
 Tratamiento reeducativo o terapéutico para la persona agresora. 
 Cualquier otra medida de protección requerida para la protección de la 
integridad y la vida de sus víctimas o sus familiares. 
 El dictado de las medidas no impide la adopción de medidas administrativas 
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en los procedimientos sectoriales establecidos. 
 
Así mismo, en el artículo N° 27 de la Ley N° 30364 establece que la protección de 
las mujeres y de los integrantes del grupo familiar contra actos de violencia es de interés público y 
es el Estado el responsable de promover la prevención contra dichos actos y la recuperación de las 
víctimas. Señalando que es política del Estado la creación de servicios de atención y prevención 
contra la violencia. Así como, la creación y gestión de los hogares de refugio temporal, programas 
dirigidos a varones para prevenir conductas violentas y otros servicios de protección a favor de las 
víctimas y otros servicios de protección a favor de las víctimas de violencia contra la mujer e 
integrantes del grupo familiar estarán a cargo de los gobiernos locales, regionales y del Ministerio 
de la Mujer y Poblaciones Vulnerables. Es función de dicho sector promover, coordinar y articular 
la implementación de dichos servicios en cada localidad. 
 
Resulta favorable la incorporación normativa de que la policía deba tener un mapa 
geográfico y georeferencial del registro de víctimas de violencia que se encuentran con medidas de 
protección; así como la habilitación de un canal directo con las mismas para atender a sus pedidos 
de resguardo (artículo 23).  
 
Esto no había sido contemplado por ningún mecanismo normativo nacional 
anteriormente y la situación de las medidas de protección de nuestro país ha venido siendo muy 
precaria. Sin embargo, nuevamente se hace necesario fiscalizar que se otorguen recursos económicos 
a la policía para que pueda implementar esto. Además, hubiera sido importante que la norma 
consagre nuevas medidas de protección posibles dentro de las que detalla; tales como la prohibición 
de acceso del agresor a lugares de trabajo o estudio de la víctima o el congelamiento de sus cuentas 
bancarias.  Otro aspecto positivo en este ámbito es el otorgamiento de valor probatorio a los informes 
psicológicos acerca del estado de salud mental de las víctimas que realicen los Centros de 
Emergencia Mujer y otros servicios estatales especializados (artículo 26).  
 
Se enfatiza que estos certificados deben incluir las evaluaciones psicológicas de las 
víctimas; lo cual es positivo porque con anterioridad siempre se había puesto más énfasis en la 
violencia física, invisibilizando la psicológica. Asimismo, es valorable que la norma no exija 
audiencia de ratificación pericial de los certificados y evaluaciones psicológicas en las audiencias del 
proceso. Adicionalmente, en el artículo 29 de la norma se establece como política permanente del 
Estado la creación de hogares de refugio temporal y la obligación al Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables de implementar y administrar un registro de los mismos. Resulta necesario 
contar con una base como la señalada; además que es positivo que se incorpore la política permanente 
señalada porque en nuestro país siguen siendo escasos e insuficientes los centros de refugio existentes 
y esto impide proteger a las víctimas y liberarlas del círculo de violencia. 
 
Resulta favorable que se contemplen medidas para prevenir la violencia. Una de ellas 
es la creación de programas re-educativos dirigidos a agresores para evitar que vuelvan a incurrir en 
actos de violencia. Otra es la obligación a la policía y al Ministerio Público de evaluar el riesgo en 
las relaciones de pareja cuando haya habido un acto de violencia entre sus miembros (artículo 28). 
Esto busca prevenir los actos de feminicidio, que en su mayoría demuestran ocurrir luego de haber 
tenido lugar actos de violencia hacia la mujer, y adoptar medidas de protección en esa línea. 
Igualmente, la norma establece que en programas de tratamiento penitenciario se incluya un eje de 
prevención de violencia hacia las mujeres e integrantes del grupo familiar; el mismo que también 
deberá otorgarse como mecanismo de re-educación a los agresores que no reciban pena de cárcel 
(artículos 31 y 32).  
 
 Por otro lado, si bien la norma establece en su artículo 46 que los medios de 
comunicación deben tener especial cuidado con el tratamiento gráfico de las situaciones de violencia 
contra la mujer que presentan, resultaría necesario que el reglamento esboce algunas guías en torno 
a qué tipos de contenido pueden vulnerar los derechos a la intimidad de las mujeres o a la igualdad 
y no discriminación. También hubiera sido positivo que la norma contemple la obligación específica 
46 
 
de los medios de comunicación de no presentar contenidos estereotipados sobre las mujeres que las 
coloquen en una posición de inferioridad o subordinación; toda vez que es una obligación que se 
encuentra consagrada en la Convención Belém do Pará. 
 
2.4.5.4 DERECHOS DE LA PERSONA AFECTADA 
 
a) Derecho a no ser discriminada/o por razones de género, etnia, edad, cultura u 
orientación sexual.  
b) Derecho que se le brinde una atención especializada y adecuada a sus necesidades. 
c) Derecho a un trato digno, con respeto, comprensión y sensibilidad.     
d) Derecho a recibir información y orientación comprensible y adecuada a cargo de 
profesionales especializadas/os. Dicha información comprende las disposiciones 
establecidas en la Ley relativas a la protección y defensa de sus derechos y los 
recursos o servicios a los que puede acudir para su recuperación.   
e) Derecho a recibir información completa, veraz y oportuna que permita la toma de 
decisiones informada. Se debe brindar la información y recursos de afronte 
necesarios para que la persona afectada por hechos de violencia pueda tomar 
decisiones respecto a su problemática. Es importante respetar la autonomía. La/el 
profesional debe tener en cuenta que a muchas personas no les resulta fácil alejarse 
de una relación violenta y a pesar de la información recibida, es posible que no tomen 
la decisión de denunciar a su agresor o abandonarlo. En este caso, se limita a explicar 
con claridad las alternativas de solución para su problemática y a poner a su alcance 
los recursos necesarios para afrontar la situación de violencia.  
f) Derecho a la defensa jurídica gratuita, especializada e inmediata.  
g) Derecho a recibir orientación y consejería psicológica, si lo requiere.   
h) Derecho a una atención oportuna de acuerdo a su necesidad y al riesgo en que se 
encuentra, en forma inmediata y con calidad.  
i) Derecho a que se preserve en todo momento la intimidad y la confidencialidad de la 
información que brinde y de los datos que pudieran permitir su identificación y 
localización. En muchos casos las personas afectadas consideran la violencia como 
un tema vergonzoso, que afecta su intimidad personal, por lo que se debe garantizar 
la reserva sobre su caso; con excepción de los casos de violación sexual contra niños 
y niñas, en los que la denuncia es imperativa.  
j)  El personal toma las acciones necesarias para que las entrevistas se lleven a cabo en 
un ambiente de privacidad.    
k)  Sólo se brinda información acerca de los casos a solicitud de la autoridad judicial.   
l) Derecho a no relatar los hechos de violencia en forma reiterada.  
m)  Derecho a recibir información completa y oportuna sobre su salud sexual y 
reproductiva: prevención de embarazo no deseado y de infecciones de transmisión 
sexual; así como acceso a medios de anticoncepción oral de emergencia y 
antiretrovirales. 
 
2.4.5.5 ETAPAS DE ATENCIÓN 
La atención consta de cuatro etapas: admisión, atención básica, atención 
especializada y seguimiento y evaluación del caso.   
La atención se inicia con la detección de la situación de violencia y el ingreso de la 
persona al servicio. En esta etapa se identifica el motivo de la consulta. Si la persona es afectada por 
hechos de violencia familiar o sexual, se registran sus datos en la Ficha de Registro de Casos de 
Violencia Familiar y Sexual.  
La atención básica comprende la primera entrevista, valoración del riesgo y brindar 
información especializada. En los casos en los que se detecte un riesgo para la vida o salud, el CEM 
moviliza todos los recursos disponibles a fin de salvaguardar la integridad de la persona afectada.   
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La atención especializada implica recibir acompañamiento psicológico para el proceso 
legal, asistencia legal gratuita desde la etapa policial hasta la conclusión del proceso y atención social 
orientada a fortalecer sus redes socio-familiares.   
Finalmente, la atención concluye con el seguimiento y evaluación del caso, a fin de 
verificar los avances en la protección, recuperación, acceso a la justicia y fortalecimiento de 
capacidades y redes socio-familiares de la persona afectada. 
a) ADMISIÓN: 
En esta etapa, el admisionista o el profesional que haga sus veces, identifica el 
motivo de la consulta y determina si los hechos referidos por la persona solicitante constituyen 
violencia familiar o sexual para su ingreso al servicio, registra los datos generales para la atención y 
determina la prioridad o urgencia de la misma.  
 Objetivos:  
 
 Garantizar la adecuada recepción de la persona solicitante, identificar el motivo de la 
consulta y orientarla respecto a los servicios ofrecidos.   
 Derivar los casos que no constituyen violencia familiar y sexual a las instituciones 
competentes. 
 Registrar los casos en la Ficha de Registro de Casos de Violencia Familiar y Sexual. 
 Derivar a las personas afectadas por hechos de violencia para su atención Básica.  
 Identificar los casos prioritarios o urgentes: personas que se encuentren en crisis 
emocional, urgencia de salud física y mental, situación de riesgo inminente o violencia 
física o sexual reciente. Derivarlos de inmediato para su atención por los profesionales 
del CEM.  
 
 Formas de Ingreso: Para el ingreso es necesario detectar el caso de violencia familiar o 
sexual. Puede hacerse:   
 
 Cuando la persona acude directamente al servicio y refiere ser víctima de violencia 
familiar o sexual. 
 Cuando la persona acude al servicio por otro motivo y se observa que sufre violencia. 
 En una campaña, feria de servicio u otra actividad del CEM.  
 Cuando un tercero refiere conocer un hecho de violencia y proporciona información 
mínima que permita indagar sobre el hecho referido (presunto maltrato).  
 Cuando la línea de ayuda telefónica del MIMDES (Línea 100) deriva un presunto 
caso de violencia que pueda ser verificado.  
 
 Pautas de la atención:   
 
 Cuando la persona afectada notifica el caso 
El/la admisionista solicita el nombre y ocupación de la persona afectada por hechos 
de violencia e identifica el motivo de la consulta, sus necesidades y expectativas. Brinda información 
acerca de los servicios que ofrece el Centro “Emergencia Mujer” y determina si la persona es o no 
víctima de violencia familiar o sexual.  
Cuando la persona afectada por hechos de violencia tiene dificultades para reconocer 
la violencia vivida, el o la admisionista debe prestar atención a señales que pueden revelar una 
situación de violencia: a) Presencia de lesiones físicas en cualquier parte del cuerpo que parecen no 
tener relación con lo narrado: moretones, heridas, contusiones, fracturas, quemaduras, entre otras. b) 
Abortos producidos por golpes o caídas explicadas de manera confusa. c) Ansiedad, nerviosismo, 
escasa concentración y atención. d) Dolores de cabeza, espalda, gastritis crónica, espasmos 
musculares, que pueden ser síntomas de situaciones de tensión permanente relacionada con la 
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violencia vivida. e) Llanto sin razón aparente, poca afectividad, rigidez o falta de expresión, apatía, 
baja autoestima, descuido de la apariencia física, estado de alerta permanente, agresividad, en general 
síntomas que pueden hablarnos de un cuadro de depresión.  f) Fantasías o intentos de suicidio. g) La 
detección de violencia contra las y los niños y adolescentes debe de llevar a indagar sobre violencia 
contra la mujer. 
 Cuando terceros o la línea de ayuda telefónica notifican el caso 
La información que un tercero proporcione al CEM respecto de un presunto caso de 
violencia familiar o sexual debe ser registrada por el o la responsable de admisión. Si la persona 
informante desea conservar el anonimato, el o la admisionista le garantiza la confidencialidad del 
reporte y agradece su colaboración. Asimismo, brinda información respecto a las acciones inmediatas 
que va a realizar el CEM.  Registra la información en la Ficha de notificación de casos de presunto 
maltrato.  
Cuando la línea de ayuda telefónica remita un caso, se procede a su registro en el 
archivo específicamente destinado para tal fin. 
Cualquiera sea la Ficha, el o la admisionista la deriva al servicio social del CEM para 
la validación de la información allí consignada. Si no hubiera este servicio, se deriva al servicio de 
psicología o finalmente al servicio legal. Recibida la Ficha correspondiente el o la profesional:  
a) Interviene de inmediato y notifica a la Policía Nacional del Perú o Fiscalía de 
turno correspondiente. Si de la información proporcionada se pueden obtener datos suficientes como 
para considerar que existe o puede existir una situación en la que la salud o integridad de la persona 
supuestamente afectada se encuentran dañadas o en peligro, el servicio legal interviene 
necesariamente.  b) Toma acciones para verificar o complementar la información de la ficha de 
notificación. (Indagaciones telefónicas con instituciones, redes de la zona, etc.) y se desplaza al lugar 
donde se encuentre la persona afectada a fin de establecer contacto con ésta o con quienes puedan 
brindar información sobre los hechos notificados.  c) Archiva las fichas que no proporcionen 
suficiente información para localizar el lugar donde ocurre la agresión (domicilio, centro educativo, 
etc.) o donde se encuentra la persona afectada. 
 Protocolo de validación del caso 
La validación de un caso probable se realiza cuando se requiere verificar que los 
hechos referidos por la persona que accede al servicio (solicitante, terceros, líneas de ayuda 
telefónica) constituyen violencia familiar o sexual. Incluye acciones de recojo de información y su 
correspondiente evaluación. 
 Validación urgente 
Se asigna esta prioridad a los casos en los que la información obtenida indica que la 
salud tanto física como mental o la seguridad de la persona afectada se encuentran en riesgo o 
seriamente amenazadas.   
En violencia familiar son factores de riesgo: la intensidad, frecuencia y duración de 
la violencia (maltrato) referida, la ausencia de redes socio-familiares o de comunicación por parte de 
la víctima, los antecedentes de violencia (maltrato), la utilización o tenencia de armas o el consumo 
de sustancias psicoactivas por parte del agresor.   
En los casos de maltrato infantil son factores de riesgo: la conducta de los 
progenitores o personas a cargo del cuidado (cuidadores) respecto de la violencia (maltrato) y la edad 






b) ATENCIÓN BÁSICA: 
Es la primera intervención profesional que recibe la persona afectada y comprende 
las acciones dirigidas a orientar, contener, evaluar la situación de riesgo o daño y contribuir a su 
protección inmediata.   
La atención básica está a cargo de un/a profesional de psicología y un/a trabajador/a 
social, debidamente capacitados en temas de género, violencia familiar o sexual y técnicas de 
intervención en situaciones de crisis.  
  La atención básica comprende las siguientes acciones:    
o Explorar el motivo de consulta. 
o Escuchar y orientar respecto a la violencia vivida.  
o Brindar información respecto a los derechos de las personas usuarias de los 
servicios del CEM y las alternativas frente a su problemática.  
o Evaluar el riesgo en que se encuentra la persona usuaria y elaborar un plan 
de seguridad de ser necesario.  
o Valorar inicialmente las alternativas de solución.  
o Elegir y poner en marcha un plan de intervención.  
o Insertar a la persona afectada, de acuerdo a su necesidad prioritaria, en un 
proceso de acompañamiento psicológico, brindarle patrocinio legal gratuito 
y realizar gestión social para el fortalecimiento de sus capacidades y de su 
red familiar.  
 
c) ATENCIÓN ESPECIALIZADA: 
Es la atención realizada por los profesionales del CEM con el fin de contribuir a la 
protección, recuperación, acceso a la justicia y fortalecimiento de las redes socio familiares de la 
persona afectada.  
 Objetivos: 
 
 Brindar acompañamiento psicológico durante el proceso legal que inicia la 
persona afectada.   
 Contribuir al fortalecimiento de las redes familiares o sociales de la persona 
afectada.   
 Contribuir a hacer efectivo el acceso a la justicia de la persona afectada.  
 
 De la Intervención Psicológica: Tiene como objetivo brindar acompañamiento psicológico a 
la usuaria del CEM durante el proceso legal. Sus principales tareas:   
  
 Promover en la persona afectada un rol activo en la solución de su problemática.  
 Trabajar sobre las expectativas, fantasías y miedos de la persona afectada en 
cada etapa del proceso legal por la cual atraviesa una persona que denuncia un 
hecho de violencia familiar o sexual.  
 Emitir informes psicológicos de parte para comunicar una situación de alto 
riesgo que requiera la protección de la persona usuaria o cuando lo solicite el 
servicio legal del CEM.  
 Derivar a servicios de salud especializados los casos que requieran un 
tratamiento terapéutico.  
 
 De la Intervención Legal: 
Tiene como objetivo fundamental la protección y defensa de los Derechos Humanos 




Consideraciones generales: Toda intervención legal debe:    
 Considerar el problema de la usuaria no solo como un caso legal, sino como una 
situación humana. 
 Considerar que cada caso tiene matices diferentes que implican la construcción 
de una estrategia legal personalizada y acorde con las necesidades de la 
agraviada o agraviado.  
 Identificar y denunciar cualquier acción que justifique o menoscabe los 
Derechos Humanos de la persona afectada por parte de cualquier operador de 
justicia.  
 Tener en cuenta que muchas mujeres abandonan los procesos legales e inclusive 
se arrepienten antes de iniciarlo. Por lo que no debe juzgar ni culpabilizar a la 
usuaria.  
 Promover que la usuaria participe activamente en los procesos. Esto permite a la 
usuaria conocer las dificultades que se presentan en las diferentes instancias y la 
forma de sortearlas.  
 Patrocinar los casos de violencia familiar o sexual en cualquier etapa del proceso 
y procurar la culminación satisfactoria de los mismos.  
 Llevar un registro actualizado de los expedientes en trámite según formato 
anexo.   
 Solicitar las medidas de protección pertinentes con la finalidad de salvaguardar 
la integridad física, psicológica y sexual de la víctima.  
 Interposición de los recursos necesarios para garantizar la adecuada defensa. 
 
2.4.6 REVICTIMIZACIÓN  
 
2.4.6.1 DEFINICIÓN 
Se conoce como revictimización, victimización secundaria o doble victimización el 
proceso mediante el cual se produce un sufrimiento añadido por parte de instituciones y profesionales 
encargados de prestar atención a la víctima (ya sea de malos tratos o violencia de género, secuestros, 
abusos sexuales, etc) a la hora de investigar el delito o instruir las diligencias oportunas en el 
esclarecimiento de lo ocurrido: jueces, policías o abogados entre muchos otros. 
El prefijo re- nos indica una condición de repetición, es decir, la persona ya fue 
víctima de violencia interpersonal en otro momento temporal diferente y pasado (bien en la infancia 
o llegada ya la vida adulta), y existen dos agentes diferentes de agresión, el causante en el origen y 
en la segunda ocasión por una entidad distinta; por lo tanto, se es víctima en dos o más momentos de 
la vida. 
Como ya hemos comentado, cuando se habla de agente o perpetrador no se refiere 
únicamente a personas físicas, sino también a grupos o estructuras, como podría ser por ejemplo el 
sistema judicial/legal de un país. Es más, es en las instituciones judiciales o, incluso en algunos casos, 
en los medios de comunicación, donde se produce con más frecuencia este fenómeno (aunque 
también en el contexto sociosanitario). Otras fuentes agentes podrían ser familiares, profesionales 
del ámbito educativo y redes sociales. 
La persona maltratada reexperimenta el papel de víctima fruto de revivir los 
momentos dolorosos y emociones asociadas a su experiencia traumática inicial en repetidas 
ocasiones (en un entorno que de por sí ya suele ser lo suficientemente estresante como son los 
procesos judiciales) fomentado esto por instituciones o profesionales de los cuales el perjudicado 
normalmente espera ayuda, comprensión y apoyo. Por lo cual, estaría siendo el blanco de una 
negligencia del sistema y del inadecuado abordaje que se hace en estos casos. 
2.4.6.2 CAUSAS 
 Hostilidad del sistema de justicia y falta de información sobre el proceso: para la 
inmensa mayoría de las mujeres que han sufrido violencia de género y acuden al sistema de 
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Justicia, éste les es completamente ajeno y desconocido, pudiéndo sentirse confundidas o 
perdidas. El hecho de tener que enfrentarse de nuevo a su agresor o incluso de comparecer 
ante el propio juzgado y testificar, la vestimenta de los operadores jurídicos o el lenguaje 
extraño y complejo que se utiliza, pueden llegar a provocar una revictimización (Navarro, 
2009:476). Esta situación se agrava en aquellos casos donde existe un inadecuado 
asesoramiento jurídico a la víctima, ya que propicia una situación de incertidumbre y 
angustia (Amnistía Internacional, 2012:7). 
 Estereotipos de género y cuestionamiento a la víctima: la existencia de estos estereotipos 
en los agentes está íntimamente relacionada, junto a la incomprensión del fenómeno, al 
excesivo cuestionamiento del relato y/o minimización de los hechos. En palabras de Tania 
Sordo, “los agentes consideran que las mujeres que no cumplen con el estereotipo femenino 
son culpables por los delitos que se cometen en su contra” (2012:10). Estos mitos y 
estereotipos, que funcionan como enmascaradores de la realidad, están relacionados 
directamente con la incomprensión de la violencia de género desde una perspectiva integral 
por parte de las personas que aplican las leyes. Este desconocimiento y los prejuicios pueden 
conllevar actitudes por parte de los/as profesionales hacia las mujeres afectadas por violencia 
de género tales como “la descalificación, el descrédito, la falta de empatía, la imposición de 
ritmos y/o actuaciones, etc.” que favorecen la revictimización (Calle, 2004:65), un 
cuestionamiento aún mayor en aquellos casos donde las mujeres pertenecen a colectivos 
vulnerables (Amnistía Internacional, 2012:4). 
 Crisis económica: es necesario mencionar el impacto que han tenido la crisis económica y 
las medidas políticas que se han tomado a causa de esta situación de precariedad económica. 
Concretamente, una de las áreas que se ha visto más afectada por la crisis en lo que respecta 
a los delitos de violencia de género es la del asesoramiento jurídico a la víctima; además, ha 
habido una disminución de las órdenes de protección concedidas (Ministerio de Igualdad, 
2015:49). 
 
La raíz y a la vez la solución de este último problema no es otra que una cuestión de 
voluntad política. En cuanto a los demás problemas mencionados en las líneas previas, podemos ver 
cómo la causa común podría ser la insuficiente formación específica en cuanto al fenómeno de la 
violencia de género, más allá del conocimiento de la propia ley. 
Teniendo constancia de dichos obstáculos a la aplicación efectiva de la LO 1/2004 y 
de que pueden llegar a provocar una revictimización, es importante hacer hincapié en la necesidad 
de que se realice una evaluación completa de su alcance y aplicación por parte de las instituciones 
públicas, para de esta manera poder detectar todos aquellos aspectos que generan una revictimización 
de las mujeres víctimas de la violencia de género y poder proponer planes y medidas para garantizar 
sus derechos. 
 
2.4.6.3 SECUELAS PSICOLÓGICAS 
Según García-Pablos de la Molina, experto penal y criminológico “La víctima sufre 
a menudo un severo impacto psicológico que se añade al daño material o físico en que el delito 
consiste. La vivencia criminal se actualiza, revive y perpetúa en la mente de la víctima. La 
impotencia ante el mal y el temor a que éste se repita producen prolongadas sensaciones de 
angustia, ansiedad, depresión, etc. El abatimiento genera, no pocas veces sutiles y asombrosas 
reacciones psicológicas, producto de la necesidad de explicar un hecho traumático como el 
injustamente padecido, que dan lugar a genuinos complejos de culpa, como la propia atribución 
de la responsabilidad o autoculpabilización. La sociedad misma, de otra parte, estigmatiza a la 
víctima.  
La víctima queda “tocada”, es el “perdedor”. La victimización produce, 
pues, aislamiento social y marginación que incrementará en lo sucesivo el riesgo de 
victimización, haciendo más vulnerable a quien padeció los efectos del delito; se cierra así un 
fatídico círculo vicioso que a corto plazo modifica los estilos y hábitos de vida de la víctima, 
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afecta negativamente a su vida cotidiana y doméstica, a sus relaciones interpersonales, actividad 
profesional, social, etc”. 
La victimización secundaria, sumada al impacto psicológico inicial del propio delito 
(victimización primaria), a la falta de apoyo y atención esperada, así como a todos aquellos 
aspectos que hemos comentado anteriormente que la conforman y propician, a largo 
plazo pueden desencadenar también diferentes problemas psicológicos entre los que destacan: 
 
 Estrés postraumático. 
 Abuso de sustancias. 
 Pérdida de motivación y autoestima, irritabilidad, apatía. 
 Inicio de cuadros depresivos. 
 Ansiedad. 
 Problemas de concentración o para mantener la atención.  
 Miedo y/o sensación de amenaza constante.  
 Aparición de sentimientos de injusticia y rabia.  
 Conducta de aislamiento o evitación y fobias.  
 Tendencias paranoides y suicidas. 
 
Del mismo modo, estos trastornos se ven acompañados de otros de tipo funcional 
o psicofisiológicos tales como: 
 
 Trastornos orgánicos funcionales y del sueño.  
 Enfermedades psicosomáticas. 
 Cefaleas. 
 Efectos cardiovasculares y/ o gastrointestinales, entre otros. 
 
Además, existen algunos factores que propician que el evento traumático sea más o 
menos impactante en sus vidas como los antecedentes individuales, familiares, organizativos, 
comunitarios, la personalidad de los individuos, las redes sociales de apoyo con las que se cuenta, 
el nivel de estudios, las ideologías y creencias y la reacción de la sociedad, entre otros. 
Conclusión; la revictimización genera fuertes impactos psicosociales porque 
remueven las situaciones traumáticas generadas por la violación de la dignidad y de derechos, 
así como un atentado a la reputación y el honor de la persona. En definitiva, una marcada merma 
en la calidad de vida y bienestar de la víctima. 
 
2.4.6.4 MEDIDAS PARA EVITARLA O REDUCIRLA 
Lejos de responder con solidaridad y justicia la sociedad misma estigmatiza a la 
víctima. Si bien evitar completamente la revictimización es casi imposible (por la necesidad de dictar 
una sentencia acorde al delito acontecido) sí que para minimizarlo al máximo se puede tratar de: 
 
 En casos muy mediáticos (como puede ser en la tan en auge violencia de género), 
donde aparece repetidamente la noticia en los medios de comunicación de masas, lo 
ideal en la línea de la ética profesional sería preservar al máximo los derechos de la 
víctima evitando primero de todo difundir su identidad y respetar tanto su intimidad 
como la de sus familiares. Es decir, que no haya intromisiones en su privacidad para 
que puedan seguir el curso normal de sus vidas. También es obligación de los 
gabinetes de prensa policiales no facilitar según qué información para evitar dicha 
persecución mediática. 
 No menos importante, evitar entrar en aspectos que puedan interpretarse como 
justificación del acto violento, eximir de responsabilidad al agente de la agresión 
o incluso culpar a la propia víctima (hecho que encontramos bastante a menudo sobre 
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todo en casos de agresiones sexuales, donde se considera que la víctima merecía y/o 
provocaba la violencia “por cómo iba vestida” o alegando que “seguro que también 
disfrutó”). 
 No poner en duda las versiones de la víctima (con preguntas o aseveraciones que 
transmitan dudas acerca de la veracidad de su experiencia) por parte de los 
profesionales sanitarios, policiales y judiciales en el momento de su acogimiento en 
base a predisposiciones negativas personales. Que los interrogatorios fueran llevados 
a cabo por psicólogos especializados, con entrevistas acordes a la etapa evolutiva de 
la víctima, sería una alternativa a tener en cuenta. 
 Acoger las necesidades de la víctima, comprender su sufrimiento y propiciar su 
confianza brindándole un espacio seguro y cálido donde poder hablar de lo ocurrido, 
insistiendo en la confidencialidad. Para ello sería necesario un equipo multidisciplinar 
psico-socio-jurídico que trabaje sin prejuicios ante el perjudicado y con empatía, 
nunca minimizando las secuelas de la victimización y siempre validando las 
emociones experimentadas en cada momento. 
 Fomentar un sistema de apoyo psicológico (y de las medidas de seguridad oportunas 
en el caso de que la persona siga en peligro de volver a ser objeto del delito 
denunciado/de su agresor). 
 Desde el sistema judicial: minimizar todo lo posible la duración de los procesos 
judiciales y burocráticos (que en ocasiones pueden ser interminables, llegando a durar 
años), impedir litigios donde víctima y agresor vuelven a verse las caras en repetidas 
ocasiones y evitar en todo caso continuas tomas de declaración o interrogatorios donde 




2.5.1 Hipótesis General: 
 
Sí, resultaría necesaria la implementación de nuevas medidas en los casos de violencia según la 
Ley N° 30364 para la protección y recuperación de las víctimas y agresores; toda vez que desde 
la creación de ésta ley el índice de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar 
ha ido en aumento. 
 
2.5.2 Hipótesis Específica: 
 
La falta de educación en los hogares, centros de estudio y de centros de trabajo influiría en las 
conductas de los integrantes de cada uno de éstos ámbitos, generando el riesgo del incremento de 
los casos de violencia familiar. 
 
2.6 DEFINICIÓN Y OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES 
 
2.6.1 Definición Conceptual 
Hipótesis General: 
Sí, resulta necesaria la implementación de nuevas medidas en los casos de violencia según la Ley 
N° 30364 para la protección y recuperación de las víctimas y agresores; toda vez que desde la 
creación de ésta ley el índice de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar ha 
ido en aumento. 
VI: Sí, resulta necesaria la implementación de nuevas medidas en los casos de violencia según la 
Ley N° 30364 para la protección y recuperación de las víctimas y agresores. 
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VI1 Violencia: Es la fuerza física, psicológica, sexual o económica que se ejerce 
intencionalmente con otra persona o contra uno mismo, contra sus pertenencias o sus seres 
queridos, ya sea para conseguir un fin determinado, forzando la voluntad del sujeto agredido, 
o por razones patológicas del agresor que goza con el sufrimiento ajeno. 
VI2 Ley N° 30364: Ley peruana promulgada en el año 2015 con el fin de prevenir, sancionar 
y erradicar la violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar. 
 VI3 Victimas: Personas que sufren un daño o perjuicio a causa de determinada acción o 
suceso. 
 VI4 Agresores: Es un sujeto o sujetos que tienen tendencia a la hostilidad por cuestiones 
psicológicas o socioculturales, una persona que puede desarrollar conductas que se vinculan 
a la agresividad, provocando daños a terceros. 
VD: Toda vez que desde la creación de ésta ley el índice de violencia contra la mujer y los integrantes 
del grupo familiar ha ido en aumento. 
 
VD1 Mujer: Es una persona de sexo femenino en contraste a un varón que ya ha llegado a 
la pubertad o a la edad adulta. 
VD2Integrante del grupo familiar: Son personas vinculadas familiarmente a la víctima 
sean cónyuges, convivientes, ex convivientes, ascendientes, descendientes, parientes 
colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, quienes habitan 
en el mismo hogar sin relación laboral o contractual y quienes hayan procreado hijos. 
Hipótesis Específica:  
La falta de educación en los hogares, centros de estudio y centros de trabajo, influye en las 
conductas de los integrantes de cada uno de éstos ámbitos, generando el riesgo del incremento de 
los casos de violencia familiar. 
VI: La falta de educación en los hogares, centros de estudio y centros de trabajo influye en las 
conductas de los integrantes de cada uno de éstos ámbitos. 
 
VI1 Educación: Formación destinada a desarrollar la capacidad intelectual, moral y 
afectiva de las personas de acuerdo con la cultura y las normas de convivencia de la 
sociedad a la que pertenecen. 
VI2 Hogares: Domicilio habitual de una persona y en el que desarrolla su vida privada o 
familiar. 
VI 3 Centro de Estudios: Lugar en el que una persona accede a la educación, recibe, 
asimila y aprende conocimientos, además de adquirir una concienciación cultural y 
conductual por parte de las generaciones anteriores. 
VI4 Centro de trabajo: Es la unidad productiva con organización específica dada de alta 
como tal ante la autoridad laboral; así mismo, se le conoce como un determinado lugar o 
espacio físico en el que se ejecuta el trabajo. 
VI5 Conductas: Manera de comportarse de una persona en una situación determinada o, 
en general, en los diversos ámbitos de su vida. 
VD: Generando el riesgo del incremento de los casos de violencia familiar. 
VD1  Casos de Violencia: Situaciones en dónde existió o existe presencia de violencia 
contra los integrantes del grupo familiar en cualquiera de sus modalidades, sea física, 






2.6.2.1 Hipótesis General 
Tabla 1 
Variables Dimensiones Definición Conceptual Indicadores Fuentes 
VI: Sí, resulta necesaria la 
implementación de nuevas 
medidas en los casos de 
violencia según la Ley N° 
30364 para la protección y 
recuperación de las 
víctimas y agresores. 
Violencia: 
 
Es la fuerza física, psicológica, 
sexual o económica que se ejerce 
intencionalmente con otra 
persona o contra uno mismo, 
contra sus pertenencias o sus 
seres queridos, ya sea para 
conseguir un fin determinado, 
forzando la voluntad del sujeto 
agredido, o por razones 
patológicas del agresor que goza 














Ley N°30364: Ley peruana promulgada en el 
año 2015 con el fin de prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer y los integrantes 





Violencia contra la mujer 
Violencia contra los integrantes 






Personas que sufren un daño o 
perjuicio a causa de determinada 











Es un sujeto o sujetos que tienen 
tendencia a la hostilidad por 









socioculturales, una persona que 
puede desarrollar conductas que 
se vinculan a la agresividad, 








VD: Toda vez que desde la 
creación de ésta ley el 
índice de violencia contra la 
mujer y los integrantes del 




Es una persona de sexo femenino 
en contraste a un varón que ya ha 










Integrante del Grupo 
Familiar: 
Son personas vinculadas 
familiarmente a la víctima sean 
cónyuges, convivientes, ex 
convivientes, ascendientes, 
descendientes, parientes 
colaterales hasta el cuarto grado 
de consanguinidad y segundo de 
afinidad, quienes habitan en el 
mismo hogar sin relación laboral 










Parientes colaterales hasta el 
cuarto grado de consanguinidad 
Parientes colaterales hasta el 
segundo grado de afinidad 
Hogar 






2.6.2.2 Hipótesis Específica 
Tabla 2 
Variables Dimensiones Definición Conceptual Indicadores Fuentes 
VI: La falta de educación en 
los hogares, centros de estudio 
Educación: 
 
Formación destinada a desarrollar la 
capacidad intelectual, moral y afectiva de 
 Capacidad Intelectual 





y centros de trabajo influye en 
las conductas de los 
integrantes de cada uno de 
éstos ámbitos. 
las personas de acuerdo con la cultura y las 
normas de convivencia de la sociedad a la 
que pertenecen. 
 Capacidad Afectiva 
 Cultura 





Domicilio habitual de una persona y en el 




 Vida privada 




Centro de estudio: 
 
Lugar en el que una persona accede a la 
educación, recibe, asimila y aprende 
conocimientos, además de adquirir una 
concienciación cultural y conductual por 












Centro de trabajo: Es la unidad productiva con organización 
específica dada de alta como tal ante la 
autoridad laboral; así mismo, se le conoce 
como un determinado lugar o espacio físico 
en el que se ejecuta el trabajo. 
 
 Unidad Productiva 
 Organización 
 Autoridad Laboral 
 Lugar 





Conductas: Manera de comportarse de una persona en 
una situación determinada o, en general, en 


















VD: Generando el riesgo del 
incremento de los casos de 
violencia familiar. 
Casos de violencia 
familiar: 
Situaciones en dónde existió o existe 
presencia de violencia contra los 
integrantes del grupo familiar en 
cualquiera de sus modalidades, sea física, 
psicológica, sexual o económica. 
 Violencia 
 Integrantes del grupo 
familiar 
 Violencia Física 
 Violencia Psicológica 
 Violencia Sexual 











La presente tesis es de carácter cualitativo, por cuanto se indagará en doctrina especializada 
acerca de las medidas de protección y recuperación existentes en la Ley N° 30364 a fin de 
implementar nuevas ante el incremento de los índices de violencia desde la creación de ésta ley. 
3.2 DISEÑO 
El diseño de investigación es cualitativo y documental, porque se recurrirá a las instituciones 
jurídicas, a la doctrina y preceptos normativos, relacionados a la Ley N° 30364 “Ley para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar”, así mismo, se 
analizará artículos relacionadas al tema de investigación.  
En la presente investigación se utilizará el método de la investigación analítico por cuanto 
se estudiará cuáles serían las medidas a implementar respecto a la protección y recuperación de las 
víctimas y agresores en los casos de violencia familiar. 
3.3 NIVEL 
La presente tesis es de carácter descriptivo, puesto que se recolectará información que 
permita desarrollar y determinar si resulta necesaria la implementación de nuevas medidas en los 
casos de violencia según la Ley N° 30364 para la protección y recuperación de las víctimas y 
agresores; y ello con razón al preocupante e increíble aumento en los índices de violencia contra la 
mujer y los integrantes del grupo familiar.  
3.4 TIPO 
El tipo de estudio que se utilizará en la presente investigación será el explicativo, por cuanto 
tiene por objetivo demostrar que, resultan insuficientes las medidas de protección y recuperación 
para las víctimas y agresores en los casos de violencia familiar señaladas por la Ley N° 30364; ello 
con el fin de encontrar la verdadera eficacia de la referida ley.   
3.5 MÉTODOS Y PROCEDIMIENTOS 
Método Deductivo: Toda vez que nuestra investigación irá de lo general a lo particular, es 
decir se partirá de la aparición de la violencia, llegando a describir la llamada violencia de género y 
la violencia familiar; así como los cuatro tipos de violencia que refiere la Ley N° 30364; es decir la 
violencia física, psicológica, sexual y económica, siendo que ante el desconocimiento de esta 
normativa implica que el Estado Peruano no ha cumplido con su obligación de promover el 
conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia y a que se 
respeten y protejan sus derechos. 
Método inductivo: a través del cual se analizará artículos y diversas opiniones emitidas por 
estudiosos del tema a fin de evaluar la real eficacia de las medidas de protección y recuperación 
establecidas la Ley N° 30364, a fin de poder observar que medidas son necesarias de implementar 
en la normativa ante el incremento de la violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar.  
60 
 
Método analítico: a través del cual se podrá identificar las principales deficiencias de la Ley 
N° 30364 en cuanto a las medidas de protección y recuperación establecidas para las víctimas y 
agresores, analizando si es posible la creación de nuevas medidas.  
Método Histórico: En aplicación de este método se analizará los antecedentes de la Ley N° 
30364, es decir desde sus inicios y diferentes etapas en la normatividad sustantiva, a través de sus 
fuentes, para poder determinar las características que tuvo en su época primigenia hasta la actualidad. 
Método Dogmático: Para la elaboración del presente trabajo se utilizará la doctrina jurídica 
relacionada a la Ley N° 30364 Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres 
y los integrantes del grupo familiar, para de esta manera dar respuesta al problema planteado. Se 
efectuará una actividad ordenada dentro de la investigación jurídica encaminada al estudio e 
investigación de la doctrina con la finalidad de realizar abstracciones (instrumentos lógicos, 
inducción, deducción, análisis, síntesis, analogía, comparación…), en mérito a la doctrina de los más 
autores nacionales e internacionales. 
El procedimiento utilizado en la presente investigación es el de Análisis documental – 
bibliográfico; a fin de fundamentar científicamente nuestra investigación se hará uso de libros, 
informes, estadísticas, periódicos, revistas y publicaciones.   
3.6 TÉCNICAS E INSTRUMENTOS 
La técnica a emplearse en la presente investigación, será aquella que privilegie los 
documentos, a fin de analizar minuciosamente la información doctrinaria y legislativa sobre el tema 
objeto de investigación, por lo que se empleará lo siguiente: 
Fichaje: a través del Fichaje Bibliográfico se compilará todo lo que se ha escrito directa o 
indirectamente sobre la Ley N° 30364 y su reglamento; así mismo sobre su eficacia en la lucha contra 
la violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar, llegando a tener una postura respecto 
a la investigación. 
Recolección y Análisis de datos: por medio de esta técnica se analizará minuciosamente la 
información doctrinaria y legislativa sobre el tema objeto de nuestra investigación. 
La información que se recopilará se procesará de acuerdo a los logros obtenidos mediante 
las técnicas, fuentes e instrumentos empleados para la recolección de la información. Asimismo, los 
datos obtenidos se analizarán detalladamente con la finalidad de dar validez a la hipótesis planteada. 



















RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
Después de haber desarrollado los capítulos precedentes, en el presente capítulo se 
analizará y se demostrará la hipótesis de la investigación. 
 
4.1 RESULTADOS 
El procedimiento utilizado en la presente investigación es el de Análisis Documental- 
Bibliográfico; a fin de fundamentar científicamente la misma, haciéndose uso de libros, informes, 
estadísticas, periódicos, revistas y publicaciones. 
Según lo analizado se ha podido verificar que frente a este gran desafío que concierne 
la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, el Estado Peruano interviene 
diseñando políticas, innovando normativas y creando servicios especializados; sin embargo, desde 
la creación y promulgación de la Ley N° 30364 en lugar de reducir la violencia de género y la 
violencia familiar; ésta ha incrementado; por lo que como objetivo general se había establecido en el 
presente trabajo que se analizaría si resulta necesaria la implementación de nuevas medidas en estos 
casos, para la protección y recuperación de las víctimas y agresores, siendo que para llegar a ésta 
conclusión y demostración de la hipótesis general así como el cumplimiento del objetivo general del 
presente trabajo, es de importancia señalar lo más resaltante recabado de la doctrina y publicaciones 
relacionadas al tema: 
Tabla 3 




Cualquier persona, en favor 
de la persona perjudicada, 





La Defensoría del 
Pueblo
Tienen especial deber 
para interponer las 
denuncias: Profesionales 
del sector salud y 
educación.
Centros de Emergencia 




¿Dónde se presenta la denuncia? 
 
 
a) Policía Nacional del Perú- PNP: es la institución del Estado que mediante sus comisarias o 
delegaciones en cada distrito, se  encarga  de velar por los derechos humanos de los ciudadanos, 
en los casos de violencia contra la mujer  la policía cuenta con una Guía de procedimientos para 
la intervención de la policía nacional en el marco de La Ley N° 30364 “Ley para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar” y su 
reglamento DS Nº 009-2016-MIMP propuesta por la RD. N° 925-A-2016-DIRGEN/EMG-PNP 
DEL 12SET2016. Los oficiales y suboficiales con este dispositivo legal se orientan en casos de 
violencia contra la mujer por ejemplo en casos de flagrancia: 
 
 El personal policial debe constituirse de inmediato al lugar de los hechos, tomando todas 
las precauciones para el resguardo y protección de la víctima, de la escena, indicios y 
evidencias, lo que dejará constancia en acta. 
 En caso de flagrante delito, el interviniente procede a la inmediata detención del agresor 
(a), incluso, allanando su domicilio o el lugar donde estén ocurriendo los hechos. 
 En caso que la víctima y el intervenido (a) presenten lesiones deben ser conducidos al 
nosocomio más cercano para su atención inmediata.  
 El responsable de la investigación policial debe comunicar de inmediato, por cualquier 
medio (escrito, correo electrónico, u otro) de la detención a la Fiscalía Penal y Juzgado de 
Familia o su equivalente respectivamente, para las acciones de su competencia. 
Asimismo, realizará las siguientes diligencias:  
 Obtener el diagnóstico del nosocomio donde fue atendida la víctima. 
 Determinar el medio empleado para causar las lesiones.  
 Remitir al laboratorio de criminalística la ropa, instrumento empleado, así como otros 
indicios y/o evidencias hallados durante las inspecciones policiales, para el estudio 











 En caso sea posible, ubicar el instrumento del delito y fotografiarlo en el lugar en que se 
encuentre. Antes de recogerlo, levantar el croquis y emitir el acta respectiva.  
 Comunicar a la Unidad especializada los casos establecidos en las disposiciones legales e 
institucionales. 
 
b) Ministerio Público- MP: es un organismo autónomo del Estado y tiene como funciones 
principales la defensa de la legalidad, de los derechos ciudadanos y de los intereses públicos; la 
representación de la sociedad en juicio, para los efectos de defender a la familia, a los menores e 
incapaces y el interés social, así como para velar por la moral pública; la persecución del delito y 
la reparación civil. También vela por la prevención del delito dentro de las limitaciones que 
resultan de la ley y por la independencia de los órganos judiciales y la recta administración de 
justicia y las demás que le señalan la Constitución Política del Perú y el ordenamiento jurídico de 
la Nación. Para el debido cumplimiento de sus funciones y atribuciones, el Fiscal de la Nación y 
los fiscales ejercitarán las acciones o recursos y actuarán las pruebas que admiten la Legislación 
Administrativa y Judicial vigente conforme lo estable la Ley Orgánica del Ministerio Público (D. 
L. 052). 
El Ministerio Público, en mérito a un compromiso institucional y a la obligatoriedad del Estado 
peruano de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra 
las mujeres, orienta sus acciones a reducir los niveles de violencia contra ellas, motivo por el cual, 
creó en el año 2009, el Registro de Feminicidio a cargo del Observatorio de Criminalidad, como 
una herramienta que permite brindar información sobre muertes de mujeres por razones de género 
para fortalecer una política institucional dirigida a promover la investigación eficaz en estos casos, 
así como a la prevención y protección, que contribuya a la erradicación de cualquier amenaza para 
el bienestar y seguridad de las mujeres. 
 
c) Poder Judicial-PJ: en su ejercicio funcional es autónomo en lo político, administrativo, 
económico, disciplinario e independiente en lo jurisdiccional, con sujeción a la Constitución. No 
existe, ni puede instituirse, ninguna jurisdicción que pueda cumplir esta misma tarea, con 
excepción de los organismos de justicia militar y arbitral.  
 
El Poder Judicial es, de acuerdo a la Constitución y las leyes, la institución encargada de 
administrar justicia a través de sus órganos jerárquicos que son los Juzgados de Paz no Letrados, 
los Juzgados de Paz Letrados, las Cortes Superiores y la Corte Suprema de Justicia de la República. 
 
El funcionamiento del Poder Judicial se rige por la Ley Orgánica del Poder Judicial que establece 
su estructura orgánica y precisa sus funciones. 
Comentario: “Una vez que se ha recepcionado las denuncias correspondientes en las 
instituciones que se han indicado, éstas tienen el deber de continuar con el proceso y abrir 
investigación, otorgándole a las víctimas las medidas de protección correspondientes; sin embargo, 
las medidas de recuperación son las que no suelen ser muy promovidas y conocidas, por lo que cabe 
indicar que existen otras instituciones que ayudan con este punto casi olvidado, puesto que no solo 
se trata de perseguir el delito sino de buscar cómo ayudar a las víctimas y a los agresores de 
violencia de género y violencia familiar, y para ello el Estado Peruano cuenta con estas otras 
instituciones pero lo que no ha cumplido es con informar a la población de éstas instituciones que 
son de atención gratuita; es decir no se ha cumplido con promoverlas como se debería, siendo ésta 
una de las nuevas medidas que se deberían implementar, el hecho de que las propias instituciones 
del Estado así como los centros de estudio y de trabajo promuevan a las instituciones que brindan 
asistencia jurídica y defensa pública gratuita, con el fin de que las víctimas de este tipos de casos no 






¿Quiénes instituciones pueden brindar asistencia jurídica y defensa pública gratuita? 
 
 
El Estado brinda asistencia jurídica y defensa pública en forma inmediata, gratuita, especializada y 
en tu propia lengua, para garantizar el efectivo ejercicio de tus derechos frente a la violencia. Esta 
atención se realiza a través del: 
a) Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables: 
 Centros Emergencia Mujer- CEM: A nivel nacional se encuentran 351 Centros 
Emergencia Mujer (entre regulares y comisarías), son servicios públicos 
especializados y gratuitos que brindan atención integral y multidisciplinaria, para 
los diferentes tipos de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar. 
Te ofrecen orientación legal, defensa judicial y consejería psicológica. Se procura la 
recuperación del daño sufrido y se presta asistencia social. 
 Servicio de Atención Urgente-SAU: Es un servicio gratuito, especializado que 
brinda en forma inmediata, eficaz y oportuna, atención a las víctimas en violencia 
familiar y sexual. Dicho servicio se brinda a través de la Línea 100 y/o son 
reportados por los medios de comunicación que requieren atención urgente; a fin de 
procurar la protección de la persona afectada. 
 Línea 100: Es un servicio gratuito, especializado de atención telefónica a nivel 
nacional, brinda información, orientación, consejería y soporte emocional a las 
personas afectadas o involucradas en hechos de violencia familiar o sexual. El 
horario de atención es de lunes a domingo durante las 24 horas del día, este servicio 
es de fácil acceso desde cualquier teléfono fijo, público o celular. Su denuncia puede 
ser anónima. 
 Chat 100: Es un servicio personalizado a través de internet y en tiempo real. Está a 
cargo de profesionales del Programa Nacional Contra la Violencia Familiar y 
Sexual, quiénes brindan información y/u orientación psicológica, identifica 
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situaciones de riesgo de violencia que pueden presentarse en las relaciones de 
enamoramiento y/o noviazgo, y también atienden a personas afectadas por violencia 
familiar y sexual. El horario de atención es de lunes a viernes de 08:00 a.m. 10:00 
p.m. 
b) Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (MINJUS): 
 Centro de Asistencia Legal Gratuita- ALEGRA: Mediante los ALEGRA, el 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, a través de la Dirección General de 
Defensa Pública y Acceso a la Justicia, busca acercar la justicia a la población. Los 
ALEGRA te brindan un servicio legal integral y de calidad para la población, en 
especial a los que menos recursos tienen, reuniendo a la Defensoría Pública en 
materia familiar, civil, laboral y penal para la defensa de las víctimas y los agresores. 
c) Ministerio Público (MP): 
 Unidad de Asistencia a Víctimas y Testigos- UDAVIT: Estas unidades compuestas 
por equipos multidisciplinarios de profesionales de las áreas de derecho, psicología 
y trabajo social, que brindan asistencia integral a las personas víctimas y testigos/as 
que les permita afrontar las consecuencias emocionales del delito y aquellas 
afectaciones generadas por las actuaciones procesales en las que deba intervenir, 
contando para esto con el apoyo de los circuitos de asistencia. 
Cabe indicar en la presente investigación se ha rescatado ocho casos internacionales y 
nacionales, emblemáticos, relacionados a la violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar, los cuáles son: 
1. Gessica Notaro (Italia): La modelo y cantante italiana fue agredida por su ex pareja, Jorge 
Edson Tavares. El hecho ocurrió en Italia el 10 de enero de 2017. El sujeto le lanzó ácido en 
la cara cuando ella se disponía a entrar a su casa, acompañada de su nueva pareja.  
La joven de 29 años, que llegó a ser finalista del certamen Miss Italia en 2007, mantuvo el 
romance con Tavares durante dos años, pero fue una relación tormentosa que terminó en 
agosto de 2016, aunque el hombre se negaba a aceptarlo. 
Gessica Notaro perdió la visión de uno de sus ojos, su rostro ha quedado desfigurado y 
necesitará diversas operaciones para poder atenuar las marcas que le provocó el ácido. En 









2. Nabila Rifo (Chile): Esta mujer chilena de 28 años fue atacada por Mauricio Ortega, su 
expareja y padre de 2 de sus 4 hijos. El trágico hecho ocurrió el 13 de mayo de 2016 en 
Chile. El sujeto, en total estado de ebriedad, la golpeó hasta fracturarle el cráneo y los dientes, 
y también le sacó los ojos. 
Nabila Rifo fue encontrada en la calle por un adolescente que dio aviso a la Policía. En el 
hospital donde la atendieron confirmaron sus lesiones y certificaron que no tenía globos 
oculares. Según fuentes policiales, el agresor se los habría sacado con la llave de un auto. 
Al momento de su detención, Ortega se declaró inocente, sin embargo, la fiscalía lo acusó 
por los delitos de feminicidio frustrado y mutilación. Fue condenado a casi 25 años de 
prisión, pero la Corte Suprema de Justicia de Argentina le rebajó la pena a 18 años tras 








3. Sara Zghoul (Estados Unidos): La modelo estadounidense de ascendencia jordana fue 
asesinada, decapitada y descuartizada, y su cadáver fue hallado dentro de dos maletas al 
interior de un BMW en la localidad de Aloha, en el estado de Oregon, en Estados Unidos. 
Su cabeza no pudo ser encontrada. El hecho ocurrió el 30 de enero de este año. El principal 
sospechoso de este crimen, identificado como Jeremiah Ward Johnston (35) fue detenido por 
los policías. Es un delincuente, con múltiples condenas por traficar con drogas desde el 2014. 
Hacía tres meses que había salido de prisión. 
La mujer de 28 años, era madre de un niño de 3 y había trabajado como actriz y modelo. 
"Sara era muy divertida y una gran madre", declararon algunos de sus amigos los medios, 
mientras que su familia emitió un comunicado desde Jordania, donde viven, en el que exigen 












4. Yury Rosero (Colombia): Esta enfermera fue atacada con un bisturí por su ex pareja en 
octubre de 2017. La gravedad de los cortes que le hizo el sujeto con el objeto punzo-cortante 
en el rostro, en la cabeza y la espalda, tuvieron que ser suturados con las de 150 puntos. 
Pero es no fue todo. No contento con las cortadas, el sujeto la lanzó por las escaleras, pero 
ella logró levantarse y salir corriendo con ayuda de su hija, quien la acompañó al 
departamento en el que vivía con su agresor a donde llegó para recoger sus cosas. 
 
5. Tatiana Kolodziey (Argentina): El asesinato de esta mujer de 33 años ocurrió en octubre 
de 2012. Fue hallada sin vida, enterrada en un predio de la ciudad de Resistencia, en la 
provincia del Chaco, en Argentina. Según la autopsia, esta mujer fue golpeada brutalmente 
en diferentes partes del cuerpo, violada y estrangulada. 
El sospechoso del asesinato fue identificado como Juan Ernesto Cabeza. Este sujeto ya tenía 
un historial delictivo en su haber: en los 90 fue condenado a 24 años de prisión por violar a 
varias mujeres en Buenos Aires. Por ello, cumplió 16 años de prisión efectiva hasta que en 
septiembre logró su libertad condicional. 
El asesino trabajaba como chofer de taxi. Tatiana tuvo la mala suerte de que le tocara cuando 
pidió una unidad para ir a la casa de su novio. En un principio, Cabeza negó que hubiera 
atacado a Tatiana. Sin embargo, luego confesó la autoría del homicidio por el cual fue 








6. Valentina Henríquez (Chile): Ella fue pareja de Camilo Castaldi Lira, vocalista de la banda 
chilena Los Tetas, y denunció públicamente a través de su cuenta de Facebook por violentas 
agresiones físicas y psicológicas que se habrían iniciado al tercer mes desde que comenzaron 
su relación. 
En la misma publicación, la joven agregó una serie de fotos en las que muestra los golpes 
que recibió en diferentes partes del cuerpo: en la cara, en uno de sus ojos, en sus dientes, en 
su nariz, en su rodilla, en su tobillo. 
Al respecto, el cantante respondió a las acusaciones de Valentina Henríquez por la misma 
red social, y desmintió las acusaciones. Dijo que eran "absolutamente falsas". Además, 







7. Milagros Rumiche (Perú): Esta mujer fue atacada brutalmente en agosto de 2016 en 
Tumbes por su expareja y padre de su hijo, Carlos Feijoo Mogollón, quien la dejó 
abandonada en un descampado tras golpearla salvajemente, provocándole lesiones en el 
tabique, los labios, así como fractura del cuello. 
La víctima permaneció internada durante varios meses en hospitales de Tumbes y Lima, 
debido a la gravedad de sus heridas. Su agresor se dio a la fuga, pero casi tres meses y medio 
después del ataque —en noviembre de 2016— pudo ser capturado por efectivos de la PNP. 
Poco más de un año después de la brutal agresión, el Juzgado Colegiado Permanente 
Supraprovincial de la Corte Superior de Justicia de Tumbes condenó a 10 años de cárcel a 















8. Eyvi Liset Ágreda Marchena (Perú): una joven cajamarquina que trabajaba en un 'service', 
lugar donde habría conocido a su agresor, identificado como Carlos Javier Hualpa Vacas. 
Según algunos testigos, antes de bañarla con combustible, él le gritó: "Si no eres para mí, no 
serás para nadie". Después, Eyvi ardió. Según los psicoanalistas, quien quema a una mujer 
sabe que el sufrimiento es infinito. 
Luego del ataque, la joven de 22 años fue llevada al hospital Casimiro Ulloa, pero debido a 
la gravedad de sus heridas —presentaba quemaduras de segundo y tercer grado en más del 
60% de su cuerpo— fue trasladada al hospital Guillermo Almenara, en La Victoria. 
La autoridad policial señaló que no era la primera vez que este sujeto perseguía a la víctima. 
Detalló que hace tres semanas, la esperó en el paradero y la siguió hasta su casa. El Poder 
Judicial dictó nueve meses de prisión preventiva en su contra. En tanto, Eyvi, presentó una 
leve mejoría e incluso, despertó del sueño al que fue inducida por la gravedad de sus 
heridas. La joven resistió valientemente más de un mes, pero su cuerpo no aguantó y falleció 
este viernes. 
Figura 7 




Comentario: “Como bien se ha dejado demostrado, los casos de violencia de género y 
violencia familiar son realmente alarmantes, siendo que con el paso del tiempo no solo ha 
aumentado el índice de violencia sino las formas de ejercerla son aún peores de las que habían 
antes. Y lamentablemente las víctimas muchas veces no denuncian por temor, por pánico a sus 
agresores, y de esto tiene culpa el Estado mismo, porque no genera confianza en sus instituciones; 
es decir ¿De qué sirve incrementar el número de instituciones para recepcionar este tipo de 
denuncias y para brindar atención integral a cada uno de estos casos, si todavía NO existe personal 
suficiente y realmente capacitado para generar la confianza en la población de que se está logrando 
algo, de que existe una salida, de que es posible escapar de un mundo de violencia y de que el Estado 
está apoyándolos? Pues no sirve de nada y eso se ve reflejado en el incremento de la violencia contra 
las mujeres y los integrantes del grupo familiar; siendo ésta una de las nuevas medidas que resulta 
necesaria implementar en cada uno de los centros de salud (postas, hospitales, clínicas, etc), centros 
de trabajo, centros de estudio y en cada una de las instituciones ya referidas como las comisarías, 
el poder judicial, el ministerio público y los centros de emergencia mujer.” 
Con respecto al objetivo específico del presente trabajo, el cual implica determinar 
cómo influye el factor educación en los hogares, centros de estudio y centros de trabajo en el 
incremento de los casos de violencia familiar, éste se ha llegado a cumplir puesto que ha quedado 
demostrado que efectivamente es el aspecto de la educación el punto que juega el papel más 
importante en nuestra sociedad. 
En nuestro país, la incidencia de la violencia contra la mujer y discriminación como 
causales del delito de agresiones contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar regulado por 
nuestro Código Penal, es de gran consideración. Los tratados y Convenios Internacionales que 
protegen los derechos humanos están en contra de la discriminación, en esta línea de ideas tomamos 
como referente la Convención para Eliminar Todas las Formas de discriminación contra la Mujer 
(CEDAW) la que fue adoptada por el Estado peruano en el año 1981, está convención es de carácter 
vinculante y tiene el mismo valor que una ley nacional.   
La Constitución política del Perú “La Carta Magna” siendo la norma más importante en 
nuestro estado de derecho, la cual deben de acatar todos los ciudadanos de nuestra sociedad sin 
excepción, en el art. 2 inc.2 prescribe que: Toda persona tiene derecho: A la igualdad ante la ley. 
Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición 
económica o de cualquiera otra índole. 
Para darles mayor seguridad jurídica a las personas naturales, el legislador peruano en 
el Decreto Legislativo 1323 se pronuncia sobre la discriminación, confirma lo dicho por la 
constitución y los tratados internacionales en la norma siguiente:  
“Artículo 323.- Discriminación e incitación a la discriminación 
El que, por sí o mediante terceros, realiza actos de distinción, exclusión, restricción o 
preferencia que anulan o menoscaban el reconocimiento, goce o ejercicio de cualquier derecho de 
una persona o grupo de personas reconocido en la ley, la Constitución o en los tratados de derechos 
humanos de los cuales el Perú es parte, basados en motivos raciales, religiosos, nacionalidad, edad, 
sexo, orientación sexual, identidad de género, idioma, identidad étnica o cultural, opinión, nivel socio 
económico, condición migratoria, discapacidad, condición de salud, factor genético, filiación, o 
cualquier otro motivo, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor de 
tres años, o con prestación de servicios a la comunidad de sesenta a ciento veinte jornadas. 
Si el agente actúa en su calidad de servidor civil, o se realiza el hecho mediante actos 
de violencia física o mental, a través de internet u otro medio análogo, la pena privativa de libertad 





El 2 de Agosto de 2016, el Tribunal Constitucional (TC) ha dicho respecto a la 
discriminación contra las mujeres lo siguiente: A propósito de la convocatoria a una movilización 
nacional contra la violencia hacia las mujeres, programada para el día 13 de este mes, así como de la 
reciente aprobación del Plan Nacional contra la Violencia de Género, resulta interesante repasar qué 
ha explicado el Tribunal Constitucional (TC) respecto a la discriminación contra las mujeres y la 
necesidad de alcanzar la igualdad entre ciudadanos. 
En primer lugar, debe destacarse que el Colegiado ha afirmado que la igualdad entre 
hombres y mujeres, así como la prohibición de discriminación contra la mujer, son normas 
imperativas del Derecho Internacional (ius cogens), es decir, que no admiten disposición en 
contrario, de acuerdo con el artículo 53 de la Convención de Viena del Derecho de los Tratados de 
1969. A esta conclusión llegó luego de observar que la igualdad de derechos entre hombres y mujeres 
y la prohibición de discriminación sobre la base del género son principios basados en tratados 
internacionales que significan una prohibición expresa de diferenciaciones históricamente arraigadas 
y que han situado a grupos de la población en posiciones desventajosas y contrarias a la dignidad de 
la persona humana. 
En esa misma ocasión, explicó que las acciones positivas son medidas (normas 
jurídicas, políticas, planes, programas y prácticas) que permiten compensar las desventajas históricas 
y sociales que impiden a las mujeres actuar en igualdad de condiciones y tener las mismas 
oportunidades, es decir, que buscan la igualdad social sustantiva. 
Adicionalmente, sobre la necesidad de adoptar este tipo de medidas, ha explicado en 
otra sentencia que la incorporación de la mujer en esferas de las que nunca debió estar relegada 
(política, laboral, educativa, entre otras) no es una tarea que se encuentre consolidada, pues buena 
parte de nuestra sociedad aún se nutre de patrones culturales patriarcales que relegan al colectivo 
femenino a un rol secundario, por lo que no puede considerarse inconstitucionales medidas 
legislativas con menores exigencias formales para las mujeres que desean acceder a un beneficio 
social, por ejemplo. 
También ha señalado el Colegiado que una medida discriminatoria contra la mujer es 
aquella que, en términos sencillos, se funda no solo en la pura y simple constatación del sexo de la 
persona perjudicada, sino también cuando se justifican en la concurrencia de razones o circunstancias 
que tengan con el sexo de la persona una conexión directa e inequívoca. Así se pronunció cuando 
llegó a su sede el caso de una cadete expulsada de la Escuela de Oficiales de la Policía Nacional del 
Perú por quedar embarazada. Advirtió que este hecho biológico incontrovertible, incide de forma 
exclusiva sobre las mujeres y que, por ello, cualquier distinción de trato, en el ámbito público o 
privado, desfavorable para la mujer por su estado de gravidez, constituye un acto discriminatorio que 
es nulo de pleno de derecho por contravenir el artículo 2, inciso 2, de la Constitución 
Las normas internacionales como la Convención Interamericana para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer "CONVENCION DE BELEM DO PARA", que en 
el Perú fue aprobada por Resolución Legislativa N° 26583 del 22 de marzo de 1996, fue ratificada el 
4 de abril de 1996 y depositada el 4 de junio de 1996, finalmente, entró en vigencia el 4 de julio de 
1996. 
 En el Capítulo II donde se encuentran los Derechos Protegidos para las mujeres 
tenemos el art. 3 que garantiza a las mujeres a vivir una vida sin violencia, que a la letra dice: “Toda 
mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado.” 
 La Ley N°. 30364 Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar, publicada el 23 de noviembre de 2015 en el diario oficial 
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el peruano, es la norma nacional que garantiza a las mujeres a vivir una vida sin violencia como lo 
expresa en el siguiente texto: 
Artículo 9. Derecho a una vida libre de violencia 
Las mujeres y los integrantes del grupo familiar tienen derecho a una vida libre de 
violencia, a ser valorados y educados, a estar libres de toda forma de discriminación, estigmatización 
y de patrones estereotipados de comportamientos, prácticas sociales y culturales basadas en 
conceptos de inferioridad y subordinación. 
El Tribunal Constitucional (TC) se pronunció en el diario oficial el peruano el 26 de 
marzo 2018 respecto a la violencia contra la mujer: 
Justicia con enfoque de género: 
La atención prioritaria y efectiva por parte del Estado, en todos sus niveles, para 
enfrentar los casos de violencia que sufren las mujeres en el Perú, instó el Tribunal Constitucional 
(TC) en reciente sentencia que en materia de derechos fundamentales representa no solo un avance 
importante en la perspectiva de género sino también en el derecho a una vida libre de violencia. 
Así, el TC desarrolla la obligación constitucional de modo especial para lograr la 
eficiencia en la impartición de justicia en casos de violencia contra la mujer y, en específico, los de 
agresión sexual, en un esfuerzo por evitar que se perpetúen injusticias en el país por razón de género. 
Esto, al advertir que dicha situación constituye un problema estructural en nuestra sociedad que ha 
colocado a sus ciudadanas en una posición de especial vulnerabilidad. 
Sin duda, una decisión justificada tanto en datos estadísticos como en declaraciones 
normativas internacionales y de políticas públicas. En efecto, el Tribunal nos recuerda que, según el 
INEI, el 68.2% de las mujeres han sufrido algún tipo de violencia por parte de su esposo o compañero 
en el 2016; y que apenas el 27.2%, menos de un tercio del total, buscó ayuda en una institución como 
la Policía Nacional, las defensorías municipales, el Ministerio Público, el Poder Judicial o el 
Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables. 
En ese sentido, se reconocen los esfuerzos de desarrollo legislativo y del diseño de 
políticas públicas para atender la situación de vulnerabilidad de la mujer peruana en normas como la 
Ley Nº 30364, para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes 
del grupo familiar; y en cuyo artículo 9 se garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia, así como el actual Plan Nacional contra la Violencia de Género 2016-2021. 
No obstante, expone también las observaciones del Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer de las Naciones Unidas respecto a los supuestos obstáculos a los que 
deben enfrentar las mujeres para acceder a la justicia, esto es, la prevención de la violencia, castigo 
a los agresores y el servicio reparador para las víctimas. Un reto para la función jurisdiccional en el 
país. 
Se espera, de ese modo, que conforme lo recomienda el Comité, nuestra sociedad pueda 
seguir con la concertación de esfuerzos para cambiar los arraigados estereotipos de género, reforzar 
las capacidades de los magistrados, defensores, profesionales de la salud y médicos forenses, en la 
atención a las mujeres víctimas de la violencia que acudan a la justicia considerando debidamente 
las cuestiones de género; alentar la denuncia de todos estos casos de violencia, tanto dentro como 
fuera del hogar, incluida la agresión sexual; e incrementar los medios de protección disponibles para 







Las normas internacionales como la Convención Interamericana para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer "CONVENCION DE BELEM DO PARA", que en 
el Perú fue aprobada por Resolución Legislativa N° 26583 del 22 de marzo de 1996, fue ratificada el 
4 de abril de 1996 y depositada el 4 de junio de 1996, finalmente, entró en vigencia el 4 de julio de 
1996. 
 En el Capítulo II donde se encuentran los Derechos Protegidos para las mujeres 
tenemos el art. 3 que garantiza a las mujeres a vivir una vida sin violencia, que a la letra dice: “Toda 
mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado.” 
 La Ley N°. 30364 Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar, publicada el 23 de noviembre de 2015 en el diario oficial 
el peruano, es la norma nacional que garantiza a las mujeres a vivir una vida sin violencia como lo 
expresa en el siguiente texto: 
Artículo 9. Derecho a una vida libre de violencia 
Las mujeres y los integrantes del grupo familiar tienen derecho a una vida libre de 
violencia, a ser valorados y educados, a estar libres de toda forma de discriminación, estigmatización 
y de patrones estereotipados de comportamientos, prácticas sociales y culturales basadas en 
conceptos de inferioridad y subordinación. 
Inclusive, por medio del fundamento de voto de la magistrada Marianella Ledesma 
Narváez, se deja como un desafío en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, el desarrollo del 
contenido y alcances del derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, pese al reconocimiento, 
en otras sentencias, de diferencias históricamente muy arraigadas y que han situado a grupos de la 
población en posiciones no solo desventajosas, sino también contrarias a la dignidad de la persona, 
lo cual es plenamente aplicable a la situación de las mujeres, sobre todo en el caso de las pobres y 
extremadamente pobres en el Perú. 
Entonces, si bien existen instituciones que son las encargadas de recepcionar las 
denuncias y orientar a la población, éstas no cuentan con personal suficiente, debido a la gran 
cantidad de casos que se presentan día a día en cada una de estas instituciones, siendo en muchas 
ocasiones lo determinante para que los casos no se resuelvan de manera correcta y con la celeridad 
que deberían, esto es de inferir, dado que si la Ley N° 30364 has sido promulgada en el año 2015 
con la finalidad de prevenir, erradicar y sancionar a la violencia contra la mujer y los integrantes del 
grupo familiar, en lugar de ello, ha aumentado, siendo que en el presente año 2019 en los dos 
primeros meses se han registrado en los Centros de Emergencia Mujer, pertenecientes al Ministerio 
de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, 27,432 (Veintisiete mil cuatrocientos treinta y dos) denuncias 
de violencia familiar en el Perú, siendo el caso de Piura en el que se registraron 1,183 casos de 
violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar. Cabe indicar que, dentro de estas cifras, 
según las estadísticas del Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual del Ministerio de 
la Mujer y Poblaciones Vulnerables, las tres ciudades con mayor índice de violencia familiar son 
Cusco, Apurimac y Piura, teniendo un 16.9%, 16,2% y 15,3% respectivamente según el Instituto 
Nacional de Estadísticas e Informática (INEI 2019), con lo cual queda claro que pese a la existencia 
de estas intuiciones del Estado, aun no hay una total efectividad en la resolución de ésta problemática. 
Más aun, cuando el personal existente no resulta suficientemente capaz para escuchar y orientar a 
población como debería, es decir, desde las charlas informativas que se dan en los centros de trabajo, 
en los centros de estudio hasta las campañas para informar a la gente de las zonas rurales, no resulta 
ser suficiente ni ser totalmente eficaces, puesto que hay un número bastante considerable de mujeres 
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de diferentes edades que no denuncian que sufren de violencia física y/o psicológica, y menos 
denuncian que sufren de algún otro tipo de violencia puesto que la mayoría solo conoce estos dos 
tipos, tal como se manifiesta de la información recogida, y de los casos que se han podido señalar, 
ya que las mujeres siguen pensando que porque su pareja, conviviente, esposo, o el padre de sus hijos 
les da para el hogar, ellas tienen que “aguantar humillaciones”, constituyéndose esto en violencia 
económica. Yo misma he tenido la oportunidad no solo de leer sino de vivir experiencias relacionadas 
a la violencia de género que es el tipo de violencia del que también trata la presente ley, y por las 
conversaciones que he podido sostener con las mujeres víctimas de violencia, me han informado que 
en estas instituciones que nos brinda el Estado, no saben tratar a las personas que llegan con este tipo 
de casos, resultando ser muy frías en su trato, y brindando desconfianza en la resolución de su 
problema, en lugar de generar certeza de que se les ayudará en su situación, lo cual es de vital 
importancia porque si no la víctima no deseará continuar con el presente proceso, y no se someterá 
a las evaluaciones respectivas, las cuáles posteriormente se configuran en medios de convicción para 
la configuración del delito regulado en el Artículo 122-B de nuestro Código Penal. Además, es de 
indicar que la población no entiende el sentido de colocar una denuncia, la mayoría cree que estas 
instituciones solo están “para llamar la atención” a los agresores, y es por este motivo luego de 
interponer su denuncia en las comisarías o juzgados llegan al Ministerio Público con la intención de 
“retirar” su denuncia, aludiendo que “no querían llegar tan lejos” o en algunos casos las mujeres 
dicen que si el padre de sus hijos va a prisión “ya no habría sustento en el hogar”, lo cual es un claro 
indicador que la violencia económica juega un factor predominante en la mayoría de los casos y que 
muchas veces no es detectado por las mismas víctimas, llegando a verlo como “algo normal” cuando 
no lo es.  
Ahora, también es de resaltar que no todo hecho de violencia configura hecho de 
violencia de género y/o violencia contra los integrantes del grupo familiar, ya que como bien lo ha 
establecido la Disp. Sup.185-2019-MP-DFM-FSP-ILO relacionada a la Carpeta Fiscal N° 
3706024500-2019-1671-0 proveniente del Tercer Despacho Fiscal de la Fiscalía Superior Penal de 
Ilo, se indica  que las lesiones deben configurarse dentro del CONTEXTO DE VIOLENCIA 
FAMILIAR, teniendo así que evaluar los hechos denunciados para ver si encajan dentro del contexto  
de violencia como elemento normativo del tipo, pues este exige para su configuración 
necesariamente de cinco requisitos: i) Verticalidad, esto es, el sometimiento de la agraviada en una 
situación de manifiesta dependencia, ii) Móvil de destrucción, o anulatorio de la voluntad de la 
agraviada para adecuarla a los estereotipos patriarcales, iii) Ciclicidad, esto es, que los hechos se 
produzcan en un contexto periódico de violencia y cariño, que condiciona una trampa psicológica en 
la agraviada, iv) Progresividad, esto es, el contexto de la violencia es expansivo, y puede terminar 















1. Resulta necesaria la implementación de nuevas medidas de protección y recuperación para 
las víctimas y agresores en los casos de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar, 
siendo que las establecidas en el Artículo 27° de la Ley N° 30364 resultan ser insuficientes e 
ineficaces, puesto que si no fuese así desde su creación y promulgación en el año 2015 no habría 
existido un aumento en el índice de éste tipo de violencia, siendo que lo único que se ha logrado es 
generar desconfianza por parte de las víctimas hacia las instituciones creadas por el Estado para 
ayudarlas. 
 
2. El incremento de los casos de violencia de género y violencia familiar tienen su origen 
principalmente en el factor educación, siendo que al no haber buenos cimientos; basados no solo en 
valores sino en el conocimiento de lo que genera la violencia y las consecuencias que ella trae; en 
los hogares; así como en los centros de estudio y de trabajo, las personas seguirán realizando el 
comportamiento agresivo que han venido demostrando con el paso del tiempo. Siendo que la 
discriminación basada en el concepto de que la mujer es menos que el varón, sería lo que a los 
agresores (en su mayoría varones) los motiva para ejercer la violencia y les hace creer que están en 
lo correcto, y que quizás los gritos y los golpes son manifestaciones de cariño. 
 
3. No existe personal suficiente y realmente capacitado en cada una de las instituciones con las 
que el Estado cuenta, siendo defectuosa y poco eficiente la promulgación de las medidas de 
protección y recuperación, así como la promoción de lo que implica la configuración del delito de 
agresiones contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, puesto que las víctimas se 
confunden y no saben que existen instituciones en las que el hecho delictivo que habrían sufrido se 
investiga y se sanciona, así como que existen otras instituciones en las que ellas podrán encontrar 




















1. Modificar el Artículo 27° de la Ley N° 30364 a fin de implementar otras medidas de 
protección y recuperación para las víctimas y agresores en los casos de violencia familiar, tales como: 
capacitar, de manera mensual, al personal que atienden en las instituciones señaladas en el presente 
trabajo de investigación (Comisarías, Poder Judicial, Ministerio Público, Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables, entre otras) con la finalidad de que se encuentren debidamente preparados 
para atender a las víctimas y agresores en estos casos; así como, promover en los centros de salud 
(Postas y Hospitales) el servicio de “Psicólogo de Turno” el cual al igual que el médico general se 
encontraría disponible las 24 horas a fin de poder evaluar y orientar a las víctimas y agresores en los 
casos de violencia contra la mujer y violencia familiar, ello debido a que la mayoría de personas no 
denuncian o no siguen con la denuncia por motivos económicos. Asimismo, como otra medida 
propongo que se realicen de manera mensual mayores programas, charlas y campañas dirigidas a 
todas las personas de todas las edades y en diferentes zonas del país, a fin de culturizarlas y que 
tomen conocimiento de la problemática planteada, es decir, de las causas y consecuencias de la 
violencia de género y familiar; siendo así que también se pueda poner de conocimiento las medidas 
de protección y recuperación ya existentes. De igual manera, se promueva la comunicación en los 
hogares entre miembros de la familia, a fin de que la falta de ésta no conlleve a vivir en un contexto 
de violencia. 
 
2. Crear, a nivel nacional, programas de voluntariado para los estudiantes y profesionales de la 
carrera de psicología, los cuales estarían trabajando o realizando sus prácticas pre y profesionales en 
las diferentes instituciones del Estado (Comisarías, Poder Judicial, Ministerio Público, Centros de 
Emergencia Mujer, División Médico Legal, entre otras) con a finalidad de ayudar en la orientación 
y atención de las víctimas y agresores en los casos de violencia de género y familiar, ello en base a 
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1 Ley Nº 30364 “Ley para prevenir, erradicar y sancionar la violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar” (Título III y IV) 
 
TÍTULO III 
PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA, 
ATENCIÓN Y RECUPERACIÓN DE VÍCTIMAS 
Y REEDUCACIÓN DE PERSONAS AGRESORAS 
CAPÍTULO I 
PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA, ATENCIÓN 
Y RECUPERACIÓN DE VÍCTIMAS 
ARTÍCULO 27. SERVICIOS DE PROMOCIÓN, PREVENCIÓN Y RECUPERACIÓN DE 
VÍCTIMAS DE VIOLENCIA 
LA PROTECCIÓN DE LAS MUJERES Y DE LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR 
CONTRA ACTOS DE VIOLENCIA ES DE INTERÉS PÚBLICO. EL ESTADO ES 
RESPONSABLE DE PROMOVER LA PREVENCIÓN CONTRA DICHOS ACTOS Y LA 
RECUPERACIÓN DE LAS VÍCTIMAS. 
ES POLÍTICA DEL ESTADO LA CREACIÓN DE SERVICIOS DE ATENCIÓN Y 
PREVENCIÓN CONTRA LA VIOLENCIA. 
LA CREACIÓN Y GESTIÓN DE LOS HOGARES DE REFUGIO TEMPORAL, PROGRAMAS 
DIRIGIDOS A VARONES PARA PREVENIR CONDUCTAS VIOLENTAS Y OTROS 
SERVICIOS DE PROTECCIÓN A FAVOR DE LAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA CONTRA LA 
MUJER E INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR ESTARÁN A CARGO DE LOS 
GOBIERNOS LOCALES, REGIONALES Y DEL MINISTERIO DE LA MUJER Y 
POBLACIONES VULNERABLES. ES FUNCIÓN DE DICHO SECTOR PROMOVER, 
COORDINAR Y ARTICULAR LA IMPLEMENTACIÓN DE DICHOS SERVICIOS EN CADA 
LOCALIDAD. 
ARTÍCULO 28. VALORACIÓN DEL RIESGO DE VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE 
PAREJA 
EN CASOS DE VIOLENCIA DE PAREJA, LA POLICÍA NACIONAL DEL PERÚ Y EL 
MINISTERIO PÚBLICO APLICAN LA FICHA DE VALORACIÓN DEL RIESGO EN MUJERES 
VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE PAREJA COMO MEDIDA DE PREVENCIÓN DEL 
FEMINICIDIO. LA FICHA SIRVE DE INSUMO PARA EL PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS 
MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y DEBE SER ACTUALIZADA CUANDO LAS 
CIRCUNSTANCIAS LO AMERITEN. 
PARA EL CASO DE OTROS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR, SE APLICA UNA 
FICHA DE VALORACIÓN DEL RIESGO QUE PERMITA IDENTIFICAR LAS 
VULNERABILIDADES Y NECESIDADES ESPECÍFICAS DE PROTECCIÓN. 
CUANDO LA POLICÍA NACIONAL DEL PERÚ CONOZCA LOS CASOS A TRAVÉS DE SUS 
COMISARÍAS, DEBE INCLUIR ENTRE SUS ACTUACIONES LA FICHA DE VALORACIÓN 
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DE RIESGO Y REMITIRLA AL JUZGADO DE FAMILIA O EQUIVALENTE, CONFORME AL 
PROCESO REGULADO EN LA PRESENTE LEY. 
ARTÍCULO 29. IMPLEMENTACIÓN Y REGISTRO DE HOGARES DE REFUGIO 
TEMPORAL 
ES POLÍTICA PERMANENTE DEL ESTADO LA CREACIÓN DE HOGARES DE REFUGIO 
TEMPORAL. 
EL MINISTERIO DE LA MUJER Y POBLACIONES VULNERABLES IMPLEMENTA Y 
ADMINISTRA EL REGISTRO DE HOGARES DE REFUGIO TEMPORAL QUE CUMPLA CON 
LOS ESTÁNDARES DE CALIDAD EN LA PRESTACIÓN DE SERVICIO. LA INFORMACIÓN 
DE ESTE REGISTRO ES CONFIDENCIAL Y SERÁ UTILIZADA PARA LOS PROCESOS DE 
ARTICULACIÓN, PROTECCIÓN Y ASISTENCIA TÉCNICA. 
LOS GOBIERNOS LOCALES, PROVINCIALES Y DISTRITALES, Y LOS GOBIERNOS 
REGIONALES E INSTITUCIONES PRIVADAS QUE GESTIONEN Y ADMINISTREN 
HOGARES DE REFUGIO TEMPORAL FACILITARÁN LA INFORMACIÓN Y ACCESO AL 
MINISTERIO DE LA MUJER Y POBLACIONES VULNERABLES PARA EL CUMPLIMIENTO 
DE SUS FUNCIONES DE MONITOREO, SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN. 
EL MINISTERIO DE LA MUJER Y POBLACIONES VULNERABLES APRUEBA LOS 
REQUISITOS MÍNIMOS PARA CREAR Y OPERAR LOS HOGARES DE REFUGIO 
TEMPORAL, ASÍ COMO LOS ESTÁNDARES MÍNIMOS DE CALIDAD DE PRESTACIÓN 
DEL SERVICIO. 
CAPÍTULO II 
REEDUCACIÓN DE LAS PERSONAS AGRESORAS 
ARTÍCULO 30. REEDUCACIÓN DE LAS PERSONAS AGRESORAS 
ES POLÍTICA DEL ESTADO LA CREACIÓN DE SERVICIOS DE TRATAMIENTO QUE 
CONTRIBUYAN A LA REEDUCACIÓN DE PERSONAS AGRESORAS QUE HAN 
COMETIDO ACTOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL 
GRUPO FAMILIAR A FIN DE QUE EL AGRESOR DETENGA TODO TIPO DE VIOLENCIA 
CONTRA ESTOS. 
ARTÍCULO 31. TRATAMIENTO PENITENCIARIO PARA LA REINSERCIÓN SOCIAL 
DE LAS PERSONAS AGRESORAS PRIVADAS DE LIBERTAD 
EL INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO INCORPORA EL EJE DE PREVENCIÓN DE 
LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR 
DENTRO DE LOS DISTINTOS PROGRAMAS DE TRATAMIENTO PENITENCIARIO 
DIRIGIDOS A LA POBLACIÓN PENAL. 
EL CONDENADO A PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD EFECTIVA POR DELITOS 
VINCULADOS A LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL 
GRUPO FAMILIAR, PREVIA EVALUACIÓN, DEBE SEGUIR UN TRATAMIENTO DE 
REEDUCACIÓN DE CARÁCTER MULTIDISCIPLINARIO Y DIFERENCIADO, TENIENDO 
EN CUENTA LOS ENFOQUES CONSIGNADOS EN ESTA LEY A FIN DE FACILITAR SU 
REINSERCIÓN SOCIAL. EL CUMPLIMIENTO DEL TRATAMIENTO ES UN REQUISITO 
OBLIGATORIO PARA EL OTORGAMIENTO DE BENEFICIOS PENITENCIARIOS, DE 
INDULTO Y DE LA CONMUTACIÓN DE LA PENA A LOS QUE HUBIERE LUGAR, 
CONFORME AL MARCO LEGAL VIGENTE, LOS QUE NO PUEDEN SER CONCEDIDOS SIN 
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EL CORRESPONDIENTE INFORME PSICOLÓGICO Y SOCIAL QUE SE PRONUNCIE 
SOBRE LA EVOLUCIÓN DEL TRATAMIENTO DIFERENCIADO. 
EL MINISTERIO DE LA MUJER Y POBLACIONES VULNERABLES PRESTA ASISTENCIA 
TÉCNICA PARA EL DISEÑO DEL PROGRAMA DE REEDUCACIÓN. 
ARTÍCULO 32. TRATAMIENTO PARA LAS PERSONAS AGRESORAS EN MEDIO 
LIBRE 
EN LOS PROCESOS POR DELITOS VINCULADOS A ACTOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS 
MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR, EL JUEZ PUEDE IMPONER AL 
AGRESOR TRATAMIENTO PSICOSOCIAL, PSIQUIÁTRICO O DE GRUPOS DE 
AUTOAYUDA ESPECIALIZADOS EN VIOLENCIA A TRAVÉS DE LA ASISTENCIA A 
TERAPIAS SOBRE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL 
GRUPO FAMILIAR, UTILIZANDO LOS DIVERSOS PROGRAMAS QUE DESARROLLAN 
LAS INSTITUCIONES DE PROTECCIÓN A LA FAMILIA. ESTA MEDIDA PUEDE 
APLICARSE DESDE EL INICIO DEL PROCEDIMIENTO. 
ES OBLIGACIÓN DE LOS GOBIERNOS LOCALES IMPLEMENTAR, EN COORDINACIÓN 
CON EL MINISTERIO DE LA MUJER Y POBLACIONES VULNERABLES, SERVICIOS DE 
ATENCIÓN E INTERVENCIÓN PARA VARONES Y PERSONAS AGRESORAS. 
EN LOS PROCESOS POR DELITOS VINCULADOS A ACTOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS 
MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR, LOS JUZGADOS PENALES 
DEBEN PRONUNCIARSE EN LA SENTENCIA CONDENATORIA ACERCA DEL 
TRATAMIENTO ESPECIALIZADO PARA EL AGRESOR QUE NO CUMPLA PENA 
PRIVATIVA DE LIBERTAD EFECTIVA. 
EL SOMETIMIENTO A UN SERVICIO DE TRATAMIENTO PARA LA REEDUCACIÓN DE 
AGRESORES EN INSTITUCIONES PÚBLICAS O PRIVADAS QUE EL JUZGADO 
DISPONGA, ES CONSIDERADO COMO REGLA DE CONDUCTA, SIN PERJUICIO DE LA 
SANCIÓN PENAL QUE CORRESPONDA. 
TÍTULO IV 
SISTEMA NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN, SANCIÓN Y ERRADICACIÓN DE LA 
VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR 
ARTÍCULO 33. CREACIÓN, FINALIDAD Y COMPETENCIA DEL SISTEMA 
CRÉASE EL SISTEMA NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN, SANCIÓN Y ERRADICACIÓN 
DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO 
FAMILIAR, A FIN DE COORDINAR, PLANIFICAR, ORGANIZAR Y EJECUTAR ACCIONES 
ARTICULADAS, INTEGRADAS Y COMPLEMENTARIAS PARA LA ACCIÓN DEL ESTADO 
EN LA PREVENCIÓN, ATENCIÓN, PROTECCIÓN Y REPARACIÓN DE LA VÍCTIMA, LA 
SANCIÓN Y REEDUCACIÓN DEL AGRESOR, A EFECTOS DE LOGRAR LA 
ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL 
GRUPO FAMILIAR. ES UN SISTEMA FUNCIONAL. 
ARTÍCULO 34. INTEGRANTES DEL SISTEMA 
INTEGRAN EL SISTEMA NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN, SANCIÓN Y 
ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL 
GRUPO FAMILIAR LAS ENTIDADES QUE INTEGRAN LA COMISIÓN MULTISECTORIAL 
DE ALTO NIVEL, QUE CUENTA CON UNA SECRETARÍA TÉCNICA, Y LAS INSTANCIAS 
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REGIONALES, PROVINCIALES Y DISTRITALES DE CONCERTACIÓN PARA ERRADICAR 
LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. 
ARTÍCULO 35. COMISIÓN MULTISECTORIAL DE ALTO NIVEL 
CONSTITÚYASE LA COMISIÓN MULTISECTORIAL DE ALTO NIVEL CON LA 
FINALIDAD DE DIRIGIR EL SISTEMA NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN, SANCIÓN Y 
ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL 
GRUPO FAMILIAR Y FORMULAR LOS LINEAMIENTOS Y LA EVALUACIÓN DE LO 
ESTABLECIDO EN LA PRESENTE NORMA. 
LA COMISIÓN ESTÁ PRESIDIDA POR EL TITULAR O EL REPRESENTANTE DE LA ALTA 
DIRECCIÓN DEL MINISTERIO DE LA MUJER Y POBLACIONES VULNERABLES E 
INTEGRADA POR LOS TITULARES O LOS REPRESENTANTES DE LA ALTA DIRECCIÓN 
DE LAS INSTITUCIONES QUE SE DETERMINEN EN EL REGLAMENTO DE LA PRESENTE 
LEY. 
EL MINISTERIO DE LA MUJER Y POBLACIONES VULNERABLES ES EL ENTE RECTOR 
EN MATERIA DE PREVENCIÓN, PROTECCIÓN Y ATENCIÓN DE LA VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR Y EL 
RESPONSABLE DE LA COORDINACIÓN, ARTICULACIÓN Y VIGILANCIA DE LA 
APLICACIÓN EFECTIVA Y EL CUMPLIMIENTO DE LA PRESENTE LEY. 
LA DIRECCIÓN GENERAL CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO DEL CITADO 
MINISTERIO SE CONSTITUYE COMO SECRETARÍA TÉCNICA DE LA COMISIÓN, LA 
CUAL CONVOCA A ESPECIALISTAS DE DIFERENTES SECTORES Y REPRESENTANTES 
DE LA SOCIEDAD CIVIL CON LA FINALIDAD DE CONSTITUIR UN GRUPO DE TRABAJO 
NACIONAL. 
EL REGLAMENTO DE LA PRESENTE LEY REGULA EL FUNCIONAMIENTO DE LA 
COMISIÓN. 
ARTÍCULO 36. FUNCIONES DE LA COMISIÓN MULTISECTORIAL 
SON FUNCIONES DE LA COMISIÓN MULTISECTORIAL, LAS SIGUIENTES: 
1. APROBAR Y DIFUNDIR EL PROTOCOLO BASE DE ACTUACIÓN CONJUNTA Y LOS 
LINEAMIENTOS PARA LA INTERVENCIÓN INTERSECTORIAL ARTICULADA EN 
PREVENCIÓN, ATENCIÓN, PROTECCIÓN, SANCIÓN Y REEDUCACIÓN PARA 
ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO 
FAMILIAR, TENIENDO EN CUENTA LOS INFORMES EMITIDOS POR EL OBSERVATORIO 
NACIONAL DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO 
FAMILIAR. 
2. HACER EL SEGUIMIENTO Y MONITOREO DE LOS PLANES NACIONALES QUE 
ABORDEN LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO 
FAMILIAR, TENIENDO EN CUENTA LOS INFORMES EMITIDOS POR EL OBSERVATORIO 
NACIONAL DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL 
GRUPO FAMILIAR. 
3. COORDINAR CON EL MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS PARA LA DOTACIÓN 
DE RECURSOS A LOS SECTORES COMPROMETIDOS EN LA APLICACIÓN DE LA 
PRESENTE LEY, PREVIA PLANIFICACIÓN PRESUPUESTARIA INTERSECTORIAL. 
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4. GARANTIZAR LA ADECUACIÓN ORGÁNICA Y ADMINISTRATIVA DE LAS 
INSTANCIAS RESPONSABLES DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LOS LINEAMIENTOS 
DICTADOS POR LA COMISIÓN PARA LA MEJOR APLICACIÓN DE LA PRESENTE LEY. 
5. PROMOVER LA CREACIÓN DE OBSERVATORIOS REGIONALES DE LA VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. 
6. PROMOVER LA CREACIÓN DE LAS INSTANCIAS REGIONALES, PROVINCIALES Y 
DISTRITALES ENCARGADAS DE COMBATIR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y 
LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. 
ARTÍCULO 37. INSTANCIA REGIONAL DE CONCERTACIÓN 
LA INSTANCIA REGIONAL DE CONCERTACIÓN TIENE COMO RESPONSABILIDAD 
ELABORAR, IMPLEMENTAR, MONITOREAR Y EVALUAR LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
ENCARGADAS DE COMBATIR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR A NIVEL REGIONAL, Y PROMOVER EL 
CUMPLIMIENTO DE LA PRESENTE NORMA. SU COMPOSICIÓN SE DETERMINA EN EL 
REGLAMENTO DE LA PRESENTE LEY. 
ARTÍCULO 38. INSTANCIA PROVINCIAL DE CONCERTACIÓN 
LA INSTANCIA PROVINCIAL DE CONCERTACIÓN TIENE COMO RESPONSABILIDAD 
ELABORAR, IMPLEMENTAR, MONITOREAR Y EVALUAR LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
ENCARGADAS DE COMBATIR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR A NIVEL PROVINCIAL, Y PROMOVER EL 
CUMPLIMIENTO DE LA PRESENTE NORMA. SU COMPOSICIÓN SE DETERMINA EN EL 
REGLAMENTO DE LA PRESENTE LEY. 
ARTÍCULO 39. INSTANCIA DISTRITAL DE CONCERTACIÓN 
LA INSTANCIA DISTRITAL DE CONCERTACIÓN TIENE COMO RESPONSABILIDAD 
ELABORAR, IMPLEMENTAR, MONITOREAR Y EVALUAR LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
ENCARGADAS DE COMBATIR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR A NIVEL DISTRITAL, Y PROMOVER EL 
CUMPLIMIENTO DE LA PRESENTE NORMA. SU COMPOSICIÓN SE DETERMINA EN EL 
REGLAMENTO DE LA PRESENTE LEY. 
ARTÍCULO 40. INSTRUMENTOS Y MECANISMOS DE ARTICULACIÓN DEL SISTEMA 
SON INSTRUMENTOS Y MECANISMOS DE ARTICULACIÓN DEL SISTEMA: 
A. EL PROTOCOLO BASE DE ACTUACIÓN CONJUNTA. 
B. EL REGISTRO ÚNICO DE VÍCTIMAS Y AGRESORES. 
C. EL OBSERVATORIO NACIONAL DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. 
D. EL CENTRO DE ALTOS ESTUDIOS CONTRA LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES 
Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. 
ARTÍCULO 41. PROTOCOLO BASE DE ACTUACIÓN CONJUNTA 
EL PROTOCOLO BASE DE ACTUACIÓN CONJUNTA EN PREVENCIÓN, ATENCIÓN, 
PROTECCIÓN, DETECCIÓN PRECOZ E INTERVENCIÓN CONTINUADA, SANCIÓN Y 
REEDUCACIÓN FRENTE A LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS 
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INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR CONTIENE LOS LINEAMIENTOS DE 
ARTICULACIÓN INTERSECTORIAL Y LOS PROCEDIMIENTOS QUE ASEGUREN LA 
ACTUACIÓN GLOBAL E INTEGRAL DE LAS DISTINTAS ADMINISTRACIONES Y 
SERVICIOS IMPLICADOS. CONSTITUYE UN INSTRUMENTO DE OBLIGATORIO 
CUMPLIMIENTO BAJO RESPONSABILIDAD. 
EL PROTOCOLO DEBE CONSIDERAR DE FORMA ESPECIAL LA SITUACIÓN DE LAS 
MUJERES QUE, POR SU CONDICIÓN DE TAL Y EN CRUCE CON OTRAS VARIABLES, 
ESTÉN MÁS EXPUESTAS A SUFRIR VIOLENCIA O MAYORES DIFICULTADES PARA 
ACCEDER A LOS SERVICIOS PREVISTOS EN ESTA LEY, TALES COMO LAS 
PERTENECIENTES A POBLACIONES INDÍGENAS, ANDINAS Y AMAZÓNICAS, LAS 
AFRODESCENDIENTES, LAS QUE SE ENCUENTRAN EN SITUACIÓN DE EXCLUSIÓN 
SOCIAL Y LAS MUJERES CON DISCAPACIDAD, ENTRE OTRAS. SIMILAR 
CONSIDERACIÓN DEBE CONTEMPLAR EL PROTOCOLO RESPECTO DE LOS 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR DESDE EL ENFOQUE DE DERECHOS HUMANOS, 
GENERACIONAL E INTERCULTURAL. 
ARTÍCULO 42. REGISTRO ÚNICO DE VÍCTIMAS Y AGRESORES 
CON EL OBJETO DE IMPLEMENTAR UN SISTEMA INTERSECTORIAL DE REGISTRO DE 
CASOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO 
FAMILIAR, DENOMINADO REGISTRO ÚNICO DE VÍCTIMAS Y AGRESORES, EL 
MINISTERIO PÚBLICO, EN COORDINACIÓN CON LA POLICÍA NACIONAL DEL PERÚ, EL 
PODER JUDICIAL Y EL MINISTERIO DE LA MUJER Y POBLACIONES VULNERABLES, 
ES EL RESPONSABLE DEL REGISTRO DE DICHOS CASOS, EN EL QUE SE CONSIGNAN 
TODOS LAS DATOS DE LA VÍCTIMA Y DEL AGRESOR, LA TIPIFICACIÓN, LAS CAUSAS 
Y CONSECUENCIAS DE LA VIOLENCIA, LA EXISTENCIA DE DENUNCIAS ANTERIORES 
Y OTROS DATOS NECESARIOS. 
ARTÍCULO 43. OBSERVATORIO NACIONAL DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS 
MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR 
EL OBSERVATORIO NACIONAL DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR, A CARGO DEL MINISTERIO DE LA MUJER Y 
POBLACIONES VULNERABLES, TIENE POR OBJETO MONITOREAR, RECOLECTAR, 
PRODUCIR Y SISTEMATIZAR DATOS E INFORMACIÓN HACIENDO SEGUIMIENTO A 
LAS POLÍTICAS PÚBLICAS Y LOS COMPROMISOS INTERNACIONALES ASUMIDOS POR 
EL ESTADO EN ESTA MATERIA. SU MISIÓN ES DESARROLLAR UN SISTEMA DE 
INFORMACIÓN PERMANENTE QUE BRINDE INSUMOS PARA EL DISEÑO, 
IMPLEMENTACIÓN Y GESTIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS TENDIENTES A LA 
PREVENCIÓN Y ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. 
EL OBSERVATORIO ELABORA INFORMES, ESTUDIOS Y PROPUESTAS PARA LA 
EFECTIVIDAD DEL SISTEMA NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN, SANCIÓN Y 
ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL 
GRUPO FAMILIAR. 
ARTÍCULO 44. CENTRO DE ALTOS ESTUDIOS 
EL CENTRO DE ALTOS ESTUDIOS CONTRA LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y 
LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR, BAJO LA DIRECCIÓN DEL MINISTERIO DE 
LA MUJER Y POBLACIONES VULNERABLES, TIENE COMO OBJETIVO CONTRIBUIR A 
LA INTERVENCIÓN ARTICULADA Y MULTIDISCIPLINARIA A TRAVÉS DE UN SISTEMA 
87 
 
INTEGRAL CONTINUO DE ESPECIALIZACIÓN Y PERFECCIONAMIENTO DE LOS 
OPERADORES EN EL ROL QUE LES COMPETE EN LA LUCHA INTEGRAL CONTRA LA 
VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR, 
PARA UNA ATENCIÓN OPORTUNA Y EFECTIVA, INCLUYENDO LA EVALUACIÓN DE 
SU IMPACTO. 
EL CENTRO DE ALTOS ESTUDIOS TIENE ESTRECHA COORDINACIÓN CON LA 
ACADEMIA DE LA MAGISTRATURA, LA ESCUELA DEL MINISTERIO PÚBLICO, EL 
CENTRO DE INVESTIGACIONES JUDICIALES DEL PODER JUDICIAL, EL CENTRO DE 
ESTUDIOS CONSTITUCIONALES DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, EL CENTRO DE 
ESTUDIOS EN JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS DEL MINISTERIO DE JUSTICIA Y 
DERECHOS HUMANOS, UNIVERSIDADES Y CENTROS DE INVESTIGACIÓN PARA 
INCIDIR EN QUE SE PRIORICEN ACTIVIDADES DE CAPACITACIÓN E INVESTIGACIÓN 
SOBRE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES E INTEGRANTES DEL GRUPO 
FAMILIAR. 
TODAS LAS ACCIONES QUE REALIZA Y PROMUEVE EL CENTRO DE ALTOS ESTUDIOS 
DEBEN INCORPORAR LOS ENFOQUES DE GÉNERO, INTEGRALIDAD, 
INTERCULTURALIDAD, DERECHOS HUMANOS, INTERSECCIONALIDAD, 
GENERACIONAL Y DISCAPACIDAD QUE SUBYACEN A LA PRESENTE LEY. 
ARTÍCULO 45. RESPONSABILIDADES SECTORIALES 
LOS SECTORES E INSTITUCIONES INVOLUCRADAS, Y LOS GOBIERNOS REGIONALES 
Y LOCALES, ADEMÁS DE ADOPTAR MECANISMOS DE FORMACIÓN, CAPACITACIÓN 
Y ESPECIALIZACIÓN PERMANENTE, DE CONFORMIDAD CON SUS LEYES ORGÁNICAS 
Y DEMÁS NORMAS APLICABLES, SON RESPONSABLES DE: 
1. EL MINISTERIO DE LA MUJER Y POBLACIONES VULNERABLES 
A) PROMOVER Y COORDINAR LAS ACCIONES DE ARTICULACIÓN MULTISECTORIAL 
E INTERGUBERNAMENTAL. 
B) ASESORAR TÉCNICAMENTE A LAS DIFERENTES ENTIDADES PÚBLICAS PARA QUE 
DESARROLLEN ACCIONES PARA ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES 
Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR CONFORME A SUS COMPETENCIAS Y 
FUNCIONES. 
C) PROMOVER EN LOS NIVELES SUBNACIONALES DE GOBIERNO POLÍTICAS, 
PROGRAMAS Y PROYECTOS DE PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y TRATAMIENTO COMO 
HOGARES DE REFUGIO TEMPORAL, SERVICIOS DE CONSEJERÍA, GRUPOS DE AYUDA 
MUTUA, CENTROS DE ATENCIÓN RESIDENCIAL, CENTROS EMERGENCIA MUJER, 
DEFENSORÍAS DEL NIÑO Y ADOLESCENTE Y SERVICIOS DE TRATAMIENTO DE 
PERSONAS AGRESORAS, ENTRE OTROS. 
D) SUPERVISAR LA IMPLEMENTACIÓN DE LA POLÍTICA DE PREVENCIÓN, 
PROTECCIÓN Y ATENCIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. 
E) PROMOVER CAMPAÑAS DE DIFUSIÓN SOBRE LA PROBLEMÁTICA DE LA 
VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR Y DE 
DIFUSIÓN DE LOS ALCANCES DE LA PRESENTE LEY. 
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F) PROMOVER EL ESTUDIO E INVESTIGACIÓN SOBRE LAS CAUSAS DE LA VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR Y TOMAR 
MEDIDAS PARA SU CORRECCIÓN. 
G) PROMOVER LA PARTICIPACIÓN ACTIVA DE ORGANIZACIONES DEDICADAS A LA 
PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS MUJERES, NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, 
PERSONAS ADULTAS MAYORES Y PERSONAS CON DISCAPACIDAD, ENTRE OTRAS, Y 
DEL SECTOR PRIVADO, CON ESPECIAL ÉNFASIS EN EL SECTOR EMPRESARIAL, EN 
PROGRAMAS DE PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y RECUPERACIÓN DE LA VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES E INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. 
H) DISPONER LAS MEDIDAS NECESARIAS A FIN DE IMPLEMENTAR ACCIONES DE 
PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE LAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA EN LAS ZONAS 
RURALES DEL PAÍS Y RESPECTO DE LAS VÍCTIMAS EN MAYOR SITUACIÓN DE 
VULNERABILIDAD. 
2. EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
A) SUPERVISAR EL CUMPLIMIENTO DE LOS LINEAMIENTOS DE POLÍTICA PÚBLICA 
CONTRA LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO 
FAMILIAR, EN EL ÁMBITO DE SU COMPETENCIA. 
B) FORTALECER EN TODAS LAS MODALIDADES Y NIVELES EDUCATIVOS LA 
ENSEÑANZA DE VALORES ÉTICOS ORIENTADOS AL RESPETO DE LA DIGNIDAD DE 
LA PERSONA EN EL MARCO DEL DERECHO A VIVIR LIBRE DE VIOLENCIA, 
ELIMINANDO LOS ESTEREOTIPOS QUE EXACERBAN, TOLERAN O LEGITIMAN LA 
VIOLENCIA, INFERIORIDAD O SUBORDINACIÓN EN EL GRUPO FAMILIAR, EN 
ESPECIAL LOS QUE AFECTAN A LA MUJER. 
C) SUPERVISAR QUE EN TODOS LOS MATERIALES EDUCATIVOS SE ELIMINEN LOS 
ESTEREOTIPOS SEXISTAS O DISCRIMINATORIOS Y, POR EL CONTRARIO, SE FOMENTE 
LA IGUALDAD DE LOS HOMBRES Y LAS MUJERES. 
D) PROMOVER Y FORTALECER LOS PROGRAMAS DE ESCUELAS PARA PADRES; Y DE 
PREPARACIÓN PARA LA VIDA Y LA CONVIVENCIA SALUDABLE EN EL GRUPO 
FAMILIAR; ESTABLECIENDO MECANISMOS PARA LA DETECCIÓN Y DERIVACIÓN A 
LAS INSTITUCIONES DEL SISTEMA, DE LOS CASOS DE VIOLENCIA HACIA LA MUJER 
Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. 
E) IMPLEMENTAR EN LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS DE LA EDUCACIÓN BÁSICA 
REGULAR (EBR) Y LA EDUCACIÓN BÁSICA ALTERNATIVA (EBA), CONTENIDOS DEL 
DISEÑO CURRICULAR NACIONAL (DCN) SOBRE EL RESPETO DEL DERECHO A UNA 
VIDA LIBRE DE VIOLENCIA, CON METODOLOGÍAS ACTIVAS Y SISTEMAS DE 
EVALUACIÓN QUE SE ADAPTEN A LOS DIVERSOS CONTEXTOS CULTURALES, 
ÉTNICOS Y LINGÜÍSTICOS. 
F) IMPLEMENTAR PROGRAMAS DE FORTALECIMIENTO DE CAPACIDADES EN LA 
FORMACIÓN INICIAL Y PERMANENTE DEL PROFESORADO EN LAS TEMÁTICAS DE 
LUCHA PARA ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR, INCORPORANDO EN LAS GUÍAS, MÓDULOS Y 
PROGRAMAS DE CAPACITACIÓN DE DOCENTES, Y TÓPICOS COMO TIPOS DE 
VIOLENCIA, SOCIALIZACIÓN DE GÉNERO Y VIOLENCIA, IDENTIFICACIÓN DE 
FACTORES DE RIESGO RELACIONADOS CON LA VIOLENCIA Y MECANISMOS DE 
FORTALECIMIENTO DE REDES DE APOYO PARA LA PREVENCIÓN. 
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G) DIFUNDIR LA PROBLEMÁTICA DEL ACOSO SEXUAL ENTRE EL PERSONAL 
DOCENTE Y ADMINISTRATIVO, ASÍ COMO LOS PROTOCOLOS DEL SECTOR. 
H) INCORPORAR EN LAS GUÍAS DIRIGIDAS A LA POBLACIÓN ESCOLAR, CONTENIDOS 
SOBRE PREVENCIÓN DEL ACOSO Y ABUSO SEXUAL EN NIÑAS Y NIÑOS. 
I) IMPLEMENTAR ESTRATEGIAS CREATIVAS Y DE IMPACTO SOBRE LUCHA CONTRA 
LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR, 
EN ESPACIOS EDUCATIVOS NO FORMALES COMO LOS MERCADOS, ESPACIOS DE 
ESPARCIMIENTO, TERMINALES DE BUSES, SALAS DE ESPERA DE INSTITUCIONES 
PÚBLICAS Y PRIVADAS ENTRE OTRAS. 
3. EL MINISTERIO DE SALUD 
A) PROMOVER Y FORTALECER PROGRAMAS PARA LA PROMOCIÓN, PROTECCIÓN, 
RECUPERACIÓN Y REHABILITACIÓN DE LA SALUD, CONTRIBUYENDO A LOGRAR EL 
BIENESTAR Y DESARROLLO DE LA PERSONA, EN CONDICIONES DE PLENA 
ACCESIBILIDAD Y RESPETO DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES, DE 
CONFORMIDAD CON LAS POLÍTICAS SECTORIALES. 
B) GARANTIZAR ATENCIÓN DE CALIDAD A LOS CASOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS 
MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR, INCLUYENDO SU AFILIACIÓN 
EN EL SEGURO INTEGRAL DE SALUD PARA LA ATENCIÓN Y RECUPERACIÓN 
INTEGRAL DE LA SALUD FÍSICA Y MENTAL GRATUITA, LO QUE INCLUYE LA 
ATENCIÓN, LOS EXÁMENES, HOSPITALIZACIÓN, MEDICAMENTOS, TRATAMIENTO 
PSICOLÓGICO O PSIQUIÁTRICO Y CUALQUIER OTRA ACTIVIDAD NECESARIA PARA 
EL RESTABLECIMIENTO DE LA SALUD. 
C) DESARROLLAR PROGRAMAS DE SENSIBILIZACIÓN Y FORMACIÓN CONTINUA DEL 
PERSONAL SANITARIO CON EL FIN DE MEJORAR E IMPULSAR LA ADECUADA 
ATENCIÓN DE LAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA A QUE SE REFIERE LA LEY. 
4. EL MINISTERIO DEL INTERIOR 
A) ESTABLECER, A TRAVÉS DE SUS ÓRGANOS DE LÍNEA, APOYO Y CONTROL, LAS 
PAUTAS Y LINEAMIENTOS TÉCNICOS PARA LA ADECUADA EJECUCIÓN, 
SUPERVISIÓN Y CONTROL DE LAS DISPOSICIONES DE PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y 
PROTECCIÓN CONTRA LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES 
DEL GRUPO FAMILIAR, EN CUMPLIMIENTO DE LAS FUNCIONES DEL SECTOR 
INTERIOR, CON ESPECIAL PARTICIPACIÓN DE LA DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
SEGURIDAD CIUDADANA DE LA POLICÍA NACIONAL DEL PERÚ COMO EL ÓRGANO 
TÉCNICO ESPECIALIZADO EN LA RECEPCIÓN DE DENUNCIAS E INVESTIGACIÓN DE 
CASOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO 
FAMILIAR. 
B) PROMOVER, EN LA POLICÍA NACIONAL DEL PERÚ, LA CREACIÓN DE LA 
ESPECIALIDAD FUNCIONAL EN MATERIA DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y 
LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. LA DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
SEGURIDAD CIUDADANA ES EL ÓRGANO ESPECIALIZADO RESPONSABLE DE LA 
ORGANIZACIÓN, ESPECIALIZACIÓN Y EVALUACIÓN DE DESEMPEÑO. 
C) IMPLEMENTAR, EN COORDINACIÓN CON EL MINISTERIO DE LA MUJER Y 
POBLACIONES VULNERABLES, LOS MÓDULOS DE ATENCIÓN A LA MUJER VÍCTIMA 
DE VIOLENCIA FAMILIAR Y SEXUAL, PREVISTOS EN EL DECRETO SUPREMO 012-2013-
IN COMO POLÍTICA NACIONAL DEL ESTADO PERUANO. 
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D) GARANTIZAR EN LOS SERVICIOS DE COMISARÍAS Y ÁREAS COMPETENTES LA 
PERMANENCIA DE PERSONAL ESPECIALIZADO Y SENSIBILIZADO. 
E) BRINDAR ATENCIÓN OPORTUNA PARA LA IMPLEMENTACIÓN Y CUMPLIMIENTO 
DE LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN OTORGADAS POR EL MINISTERIO PÚBLICO A LAS 
PERSONAS AFECTADAS POR VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. 
F) EXPEDIR FORMULARIOS TIPO PARA FACILITAR LAS DENUNCIAS Y REGULAR LOS 
PROCEDIMIENTOS POLICIALES NECESARIOS PARA ASEGURAR LA DILIGENTE 
REMISIÓN DE LO ACTUADO EN LAS DENUNCIAS RECIBIDAS A LOS JUZGADOS DE 
FAMILIA O EQUIVALENTE EN EL PLAZO ESTABLECIDO EN LA PRESENTE LEY. 
G) ELABORAR CARTILLAS Y OTROS INSTRUMENTOS DE DIFUSIÓN MASIVA PARA LA 
ATENCIÓN ADECUADA DE LAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA HACIA LA MUJER Y LOS 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR EN LAS COMISARÍAS Y DEPENDENCIAS 
POLICIALES. 
5. EL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS 
A) SISTEMATIZAR Y DIFUNDIR EL ORDENAMIENTO JURÍDICO DEL ESTADO EN 
MATERIA DE LUCHA PARA ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. 
B) BRINDAR EL SERVICIO DE DEFENSA PÚBLICA A LAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. 
C) BRINDAR, A TRAVÉS DEL INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO, TRATAMIENTO 
PENITENCIARIO DIFERENCIADO PARA PERSONAS SENTENCIADAS POR HECHOS DE 
VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. 
6. EL MINISTERIO DE TRABAJO Y PROMOCIÓN DEL EMPLEO 
A) PRIORIZAR, EN EL MARCO DE LOS PROGRAMAS, ESTRATEGIAS Y PLANES DE 
ACTUACIÓN DE PROMOCIÓN DEL EMPLEO Y LA EMPLEABILIDAD, LA ATENCIÓN DE 
LAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA PARA SU INCORPORACIÓN EN EL MERCADO DE 
TRABAJO POR CUENTA AJENA O A TRAVÉS DEL DESARROLLO DE AUTOEMPLEOS 
PRODUCTIVOS Y OTRAS FORMAS DE EMPRENDIMIENTO. 
B) COORDINAR CON LAS INSTANCIAS PERTINENTES A FIN DE GARANTIZAR EL 
CUMPLIMIENTO DE LO DISPUESTO EN LA PRESENTE LEY EN CUANTO A DERECHOS 
LABORALES DEL TRABAJADOR VÍCTIMA DE VIOLENCIA. 
7. EL MINISTERIO DE TRANSPORTES Y COMUNICACIONES 
VELAR POR EL CUMPLIMIENTO ESTRICTO DE LAS OBLIGACIONES DE LOS MEDIOS 
DE COMUNICACIÓN ESTABLECIDAS EN LA PRESENTE LEY. 
8. EL MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
ASIGNAR LOS RECURSOS NECESARIOS PARA EL CUMPLIMIENTO DE LA PRESENTE 
LEY. 
9. EL MINISTERIO DE DESARROLLO E INCLUSIÓN SOCIAL 
A) INCORPORAR, EN LOS PROGRAMAS ADSCRITOS AL MINISTERIO DE DESARROLLO 
E INCLUSIÓN SOCIAL, A PERSONAS AFECTADAS POR VIOLENCIA CONTRA LAS 
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MUJERES Y A LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR, SIEMPRE QUE SE CUMPLAN 
CON LOS CRITERIOS Y REGLAS ESTABLECIDOS EN LA NORMATIVA VIGENTE. 
B) PONER A DISPOSICIÓN DE LA SOCIEDAD INFORMACIÓN RESPECTO A LA 
EJECUCIÓN DE LOS PROGRAMAS SOCIALES QUE HAN BENEFICIADO A PERSONAS 
AFECTADAS POR VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y A LOS INTEGRANTES DEL 
GRUPO FAMILIAR. 
10. EL MINISTERIO DE DEFENSA 
INCORPORAR EN LOS LINEAMIENTOS EDUCATIVOS DE LAS FUERZAS ARMADAS 
CONTENIDOS ESPECÍFICOS CONTRA LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR DE CONFORMIDAD CON LOS ENFOQUES 
PREVISTOS EN LA PRESENTE LEY, ASÍ COMO EN SUS ÓRGANOS ACADÉMICOS Y 
ORGANISMOS PÚBLICOS ADSCRITOS. 
11. EL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
FORMULAR, COORDINAR, EJECUTAR Y EVALUAR LA POLÍTICA DE PROTECCIÓN Y 
ASISTENCIA DE LOS NACIONALES EN EL EXTERIOR POR CASOS DE VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. 
12. EL PODER JUDICIAL 
ADMINISTRAR JUSTICIA, RESPETANDO LOS DERECHOS AL DEBIDO PROCESO Y LA 
ECONOMÍA Y CELERIDAD PROCESAL EN LOS CASOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS 
MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. TODAS LAS ACTUACIONES 
ANTE EL PODER JUDICIAL EN MATERIA DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER Y LOS 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR SON GRATUITAS PARA LAS VÍCTIMAS. 
13. EL MINISTERIO PÚBLICO 
ELABORAR, A TRAVÉS DEL INSTITUTO DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES, 
GUÍAS Y PROTOCOLOS PARA LA ACTIVIDAD CIENTÍFICO-FORENSE Y EN LOS 
PROCESOS JUDICIALES, SIENDO RESPONSABLE DE SU DIFUSIÓN A EFECTOS DE 
UNIFORMAR CRITERIOS DE ATENCIÓN Y VALORACIÓN. 
14. LOS GOBIERNOS REGIONALES Y LOCALES 
A) FORMULAR POLÍTICAS, REGULAR, DIRIGIR, EJECUTAR, PROMOVER, SUPERVISAR 
Y CONTROLAR PLANES, POLÍTICAS Y PROGRAMAS REGIONALES, LOCALES Y 
COMUNITARIOS, PARA SENSIBILIZAR, PREVENIR, DETECTAR Y ATENDER TODA 
FORMA DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO 
FAMILIAR. 
B) LOS ESTABLECIDOS EN LA PRESENTE LEY. 
15. SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE CONTROL DE SERVICIOS DE SEGURIDAD, 
ARMAS, MUNICIONES Y EXPLOSIVOS DE USO CIVIL (SUCAMEC) 
A) SOLICITAR DECLARACIÓN JURADA DE NO REGISTRAR ANTECEDENTES DE 
VIOLENCIA FAMILIAR EN LAS SOLICITUDES DE LICENCIA DE ARMAS. 
B) INCAUTAR LAS ARMAS QUE ESTÉN EN POSESIÓN DE PERSONAS RESPECTO DE LAS 




C) DEJAR SIN EFECTO LA LICENCIA DE POSESIÓN Y USO DE ARMAS POR 
SOBREVINIENTE REGISTRO DE ANTECEDENTES DE VIOLENCIA FAMILIAR. 
D) REMITIR DE FORMA SEMESTRAL INFORMACIÓN ACTUALIZADA AL MINISTERIO 
DE LA MUJER Y POBLACIONES VULNERABLES, CORRESPONDIENTE AL NÚMERO DE 
LICENCIAS CANCELADAS Y DE ARMAS INCAUTADAS POR HECHOS DE VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. 
 
 
 
 
